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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 

I. OBJETIVO 
 
El presente proyecto de acuerdo tiene por objeto modificar el Acuerdo Distrital 138 de 2004 “Por 
medio del cual se regula el funcionamiento de los establecimientos públicos y privados que 
prestan el servicio de educación inicial", con el fin de determinar claramente las competencias 
de la Secretaría Distrital de Integración Social y la Secretaría de Educación Distrital en cuanto 
a la expedición de las licencias de funcionamiento y registros, así como frente a la labor de 
inspección, vigilancia y control de los jardines infantiles privados en Bogotá. 
 
II. ANTECEDENTES DE LA INICIATIVA 
 
Una vez revisada la información que reposa en las bases de datos del Concejo de Bogotá, se 
encontró que la iniciativa no cuenta con antecedente alguno.  
 
Cabe señalar que esta iniciativa es producto de la preocupación y las denuncias interpuestas 
por las operadoras y propietarias de un gran número de jardines infantiles en Bogotá, por cuenta 
de la dificultad e imposibilidad que han encontrado a la hora de formalizar y certificar sus 
establecimientos, como consecuencia de la confusión jurídica que se presenta en la 
normatividad vigente que rige y regula la operación y prestación del servicio de los jardines 
infantiles privados del Distrito Capital.  
 
Es así como se adelantaron cuatro mesas de trabajo entre las operadoras de los jardines 
infantiles con el concejal Armando Gutiérrez González y su Unidad de Apoyo Normativo, 
autores de la presente iniciativa, junto con la Secretaría Distrital de Integración Social (SDIS), 
la Secretaría de Educación Distrital (SED), el Ministerio de Educación, la Personería de Bogotá 
y la Veeduría Distrital. En estas reuniones se acordó que el concejal Gutiérrez presentaría una 
propuesta normativa con el fin de dirimir el conflicto de competencias que existe entre las SDIS 
y SED con relación a los jardines infantiles del Distrito Capital. 
 
III. JUSTIFICACIÓN DEL PROYECTO DE ACUERDO 
 
La Ley General de Educación, Ley 115 de 1994, dio lugar a la creación de la educación 
preescolar. Según el artículo 15: “La educación preescolar corresponde a la ofrecida al niño 
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para su desarrollo en los aspectos biológico, cognoscitivo, sicomotriz, socio-afectivo y espiritual, 
a través de experiencias de socialización pedagógicas y recreativas”1. 
 
Esta Ley dio lugar a la expedición del Decreto 1860 de 1994, en cuyo Artículo 6 se establece 
que la educación preescolar está dirigida a las niñas y niños menores de seis años, que ocurre 
antes de iniciar la educación básica y se compone de tres grados, siendo los dos primeros una 
etapa previa a la escolarización obligatoria y y un tercer grado es obligatorio. 
 
Posteriormente, la Ley 1804 de 2016 “Por la cual se establece la política de Estado para el 
Desarrollo Integral de la Primera Infancia de Cero a Siempre y se dictan otras disposiciones” 
determina lo siguiente:  

 
“ARTÍCULO 5°. La educación inicial. La educación inicial es un derecho de los niños y 
niñas menores de seis (6) años de edad. Se concibe como un proceso educativo y 
pedagógico intencional, permanente y estructurado, a través del cual los niños y las niñas 
desarrollan su potencial, capacidades y habilidades en el juego, el arte, la literatura y la 
exploración del medio, contando con la familia como actor central de dicho proceso. 

  
Su orientación política y técnica, así como su reglamentación estarán a cargo del 
Ministerio de Educación Nacional y se hará de acuerdo con los principios de la Política 
de Estado para el Desarrollo Integral de la Primera Infancia de Cero a Siempre. 

  
La reglamentación será de obligatorio cumplimiento para toda la oferta oficial y privada, 
nacional y territorial y definirá los aspectos relativos a la prestación, inspección, vigilancia 
y control de este derecho y proceso”. 
 

De acuerdo con lo anterior, la definición  de educación inicial no permite diferenciar a las 
instituciones de atención integral a la primera infancia de las de educación preescolar. Por el 
contrario, teniendo en cuenta que el curso de vida de la primera infancia va desde los 0 a 
menores de 6 años, los niños y niñas en ese rango de edades están en la primera infancia, 
independientemente de que estén matriculados en establecimientos con nivel formal de 
educación prescolar (educación formal) o con enfoque de atención inicial en la primera infancia 
(AIPI). 
 
Por otro lado, el artículo 17 de la Ley 115 de 1994, Ley General de Educación, establece:  
                                                           
1 Estrategia de Atención Integral a la Primera Infancia. Recuperado de: 
http://www.deceroasiempre.gov.co/Prensa/CDocumentacionDocs/Fundamientos-politicos-tecnicos-gestion-de-cero-a-
siempre.pdf  

http://www.deceroasiempre.gov.co/Prensa/CDocumentacionDocs/Fundamientos-politicos-tecnicos-gestion-de-cero-a-siempre.pdf
http://www.deceroasiempre.gov.co/Prensa/CDocumentacionDocs/Fundamientos-politicos-tecnicos-gestion-de-cero-a-siempre.pdf
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“ARTÍCULO 17.- Grado obligatorio. El nivel de educación preescolar comprende, 
como mínimo, un (1) grado obligatorio en los establecimientos educativos estatales para 
niños menores de seis (6) años de edad”. 
 

La disposición anterior conlleva a corroborar que la educación inicial es un servicio genérico de 
atención a las niñas y niños que están en el curso de vida de la primera infancia y que dentro 
de la misma se encuentra comprendido el nivel de educación preescolar, pero no permite una 
diferenciación clara entre este último y el enfoque de atención integral a la primera infancia.  
 
Sin embargo, según las normas aplicables a la educación preescolar y a la educación con 
enfoque de atención integral a la primera infancia se pueden establecer claras diferencias entre 
unas y otras. Es relevante que las mismas queden expresadas en el articulado, teniendo en 
cuenta lo siguiente:  
 

Tabla 1 Diferencias entre Educación inicial con nivel Preescolar y Educación inicial con Enfoque AIPI 

Educación inicial con nivel Preescolar  Educación inicial con Enfoque AIPI 

Es educación formal  No es educación formal 

El artículo 18 de la Ley 115 de 1994 establece que la educación 
preescolar tiene un enfoque lineal, por grados y necesariamente 
basado en la aplicación de herramientas pedagógicas, indicando:  
“ARTÍCULO 18.- Ampliación de la atención. El nivel de 
educación preescolar de tres grados se generaliza en 
instituciones educativas del Estado o en las instituciones que 
establezcan programas para la prestación de este servicio, de 
acuerdo con la programación que determinen las entidades 
territoriales en sus respectivos planes de desarrollo”.  

El enfoque AIPI, por el contrario, no responde a una educación lineal y 
secuencial por grados, sino más flexible, dando cabida a circunstancias 
específicas que pueden motivar que la estadía de los niños en este tipo 
de establecimientos de educación inicial se prolongue por más de tres 
años, pero en todo caso hasta antes de cumplir seis años. Sobre el 
particular, la Ley 1804 de 2016, Política de Cero a Siempre, establece:  
 
“ARTÍCULO 4. Definiciones. Para efectos de la presente ley se 
presentan dos tipos de definiciones basadas en los acuerdos y 
desarrollos conceptuales de la política: conceptos propios de la primera 
infancia, y conceptos relativos a la gestión de la política. 
  
Conceptos propios de la primera infancia:  
  
a)  Desarrollo integral. El desarrollo integral en tanto derecho, 
conforme a lo expresado por la Ley 1098 de 2006 en su artículo 29, es 
el fin y propósito principal de esta política. Entiéndase por desarrollo 
integral el proceso singular de transformaciones y cambios de tipo 
cualitativo y cuantitativo mediante el cual el sujeto dispone de sus 
características, capacidades, cualidades y potencialidades para 
estructurar progresivamente su identidad y su autonomía. 
  
El desarrollo integral no se sucede de manera lineal, secuencial, 
acumulativa, siempre ascendente, homogénea, prescriptiva e idéntica 
para todos los niños y las niñas, sino que se expresa de manera 
particular en cada uno. La interacción con una amplia variedad de 
actores, contextos y condiciones es significativa para el potenciamiento 
de las capacidades y de la autonomía progresiva. El desarrollo ocurre 
a lo largo de todo el ciclo vital y requiere de acciones de política pública 
que lo promuevan más allá de la primera infancia”. 

https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?dt=S&i=22106#29
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En los jardines infantiles con enfoque AIPI se tienen en cuenta los 
siguientes factores:  
La posibilidad de que no haya cupo en los jardines con educación 
preescolar, en contraste con la necesidad de garantizar a los niños 
afectados su derecho a la educación inicial, por lo cual se puede ampliar 
su permanencia más de 3 años.  
Los horarios flexibles diurnos y nocturnos, que facilitan la vida de las 
familias en condición de vulnerabilidad, por lo cual se apoya su decisión 
de permitir que los niños permanezcan más de 3 años.  
La aplicación del enfoque diferencial de etnoeducación, el cual parte del 
reconocimiento de su cosmovisión y cosmogonía respecto al desarrollo 
y procesos de crianza de los niños y niñas de las comunidades 
indígenas.   

Los requisitos para la expedición de la licencia de funcionamiento 
son los establecidos en el artículo 2.3.2.1.4. del Decreto Nacional 
1075 de 2015, Decreto Único Reglamentario del Sector 
Educación, que establece:  
“Artículo 2.3.2.1.4. Solicitud. Para obtener la licencia de 
funcionamiento, el interesado deberá presentar a la secretaría de 
educación de la entidad territorial certificada, con no menos de 
seis (6) meses de antelación a la fecha de iniciación de labores, 
una solicitud acompañada de la propuesta de Proyecto Educativo 
Institucional (PEI) y del concepto de uso del suelo de los 
inmuebles de la planta física propuesta, expedido por la autoridad 
competente en el municipio o distrito. 
La propuesta de PEI deberá contener por lo menos la siguiente 
información: 
a). Nombre propuesto para el establecimiento educativo, de 
acuerdo con la reglamentación vigente, número de sedes, 
ubicación y dirección de cada una y su destinación, niveles, ciclos 
y grados que ofrecerá, propuesta de calendario y de duración en 
horas de la jornada, número de alumnos que proyecta atender, 
especificación de título en media académica, técnica o ambas si 
el establecimiento ofrecerá este nivel; 
b). Estudio de la población objetivo a que va dirigido el servicio, y 
sus requerimientos educativos; 
c). Especificación de los fines del establecimiento educativo; 
d). Oferta o proyección de oferta de al menos un nivel y ciclo 
completo de educación preescolar, básica y media; 
e). Lineamientos generales del currículo y del plan de estudios, 
en desarrollo de lo establecido en el Capítulo I del Título II de la 
Ley 115 de 1994; 
f). Indicación de la organización administrativa y el sistema de 
gestión, incluyendo los principios, métodos y cultura 
administrativa, el diseño organizacional y las estrategias de 
evaluación de la gestión y de desarrollo del personal; 
g). Relación de cargos y perfiles del rector y del personal directivo, 
docente y administrativo; 
h). Descripción de los medios educativos, soportes y recursos 
pedagógicos que se utilizarán, de acuerdo con el tipo de 
educación ofrecido, acompañada de la respectiva justificación; 
i). Descripción de la planta física y de la dotación básica; plano 
general de las sedes del establecimiento; especificación de 
estándares o criterios adoptados para definir las condiciones de 
la planta física y de la dotación básica; 

En concordancia con el Decreto Distrital 057 de 2009, se expidió la 
Resolución No. 325 de 2009 “Por medio de la cual se reglamenta 
parcialmente el Decreto 057 de 2009, respecto de la Asesoría, 
Inspección, Vigilancia y Control de la Educación Inicial, desde el 
Enfoque de Atención Integral a la Primera Infancia”, la cual establece:  
 
“ARTÍCULO 21. LINEAMIENTOS Y ESTÁNDARES TÉCNICOS. 
Harán parte de esta Resolución los lineamientos y estándares definidos 
para el proceso pedagógico, nutrición, salubridad, talento humano, 
ambientes adecuados y seguros y proceso administrativo para el 
mejoramiento continuo, los cuales constan en las directrices para la 
prestación del servicio”. 

 
Cabe resaltar que según las diferencias en el Régimen Especial las 
competencias y el enfoque de la atención, la Secretaría Distrital de 
Integración Social puede establecer requisitos diferenciados, aunque 
no menos exigentes para el otorgamiento del Registro de Educación 
Inicial.  

https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjurMantenimiento/normas/Norma1.jsp?i=292#T.2.C.1


 
 
 
EDICIÓN  3653 ENERO 29 DEL AÑO 2024                 ANALES DEL CONCEJO DE BOGOTÁ, D.C. 
 
 
 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 
 

3218 

             

j). Propuesta de tarifas para cada uno de los grados que se 
ofrecerán durante el primer año de operación, acompañada de 
estudio de costos, proyecciones financieras y presupuestos para 
un período no inferior a cinco años; 
k). Servicios adicionales o complementarios al servicio público 
educativo que ofrecerá el establecimiento, tales como 
alimentación, transporte, alojamiento, escuela de padres o 
actividades extracurriculares, y 
l). Formularios de autoevaluación y clasificación de 
establecimientos educativos privados adoptados por el Ministerio 
de Educación Nacional para la definición de tarifas, diligenciados 
en lo pertinente. 
Parágrafo. Para obtener la licencia de funcionamiento en las 
modalidades condicional o definitiva, el interesado deberá 
presentar, además, la solicitud acompañada de los requisitos 
enunciados en el artículo anterior, según el caso”. 
 

 
Diferenciación entre la licencia de funcionamiento y el Registro de Educación Inicial:  

 
● La licencia de funcionamiento de los establecimientos que presten un servicio de 

educación formal con nivel preescolar debe expedirla la Secretaría de Educación. 
 
Se debe tener en cuenta que el artículo 193 de la Ley 115 de 1994, Ley General de Educación 
establece: 
 

“Artículo 193º.- Requisitos de constitución de los establecimientos educativos 
privados. De conformidad con el artículo 68 de la Constitución Política, los particulares 
podrán fundar establecimientos educativos con el lleno de los siguientes requisitos: 
 
a. Tener licencia de funcionamiento que autorice la prestación del servicio educativo, 
expedida por la Secretaría de Educación departamental o distrital, o el organismo que 
haga sus veces según el caso, y 
b. Presentar ante la Secretaría de Educación respectiva un Proyecto Educativo 
Institucional que responda a las necesidades de la comunidad educativa de la región de 
acuerdo con el artículo 78 de esta Ley”.  
 

En desarrollo de esa disposición, el Decreto Nacional 3433 de 2008, compilado mediante el 
Decreto Nacional 1075 de 2015, Decreto Único Reglamentario del Sector Educación establece:  
 

“Artículo 2.3.2.1.1. Ámbito de aplicación. Las disposiciones del presente Capítulo 
aplican a los particulares que promuevan la fundación y puesta en funcionamiento de 
establecimientos educativos para prestar el servicio público de educación formal, en los 
niveles de preescolar, básica y media”. 



 
 
 
EDICIÓN  3653 ENERO 29 DEL AÑO 2024                 ANALES DEL CONCEJO DE BOGOTÁ, D.C. 
 
 
 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 
 

3219 

             

(Decreto 3433 de 2008, artículo 1). 
 
“Artículo 2.3.2.1.2. Licencia de funcionamiento. Licencia de funcionamiento es el acto 
administrativo motivado de reconocimiento oficial por medio del cual la secretaría de 
educación de una entidad territorial certificada autoriza la apertura y operación de un 
establecimiento educativo privado dentro de su jurisdicción. 
 
Debe especificar el nombre, razón social o denominación del propietario del 
establecimiento educativo, quien será el titular de la licencia, Número de Identificación 
DANE y nombre completo del establecimiento educativo, ubicación de su planta física, 
niveles, ciclos y modalidades que ofrecerá, número máximo de estudiantes que puede 
atender y tarifas de matrícula y pensión para los grados que ofrecerá durante el primer 
año de funcionamiento”. 
(Decreto 3433 de 2008, artículo 2) 
 
“Artículo 2.3.2.1.3. Alcance, efectos y modalidades de la licencia de 
funcionamiento. La secretaría de educación respectiva podrá otorgar la licencia de 
funcionamiento en la modalidad definitiva, condicional o provisional, según el caso. Será 
expedida a nombre del propietario, quien se entenderá autorizado para prestar el servicio 
en las condiciones señaladas en el respectivo acto administrativo”. 
 

Según lo anterior, es claro que le compete a la SED y no a la SDIS expedir las licencias de 
funcionamiento de los establecimientos de educación formal.  
  

● El Registro de Educación Inicial de los establecimientos que presten un servicio 
con enfoque de atención inicial a la primera infancia debe expedirlo la Secretaría 
Distrital de Integración Social. 

 
Los requisitos de funcionamiento de los establecimientos de educación inicial que no tienen 
nivel de educación preescolar no han sido reglamentados en el nivel nacional.  
 
Por el contrario, en el nivel distrital el artículo 38, numeral 6 del Decreto Ley 1421 de 1993, 
Estatuto Orgánico de Bogotá, establece: 
 

“ARTÍCULO 38.  Atribuciones. Son atribuciones del alcalde mayor:  
1a Hacer cumplir la Constitución, la ley, los decretos del Gobierno Nacional y los 
acuerdos del Concejo.  

https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjurMantenimiento/normas/Norma1.jsp?i=32717#1
https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjurMantenimiento/normas/Norma1.jsp?i=32717#2


 
 
 
EDICIÓN  3653 ENERO 29 DEL AÑO 2024                 ANALES DEL CONCEJO DE BOGOTÁ, D.C. 
 
 
 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 
 

3220 

             

(…) 4a Ejercer la potestad reglamentaria, expidiendo los decretos, órdenes y 
resoluciones necesarios para asegurar la debida ejecución de los acuerdos. 
(…) 6a Distribuir los negocios según su naturaleza entre las secretarias, los 
departamentos administrativos y las entidades descentralizadas”. 
 

Con base en esa función del Alcalde Mayor, expidió el Decreto Distrital 607 de 2007, que 
determina la estructura, objeto y funciones de la Secretaría Distrital de Integración Social, que 
en el artículo 2° dispone:  
 

“Artículo 2°. Funciones. La Secretaría Distrital de Integración Social, tendrá las 
siguientes funciones básicas:  

  (…) 
e) Ejercer las funciones de certificación, registro y control asignadas al Departamento 

Administrativo Bienestar Social en las disposiciones vigentes y las que le sean asignadas 
en virtud de normas nacionales o distritales”.  

 
En desarrollo de lo anterior, el Alcalde Mayor expidió el Decreto Distrital 057 de 2009 "Por el 
cual se reglamenta el Acuerdo 138 de 2004, se regula la inspección, vigilancia y control de las 
personas naturales y jurídicas, públicas y privadas, que presten el servicio de Educación Inicial 
en el Distrito Capital, a niñas y niños entre los cero (0) y menores de seis (6) años de edad y se 
deroga parcialmente el Decreto Distrital 243 de 2006" 
 

“ARTÍCULO 5°. DEL REGISTRO Y CONTROL DE LAS INSTITUCIONES QUE 
PRESTAN EL SERVICIO DE EDUCACIÓN INICIAL. En virtud de las funciones de 
registro y control establecidas en el Acuerdo 138 de 2004, la Secretaría Distrital de 
Integración Social expedirá a través de la Subsecretaria Distrital de Integración Social el 
Registro de Educación Inicial (R.E.I.) a las personas naturales y jurídicas, públicas y 
privadas, que presten el servicio de atención integral en el Distrito Capital, a niñas y niños 
entre los cero (0) y menores de seis (6) años de edad que cumplan a cabalidad con los 
estándares de calidad para la prestación del servicio de educación inicial definidos en el 
Acuerdo 138 de 2004 y la reglamentación expedida por la Secretaría Distrital de 
Integración Social. 
 
Las labores de control a que se refiere el artículo 1 del presente Decreto serán ejercidas 
a través de la Oficina Asesora Jurídica de la Secretaría Distrital de Integración Social. 
 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=15552#0
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PARÁGRAFO: El registro será obligatorio para todas las personas naturales y jurídicas, 
públicas y privadas, que presten el servicio de atención integral en el Distrito Capital, a 
niñas y niños entre los cero (0) y menores de seis (6) años de edad” 
 

Según lo anterior, es claro que le compete a la SDIS y no a la SED expedir el Registro de 
Educación Inicial.  
 
IV. JUSTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE CONVENIENCIA DE LA INICIATIVA  
 
Con la expedición del acuerdo 138 de 2004 se empezó a regular el funcionamiento de los 
establecimientos públicos y privados que prestan el servicio de educación inicial en Bogotá; en 
su ARTÍCULO SEGUNDO, el antes llamado Departamento Administrativo de Bienestar Social, 
DABS, ahora la Secretaría Distrital de Integración Social, SDIS, empezó a ser la entidad 
encargada de expedir y revocar la licencia de funcionamiento y controlar la adecuada operación 
de las instituciones de que trata el artículo primero del presente acuerdo. Seguidamente en su 
PARÁGRAFO PRIMERO determina que la SED expedirá las licencias de funcionamiento para 
las instituciones de educación preescolar, con ello buscando ambientes adecuados y seguros, 
donde la vulnerabilidad de la primera infancia es el objeto principal para el desarrollo del 
legislador distrital, adecuando reglas para un espacio protegido, estandarizado, medido, 
regulado y controlado. Adicional a ello se integran factores de atención integral, con factores de 
nutrición y salubridad, donde el comer forma parte de la práctica pedagógica. 
 
Cabe resaltar que la producción normativa relacionada con la atención de la primera infancia 
ha venido evolucionando, con la expedición de varias normas, adecuando el desarrollo filosófico 
y jurídico hacia la protección de los niños, niñas y adolescentes, como la Ley 1098 de 2006 
(Código de primera infancia y adolescencia), la Ley 1804 de 2016 (la cual se establece la política 
de Estado para el Desarrollo Integral de la Primera Infancia de Cero a Siempre), normas que 
establecieron un concepto integral en la regulación de los establecimientos que prestan el 
servicio de educación inicial, dirigido a niños y niñas de 0 a 6 años. Con ello, se introdujeron 
nuevos criterios y factores de calidad en la prestación del servicio, con un enfoque técnico, 
social y de derechos, lo que inevitablemente lleva a revisar los marcos generales de las normas 
de educación y cómo éstas establecen sus criterios de adecuación y disposición para el 
establecimiento de instituciones que prestan el servicio de educación inicial (jardines infantiles). 
 
Por lo anterior, y obedeciendo lo establecido en el código de procedimiento administrativo, esta 
función debe operar en virtud de lo dictado en el decreto 3433 de 2008, el cual configuró el 
manual de la Secretaría de Educación para el proceso de licencias de funcionamiento de 
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establecimientos de educación inicial, y dejó la potestad técnica a esta secretaría para expedir 
los permisos de funcionamiento. 
 
Ahora bien, respecto al proceso integral y de calidad que deben seguir los establecimientos de 
educación inicial, el Acuerdo 138 de 2004 reglamentado por el Decreto 057 de 2009, determinó 
la necesidad de implementar el principio de coordinación administrativa entre la dos entidades 
rectoras encargadas de la atención y garantía de los derechos de los niños y niñas en el Distrito 
Capital, labor encargada fundamentalmente desde el ámbito social a la SDIS, y desde el ámbito 
educativo a la SED; por ello, se emitió la resolución conjunta 3421 y 1326 de 2010, por la cual 
se unifica el proceso de regulación, inspección y vigilancia de los establecimientos dedicados a 
la educación inicial en Bogotá.  
 
Específicamente el  Artículo 14 de la Resolución conjunta determina la competencia de la 
Secretaría de Educación para la autorización mediante licencia de funcionamiento para operar, 
a los establecimientos QUE PRESTEN O DESEEN PRESTAR SIMULTÁNEAMENTE EL 
SERVICIO DE EDUCACIÓN INICIAL Y DE EDUCACIÓN PREESCOLAR, ello en virtud del 
Artículo 3 del Decreto Reglamentario 3433 de 2008, expedido por el Ministerio de Educación 
Nacional, que define el alcance, efectos y modalidades de la licencia de funcionamiento, donde 
determina que es la secretaría de educación respectiva del ente territorial la que podrá otorgar 
la licencia de funcionamiento en la modalidad definitiva, condicional o provisional, según el 
caso.  
 
Por tanto, el proceso rector para determinar la viabilidad de la operación de los establecimientos 
de educación inicial en el Distrito Capital es de competencia de la SED. No obstante, ello ha 
venido presentando una serie de contradicciones entre la SDIS y la SED; la controversia reza 
sobre lo dispuesto en el acuerdo 138 de 2004 y su respectivo Decreto Reglamentario 057 de 
2009. Para efectos de dar claridad a tal controversia, se expone que el Acuerdo 138 de 2004, 
es el eje rector y base de las emisiones de los actos administrativos en el Distrito Capital, ello 
por la naturaleza de su procedencia: el Concejo Distrital, que por mandato del Decreto Ley 1421 
que le da su categoría especial, y dota al cabildo de una competencia reglamentaria al nivel de 
las asambleas departamentales, asimismo la constitución política en su “ARTÍCULO 313; 
determina que corresponde a los concejos: “Reglamentar las funciones y la eficiente prestación 
de los servicios a cargo del municipio”.  
 
Dado lo anterior, todos los decretos reglamentarios para la regulación, inspección y vigilancia 
de los establecimientos de educación inicial deben obedecer a lo dispuesto en el Acuerdo 
Distrital 138 de 2004, el cual integra de manera adecuada lo determinado por el marco legal 
nacional para la atención a la primera infancia, como la Ley de Cero a Siempre y el Código de 



 
 
 
EDICIÓN  3653 ENERO 29 DEL AÑO 2024                 ANALES DEL CONCEJO DE BOGOTÁ, D.C. 
 
 
 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 
 

3223 

             

Infancia y Adolescencia, los cuales categorizan a NIÑOS Y NIÑAS como sujetos de especial 
protección, y por ende su atención debe darse desde un marco integral de carácter social, con 
garantía real de derechos. Cierto es, que el Acuerdo Distrital, en su Artículo 2, determina tales 
fundamentos legales para su protección, y la atención integral a ellos, donde dispone que es el 
DABS, hoy SDIS, quien determina los elementos de calidad y de atención con un énfasis social, 
en los términos que dispone la Ley 1098 de 2006, en su artículo 209 que determina: 
 

 “El objetivo general de la inspección, vigilancia y control en los términos de la misma, es 
asegurar que las autoridades competentes cumplan sus funciones en los ámbitos 
nacional, departamental, distrital y municipal para: Garantizar los derechos de los niños, 
las niñas y los adolescentes y su contexto familiar. Asegurar que reciban la protección 
integral necesaria para el restablecimiento de sus derechos.” (Cursiva extratexto).   

 
Asimismo, el decreto reglamentario 057 de 2009 integra los fundamentos que el Acuerdo 138 
de 2004 dispone para tal fin. El citado Decreto en su Artículo 5°, expone la condición necesaria 
para la viabilidad de la operación de jardines infantiles, a través del registro y control de las 
instituciones que prestan el servicio de educación inicial.  
 

“En virtud de las funciones de registro y control establecidas en el Acuerdo 138 de 2004, 
la SDIS expedirá a través de la Subsecretaría Distrital de Integración Social el Registro 
de Educación Inicial (R.E.I) a las personas naturales y jurídicas,  públicas y privadas,  
que presten el servicio de atención integral en el Distrito Capital, a niñas y niños entre 
los cero (0) y menores de seis (6)  años de edad que cumplan a cabalidad con los 
estándares de calidad para la prestación del servicio de educación inicial definidos en el 
Acuerdo 138 de 2004 y la reglamentación expedida por la Secretaría Distrital de 
Integración Social”. 

 
Así las cosas, el panorama legal no es claro para el funcionamiento de los jardines infantiles 
del Distrito Capital, la normatividad distrital adolece de una claridad funcional de sus actos 
administrativos; toda vez que, al tenor de la jerarquía jurídica los decretos priman sobre las 
resoluciones, para este caso, el decreto 057 de 2009, que determina la necesidad de adecuar 
lineamientos técnicos necesarios de atención integral, y dar fe del cumplimiento de estos 
mediante el REI (registro de educación inicial). Desde la SED se han emitido órdenes para 
cerrar jardines infantiles, algunos de ellos con la facultad legal que les otorga tener el 
cumplimiento de los requisitos mínimos, donde tener el aval de la SDIS, debería ser el principal 
factor vinculante para tener licencia de funcionamiento.  
 



 
 
 
EDICIÓN  3653 ENERO 29 DEL AÑO 2024                 ANALES DEL CONCEJO DE BOGOTÁ, D.C. 
 
 
 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 
 

3224 

             

Por lo tanto, el presente proyecto de acuerdo busca tipificar de manera lineal, el proceso para 
la correcta adecuación de los permisos de funcionamiento de los jardines infantiles del Distrito 
Capital, acorde a las normas reglamentarias para ello, respetando en todo momento la 
prevalencia que tienen los derechos de los niños y niñas sobre cualquier otra pretensión; ello 
significa que se adecúa la normatividad, respetando los requisitos esenciales que exige la ley 
para la prestación del servicio de educación inicial en el distrito capital.  
 
Adicionalmente, busca aportar al cumplimiento del cuarto objetivo de desarrollo sostenible 
(ODS) educación de calidad, la cual es clave para alcanzar otros objetivos de desarrollo 
sostenible y romper el ciclo de la pobreza, por cuanto ayuda a reducir las desigualdades, 
permite una vida más saludable y sostenible y contribuye al desarrollo de sociedades más 
tolerantes y pacíficas. Específicamente la iniciativa apunta a la siguiente meta: “De aquí a 2030, 
asegurar que todas las niñas y todos los niños tengan acceso a servicios de atención y 
desarrollo en la primera infancia y educación preescolar de calidad, a fin de que estén 
preparados para la enseñanza primaria”2. 
 
 
V. MARCO JURÍDICO  
 
MARCO INTERNACIONAL  

 
Artículo 19 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos “Pacto de San José de 
Costa Rica”, adoptada por Colombia mediante Ley 16 de 1972, establece que: “Todo niño tiene 
derecho a las medidas de protección que su condición de menor requiere por parte de su familia, 
de la sociedad y del Estado.”  
 
Numeral 3 del artículo 3 de la Convención Internacional Sobre los Derechos del Niño, 
aprobada por Colombia mediante la Ley 12 de 1991. El Estado colombiano se compromete 
a asegurar “que las instituciones, servicios y establecimientos encargados del cuidado o la 
protección de los niños cumplan las normas establecidas por las autoridades competentes, 
especialmente en materia de seguridad, sanidad, número y competencia de su personal, así 
como en relación con la existencia de una supervisión adecuada.” 
 
Convención americana de derechos humanos, artículo 19 que: “1.  Los Estados Partes 
adoptarán todas las medidas legislativas, administrativas, sociales y educativas apropiadas 
para proteger al niño contra toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato 

                                                           
2 https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/education/ 
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negligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual, mientras el niño se encuentre 
bajo la custodia de los padres, de un representante legal o de cualquier otra persona que lo 
tenga a su cargo.  “2.  Esas medidas de protección deberían comprender, según corresponda, 
procedimientos eficaces para el establecimiento de programas sociales con objeto de 
proporcionar la asistencia necesaria al niño y a quienes cuidan de él, así como para otras formas 
de prevención y para la identificación, notificación, remisión a una institución, investigación, 
tratamiento y observación ulterior de los casos antes descritos de malos tratos al niño y, según 
corresponda, la intervención judicial.”  
 
Opinión consultiva 17 de 2002 de la Corte Interamericana de Derechos humanos: indica 
que, de conformidad con la normativa contemporánea del Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos, en la cual se enmarca el artículo 19 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, los niños son titulares de derechos y no sólo objeto de protección; y 
además que: “2) (…)  La expresión “interés superior del niño”, consagrada en el artículo 3 de la 
Convención sobre los Derechos del Niño, implica que el desarrollo de éste y el ejercicio pleno 
de sus derechos deben ser considerados como criterios rectores para la elaboración de normas 
y la aplicación de éstas en todos los órdenes relativos a la vida del niño. “3) El principio de 
igualdad recogido en el artículo 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos no 
impide la adopción de reglas y medidas específicas en relación con los niños, los cuales 
requieren un trato diferente en función de sus condiciones especiales. Este trato debe orientarse 
a la protección de los derechos e intereses de los niños (…) “6.) Para la atención a los niños, el 
Estado debe valerse de instituciones que dispongan de personal adecuado, instalaciones 
suficientes, medios idóneos y experiencia probada en este género de tareas (…)  “8.) La 
verdadera y plena protección de los niños significa que éstos puedan disfrutar ampliamente de 
todos sus derechos, entre ellos los económicos, sociales y culturales, que les asignan diversos 
instrumentos internacionales. Los Estados Partes en los tratados internacionales de derechos 
humanos tienen la obligación de adoptar medidas positivas para asegurar la protección de todos 
los derechos del niño.  “9.) Que los Estados Partes en la Convención Americana tienen el deber, 
conforme a los artículos 19 y 17, en relación con el artículo 1.1 de la misma, de tomar todas las 
medidas positivas que aseguren la protección a los niños contra malos tratos, sea en su relación 
con las autoridades públicas, o en las relaciones inter–individuales o con entes no estatales”. 
     
CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
 
Artículo 44 de la Constitución Política.  Establece la prevalencia de los derechos de los niños 
frente a los derechos de los demás, y manifiesta que corresponde a la familia, a la sociedad y 
al Estado asistir y proteger al niño para garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio 
pleno de sus derechos.  
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Artículo 67 de la Constitución Política. Establece que la educación es un derecho de la 
persona y un servicio público que tiene una función social; que el Estado, la sociedad y la familia 
son responsables de la misma, y que corresponde al Estado regular y ejercer la suprema 
inspección y vigilancia con el fin de velar por su calidad, garantizar el adecuado cubrimiento del 
servicio y asegurar a los menores las condiciones necesarias para su acceso y permanencia 
en el sistema educativo.  
 
LEYES  
 
Ley 12 de 1991. Por medio de la cual se aprueba la Convención sobre los Derechos del Niño, 
señala en el artículo 27 que los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño a un nivel 
de vida adecuado para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social; en el artículo 28, 
el reconocimiento del derecho del niño a la educación, y en el artículo 29, que la educación del 
niño deberá estar encaminada a desarrollar su personalidad, sus aptitudes y su capacidad 
mental y física hasta el máximo de sus posibilidades 
 
Ley 115 de 1994. La presente Ley señala las normas generales para regular el Servicio Público 
de la Educación que cumple una función social acorde con las necesidades e intereses de las 
personas, de la familia y de la sociedad.  
 
Ley estatutaria 1618 de 2013. Por medio de la cual se establecen las disposiciones para 
garantizar el pleno ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad, establece que 
todos los niños y niñas con discapacidad deben gozar plenamente de sus derechos en igualdad 
de condiciones con los demás niños y niñas; y que el Gobierno nacional, los gobiernos 
departamentales y municipales, a través de las instancias y organismos responsables, deberán 
integrar a todas las políticas y estrategias de atención y protección de la primera infancia, 
mecanismos especiales de inclusión para el ejercicio de los derechos de los niños y niñas con 
discapacidad.  
 
Ley 1098 de 2006. Por la cual se expide el Código de la Infancia y la Adolescencia, establece 
la educación inicial como un derecho impostergable de la primera infancia que hace parte del 
derecho al desarrollo integral; primera infancia entendida como el momento del ciclo vital que 
comprende la franja poblacional que va de los cero a los seis años de edad, en la que se 
establecen las bases para el desarrollo cognitivo, emocional y social del ser humano, y desde 
la cual los niños y las niñas son sujetos titulares de los derechos reconocidos en los tratados 
internacionales y en la Constitución Política 
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Ley 1804 de agosto 02 de 2016. Por la cual se establece la política de Estado para el 
Desarrollo Integral de la Primera Infancia de Cero a Siempre y se dictan otras disposiciones. 
 
 
 
DECRETOS 
 
Decreto 3433 de 2008. Por el cual se reglamenta la expedición de licencias de funcionamiento 
para establecimientos educativos promovidos por particulares para prestar el servicio público 
educativo en los niveles de preescolar, básica y media. 
 
Decreto reglamentario 057 de 2009 “Por el cual se reglamenta el Acuerdo 138 de 2004, se 
regula la inspección, vigilancia y control de las personas naturales y jurídicas, públicas y 
privadas, que prestan el servicio de Educación Inicial en el Distrito Capital, a niños y niñas entre 
los cero (0) y menores de seis (6) años de edad y se deroga parcialmente el Decreto Distrital 
243 de 2006”   
 
Decreto 1075 de 2015. “Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del 
Sector Educación”  
 
ACUERDOS 

 
Acuerdo 138 de 2004 “por medio del cual se regula el funcionamiento de los establecimientos 
públicos y privados que prestan el servicio de educación inicial". 
 
RESOLUCIONES 
 
Resolución conjunta 3421 y 1326 de 2010, por la cual se unifica el proceso de regulación, 
inspección y vigilancia de los establecimientos dedicados a la educación inicial en Bogotá. 
Resolución 2151 del 7 de diciembre de 2021 “Por medio de la cual la cual se definen los 
procesos y procedimientos de asesoría técnica, inscripción, registro, certificación, inspección, 
vigilancia y control que requieren las personas naturales y jurídicas, públicas y privadas, que 
presten o deseen prestar el servicio de Educación inicial desde el enfoque de Atención Integral 
a la Primera Infancia (AIPI) en el Distrito Capital”.  

 
 
 

https://normograma.info/men/docs/decreto_1075_2015.htm#INICIO
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VI. COMPETENCIA CONCEJO DE BOGOTÁ 
 
El Concejo de Bogotá D.C. es competente para estudiar, tramitar y promulgar la presente 
iniciativa, conforme las atribuciones reconocidas en la Constitución Política y el Estatuto 
Orgánico de Bogotá D.C., a saber: 
 
Artículo 313 numeral 1 de la Constitución Política: 
 

“ARTICULO 313. Corresponde a los concejos: 
1. Reglamentar las funciones y la eficiente prestación de los servicios a cargo del municipio. 
[…]”. 
 
Artículo 12 numeral 1 del Decreto Ley 1421 de 1993: 
“ARTÍCULO 12. ATRIBUCIONES. Corresponde al Concejo Distrital, de conformidad con la 
Constitución y a la ley: 
1. Dictar las normas necesarias para garantizar el adecuado cumplimiento de las funciones y la 
eficiente prestación de los servicios a cargo del Distrito. […]”. 
 
23. Ejercer de conformidad con lo dispuesto en el artículo 7 del presente estatuto, las 
atribuciones que la Constitución y las leyes asignen a las asambleas departamentales. 
 
VII. IMPACTO FISCAL  
 
Teniendo en cuenta los mandatos de la ley 819 de 2003 Artículo 7º. Análisis del impacto fiscal 
de las normas. En todo momento, el impacto fiscal de cualquier proyecto de ley, ordenanza o 
acuerdo, que ordene gasto o que otorgue beneficios tributarios, deberá hacerse explícito y 
deberá ser compatible con el Marco Fiscal de Mediano Plazo. El presente proyecto de acuerdo 
NO genera impacto fiscal, ya que no compromete apropiaciones presupuestales para su 
implementación. El proyecto no genera nuevos gastos tributarios. 
 
Además, lo propuesto en el proyecto de acuerdo se alinea con las metas del Plan Distrital de 
Desarrollo 2020-2024 “Un Nuevo Contrato Social y Ambiental para la Bogotá del Siglo XXI”, 
específicamente con el propósito 1: “Hacer un nuevo contrato social con igualdad de 
oportunidades para la inclusión social, productiva y política”, el Programa Estratégico 
“Oportunidades de Educación, salud y cultura para mujeres, jóvenes, niños, niñas y 
adolescentes”, en el que se plantea como meta atender con enfoque diferencial a 71.00 niños 
y niñas en servicios dirigidos a la primera infancia, como el Programa 12 “Educación inicial: 
Bases sólidas para la vida” cuyo objetivo es ampliar la oferta de educación inicial en la ciudad, 
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mejorando y optimizando la infraestructura educativa de la capital y logrando una coordinación 
interinstitucional. 
 
 
 

 
VIII. PLIEGO MODIFICATORIO:  
 

ARTICULADO ORIGINAL ACUERDO 138 DE 2004 PROPUESTA ARTICULADO 
  

ACUERDO 138 DE 2004 
(diciembre 28) 

"Por medio del cual se regula el funcionamiento de los 
establecimientos públicos y privados que prestan el servicio de 

educación inicial" 
 

EL CONCEJO DE BOGOTÁ D. C. En desarrollo del artículo 44 de la 
Constitución Política y de las facultades legales, en especial las 

conferidas en el Decreto Ley 1421 de 1993.  
ACUERDA 

 
SIN MODIFICACIONES  
 
 
 

ARTÍCULO PRIMERO. - Las instituciones públicas y privadas que 
presten el servicio de educación inicial a los niños y las niñas de cero 
(0) a menores de seis (6) años, en la ciudad de Bogotá, requerirán 
licencia de funcionamiento, que se les concederá previo el 
cumplimiento de los requisitos establecidos en el presente acuerdo. 
 
PARÁGRAFO PRIMERO: Para los efectos de este Acuerdo se 
entenderá por educación inicial, la orientada al desarrollo infantil y 
que brinde atención y cuidado a los niños y niñas de las edades 
indicadas. 
 
PARÁGRAFO SEGUNDO: Todos los establecimientos públicos y 
privados, que atiendan niños y niñas en educación inicial, de edades 
entre cero y menores de seis años, se denominarán e identificarán 
como JARDINES INFANTILES. 

PROPUESTA MODIFICACIÓN DEL ARTÍCULO 1 DEL 
ACUERDO 138 DE 2004 
 
Se propone convertir este artículo en dos para mayor precisión:  
 
ARTÍCULO 1. Modifíquese el artículo 1 del Acuerdo Distrital 138 
de 2004, el cual quedará así: 
 
ARTÍCULO 1. OBJETO. El presente acuerdo tiene como 
propósito regular la inscripción, el registro y el funcionamiento de 
los establecimientos públicos y privados que prestan el servicio 
educativo en el marco de la educación inicial bajo el enfoque de 
Atención Integral a la Primera Infancia -AIPI-.  
 

 ARTÍCULO NUEVO 
 
ARTÍCULO 2. DEFINICIONES: Para efectos del presente 
Acuerdo y su reglamentación se tendrán en cuenta las siguientes 
definiciones:  
 

• Educación inicial: La educación inicial es un derecho de los 
niños y niñas menores de seis (6) años de edad. Se concibe 
como un proceso educativo y pedagógico intencional, 
permanente y estructurado, a través del cual los niños y las 
niñas desarrollan su potencial, capacidades y habilidades en 
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el juego, el arte, la literatura y la exploración del medio, 
contando con la familia como actor central de dicho proceso. 
Su orientación política y técnica, así como su 
reglamentación está a cargo del Ministerio de Educación 
Nacional y se hará de acuerdo con los principios de la 
Política de Estado para el Desarrollo Integral de la Primera 
Infancia de Cero a Siempre. 
 

• Educación formal: Aquella que se imparte en 
establecimientos educativos aprobados, en una secuencia 
regular de ciclos lectivos, con sujeción a pautas curriculares 
progresivas, y conducente a grados títulos. La educación 
formal se integra por tres niveles: Preescolar, educación 
básica (primaria y secundaria) y educación media. 

 

• Educación Preescolar: La educación preescolar 
corresponde a la ofrecida para el desarrollo de los niños y 
niñas en los aspectos biológico, cognoscitivo, psicomotriz, 
socio-afectivo y espiritual, a través de experiencias de 
socialización pedagógicas y recreativas. 

 

• Enfoque Atención Integral a la Primera Infancia -AIPI-:  
Es aquel dirigido a niños y niñas entre los cero y los seis 
años, que tiene por objeto garantizar las condiciones para 
fortalecer sus procesos de desarrollo integral a través de los 
estructurantes de la atención integral: el cuidado y la crianza, 
la salud, la alimentación y la nutrición; la educación inicial; la 
recreación; el ejercicio de la ciudadanía y la participación. 

 

• Sistema de Información y Registro de los Servicios 
Sociales (SIRSS): Es la herramienta para el registro de los 
establecimientos que tengan a su cargo o deseen prestar 
servicios sociales que han sido reglamentados por el Distrito 
Capital.  

 

• Certificado de calidad: Se entenderá como certificado de 
calidad aquel que se obtiene por parte de un establecimiento 
que presta el servicio de educación inicial bajo el enfoque de 
Atención Integral a la Primera Infancia -AIPI-, al cumplir la 
totalidad de los requisitos indispensables y básicos para su 
funcionamiento. 
 

• Inspección: Es la facultad de solicitar y/o verificar 
información o documentos en poder de las entidades sujetas 
a control.  

 

• Vigilancia: Seguimiento y evaluación de las actividades de 
la entidad vigilada.  
 

• Control: Corresponde a la posibilidad de que la autoridad 
ponga en marcha correctivos, lo cual puede producir la 
revocatoria de la decisión del controlado o la imposición de 
sanciones.  

ARTÍCULO SEGUNDO PROPUESTO POR EL CONCEJO DE 
BOGOTÁ. El Departamento Administrativo de Bienestar Social 
DABS, será la entidad encargada de expedir y revocar la licencia de 

PROPUESTA MODIFICACIÓN DEL ARTÍCULO 2 DEL 
ACUERDO 138 DE 2004.   
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funcionamiento y controlar la adecuada operación de las instituciones 
de que trata el artículo primero del presente acuerdo. 
 
PARÁGRAFO: La Secretaría de Educación Distrital expedirá las 
licencias de funcionamiento para las instituciones de educación 
preescolar. 

ARTÍCULO 3. Modifíquese el artículo 2 del Acuerdo Distrital 138 
de 2004, el cual quedará así: 
 
ARTÍCULO 2.  INSCRIPCIÓN, LICENCIA Y 
FUNCIONAMIENTO. Para la adecuada operación de los 
establecimientos que prestan el servicio de educación inicial bajo 
el enfoque de Atención Integral a la Primera Infancia -AIPI- del 
que trata el artículo 1º del presente acuerdo, la Administración 
Distrital, a través de la Secretaría Distrital de Integración Social, 
llevará a cabo las siguientes acciones: 
 
i) Expedir y cancelar el número de inscripción en el 

Sistema de Información y Registro de Servicios 
Sociales -SIRSS-.  
 

ii) Expedir y revocar el Certificado de Calidad en la 
Atención Integral a la Primera Infancia -AIPI-. 
 

iii) Expedir y revocar la licencia de funcionamiento y 
controlar la adecuada operación de las instituciones de 
que trata el artículo primero del presente acuerdo. 
 

iv) Expedir y revocar el Certificado de Alta Calidad en la 
Atención Integral a la Primera Infancia -AIPI-. 
 

Parágrafo 1. La Secretaría Distrital de Integración Social será la 
encargada de definir los estándares de calidad básicos e 
indispensables para la operación del servicio. Así mismo, 
determinará los estándares requeridos para lograr la certificación 
de calidad y de alta calidad a corto, mediano y largo plazo.  
 
Parágrafo 2. Conforme con lo dispuesto en el Decreto 1075 de 
2015, la Secretaría de Educación del Distrito expedirá las 
licencias de funcionamiento para las instituciones y/o 
establecimientos que presten sus servicios bajo el ámbito de 
educación formal en el nivel preescolar.  
 
Parágrafo 3. Las instituciones o establecimientos que presten 
simultáneamente el servicio de educación inicial bajo el enfoque 
de Atención Integral a la Primera Infancia -AIPI- y bajo la 
educación formal en uno o más grados del preescolar, serán 
regulados y vigilados de manera conjunta y articulada por la 
Secretaría de Educación del Distrito y la Secretaría Distrital de 
Integración Social. 
 

ARTÍCULO TERCERO. La expedición de la licencia de 
funcionamiento de que trata el artículo primero del presente acuerdo, 
exigirá que se reúnan las condiciones relacionadas con niveles de 
atención, ubicación, infraestructura, proceso pedagógico, proceso 
nutricional, recurso humano y seguridad y salubridad, que se indican 
a continuación: 
 
 1. Niveles. Los Jardines Infantiles deberán atender a los niños y 
niñas según su edad, con criterios pedagógicos diferenciados, en los 
siguientes niveles: 
a. Materno: De cero a menor de un año 
b. Caminadores: De uno a menor de dos años. 

SIN MODIFICACIÓN 
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c. Párvulos: De dos a menor de tres años. 
d. Prejardín: De tres a menor de cuatro años. 
e. Jardín: De cuatro a menor de seis años. 
2. Ubicación. Sin perjuicio de lo establecido en el POT, en especial 
de lo contenido en el artículo noveno, los Jardines Infantiles no 
podrán estar ubicados en los puntos de concentración de riesgo 
definidos por la Administración Distrital. 
3. Infraestructura. Además de dar aplicación a las normas 
establecidas por el ICONTEC en NSR -98, NTC 4595 Y NTC 9596 y 
a lo contemplado en la Ley 400 de 1997, Decretos 33 de 1998 y 34 
de 1999, los Jardines Infantiles deberán cumplir con las siguientes 
especificaciones: 
a. Dos metros cuadrados construidos por niño o niña atendidos. 
b. Edificación que cuente con patio interior o que se encuentre cerca 
de un 
parque o zona verde. 
c. Adecuación de escaleras con pasamanos y protección del acceso 
a 
escaleras. 
d. Mínimo una unidad sanitaria por cada 20 niños o niñas. 
e. Mínimo una unidad sanitaria para los adultos. 
f. La cocina o área de preparación de alimentos debe estar aislada de 
los salones de actividades de niños y niñas. Sus condiciones de 
seguridad deberán estar certificadas por el Cuerpo de Bomberos. 
g. No se permitirá el uso de combustibles líquidos. 
h. Si la edificación es de dos pisos, los niños y niñas de párvulos, 
prejardín y jardín deberán ubicarse en el primer piso. 
i. Si el inmueble cuenta con terraza, en ningún caso esta podrá ser 
habilitada como zona de recreo o actividades de los niños o niñas de 
párvulos, prejardín y jardín. 
4. Proceso pedagógico. El proceso pedagógico garantizará el 
cuidado calificado, el ejercicio de los derechos y deberes de los niños 
y las niñas y lapromoción del desarrollo infantil. 
5. Proceso nutricional. Todos los Jardines Infantiles deberán 
garantizar un adecuado nivel nutricional mediante el suministro de 
complementación alimentaría. Deberán adelantar vigilancia 
nutricional y promoverán buenos hábitos alimenticios y de vida 
saludable. En todos los casos las minutas patrón las definirá el DABS, 
de acuerdo con los parámetros establecidos por la Secretaría de 
Salud en lo que a requerimientos nutricionales se refiere. 
6. Seguridad y salubridad: Los Jardines Infantiles desarrollarán 
actividades y destinarán recursos a la protección de la integridad 
física de los niños y las niñas y demás integrantes del Jardín Infantil. 
El Jardín Infantil deberá observar todo lo dispuesto en el Decreto 332 
de 2004 "por el cual se organiza el régimen y el sistema para la 
prevención y atención de emergencias en Bogotá y se dictan otras 
disposiciones", en especial lo contenido en el artículo decimosexto, 
relacionado con la responsabilidad de realizar o exigir análisis de 
riesgos, planes de contingencia y medidas de prevención y mitigación 
obligatorios. 
7. Recurso humano: Los Jardines Infantiles privados garantizarán 
que las personas que desarrollan actividades en los mismos, sean 
vinculadas de conformidad con las disposiciones legales. 
a. Se tendrá como mínimo por cada 20 niños o niñas, un licenciado 
en pedagogía infantil, licenciado en preescolar, tecnólogo en 
preescolar, normalista superior y/o bachiller pedagógico o formación 
afín. 
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b. Los jardines infantiles adoptarán las medidas necesarias que 
garanticen 
la idoneidad de las personas que se vinculen en actividades 
administrativas y pedagógicas, cocina, celaduría y otros, las cuales 
deberán observar respeto por el buen trato y la dignidad de los niños 
y las niñas. 
c. Por lo menos un profesional del jardín infantil deberá hacer curso 
de primeros auxilios en una entidad de reconocida idoneidad. 
d. Los jardines infantiles existentes que a la fecha de la 
reglamentación de este acuerdo no cuenten con la calificación técnica 
exigida, deberán en el término de un año formar al personal mediante 
un curso de atención integral al preescolar. 
 
PARÁGRAFO 1: Los Jardines que tengan nivel de materno, deberán 
contar con un espacio diferenciado y adecuado para la atención de 
los niños y las niñas de ese nivel. De igual manera, con el personal 
idóneo para el servicio. 
PARÁGRAFO 2: El Jardín infantil deberá contar con un directorio de 
instituciones para la atención de emergencias. Así mismo, deberá 
informar a las autoridades locales de la existencia de la institución: La 
alcaldía local, la personería local, el hospital, la estación de policía y 
la estación de bomberos; estas instituciones deberán establecer una 
agenda de trabajo y protocolos de emergencia. 

ARTÍCULO CUARTO.- Las entidades del Gobierno Distrital y del 
orden nacional con jurisdicción en Bogotá, no podrán construir 
infraestructura para la atención protección y cuidado de niños 
menores de seis años, con estándares de calidad inferiores a los 
definidos en el convenio tripartito celebrado entre las Cajas de 
Compensación Familiar, el ICBF y el DABS, que creó la Red de 
Jardines Sociales del Distrito. 

PROPUESTA DE SUPRESIÓN DEL ARTÍCULO CUARTO DEL 
ACUERDO 138 DE 2004.  
 
ARTÍCULO 4. Se propone suprimir el Artículo 4 del Acuerdo 
Distrital 138 de 2004, toda vez que la regulación aquí definida es 
para estricto cumplimiento de instituciones o establecimientos 
tanto públicos como privados que presten el servicio de 
educación inicial en el Distrito Capital. 
 

ARTÍCULO QUINTO. A partir de la reglamentación del presente 
acuerdo, los jardines infantiles que operan en Bogotá tendrán el 
término de un año para tramitar la licencia de funcionamiento. La 
administración distrital establecerá estímulos para los jardines 
infantiles de los estratos 1 y 2 que den cumplimiento a lo preceptuado 
en este Acuerdo. 

PROPUESTA MODIFICACIÓN DEL ARTÍCULO QUINTO DEL 
ACUERDO 138 DE 2004.  
 
ARTÍCULO 5. Modifíquese el artículo 5 del Acuerdo Distrital 138 
de 2004, el cual quedará así: 
 
ARTÍCULO 5. RÉGIMEN DE TRANSICIÓN. Los 
establecimientos que actualmente prestan el servicio de 
educación inicial bajo el enfoque Atención Integral a la Primera 
Infancia -AIPI- tendrán un plazo máximo de 12 meses a partir de 
la expedición del presente acuerdo para obtener el certificado de 
Calidad y de Alta Calidad. Los establecimientos nuevos que 
entren en operación a partir de la expedición del presente acuerdo 
y que presten el servicio de educación inicial bajo el enfoque AIPI 
tendrán un plazo de 18 meses, contados a partir de su inscripción 
en el SIRSS, para obtener el certificado de Calidad y de Alta 
Calidad. 

ARTÍCULO SEXTO. Exceptuase de lo previsto en el presente 
acuerdo, los Hogares Comunitarios del Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar (HOBIS). 
 
El Alcalde Mayor de Bogotá en coordinación con el Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar y de acuerdo con la ley, 
establecerá los requisitos mínimos para el adecuado funcionamiento 

SIN MODIFICACIÓN 
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de los Hogares de Bienestar Familiar (HOBIS) que funcionan en 
Bogotá. 

 ARTÍCULO NUEVO 
 
ARTÍCULO 6. INSPECCIÓN, VIGILANCIA Y CONTROL. Para 
efectos del seguimiento en la calidad del servicio de educación 
inicial en Bogotá D.C., las funciones de inspección, vigilancia y 
control se ejercerán de la siguiente forma:  

● La Secretaría Distrital de Integración Social ejercerá las 
funciones de inspección, vigilancia y control para 
servicios con el enfoque exclusivo de Atención Integral 
para la Primera Infancia –AIPI. 

● La Secretaría de Educación del Distrito ejercerá las 
funciones de inspección, vigilancia y control para las 
instituciones que atiendan bajo el enfoque de 
Educación Formal. 

● Ambas secretarías ejercerán la inspección, vigilancia y 
control conjunta a los establecimientos que presten 
simultáneamente el servicio de educación inicial con 
enfoque AIPI y educación formal en los grados de 
preescolar y más niveles. 

 

ARTÍCULO SÉPTIMO.- El presente acuerdo rige a partir de la fecha 
de publicación. 

SIN MODIFICACIÓN 

 
 
Cordialmente,  
 
 
  
_______________________________ 
ARMANDO GUTIÉRREZ GONZÁLEZ 
Concejal de Bogotá 
Partido Liberal colombiano 
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PROYECTO DE ACUERDO Nº 176 DE 2024 
 

PRIMER DEBATE 

 
POR EL CUAL SE MODIFICA EL ACUERDO DISTRITAL 138 DE 2004 “POR MEDIO DEL 
CUAL SE REGULA EL FUNCIONAMIENTO DE LOS ESTABLECIMIENTOS PÚBLICOS Y 

PRIVADOS QUE PRESTAN EL SERVICIO DE EDUCACIÓN INICIAL” 
 

 
EL CONCEJO DE BOGOTÁ D.C. 

 
En cumplimiento con lo dispuesto en el artículo 44 de la Constitución Política y en especial las 

atribuciones constitucionales y legales, conferidas en el numeral 1o del artículo 313 de la 
Constitución Política y el numeral 1o del Decreto Ley 1421 de 1993 

 
ACUERDA: 

 
ARTÍCULO 1. Modifíquese el artículo 1 del Acuerdo Distrital 138 de 2004, el cual quedará así: 
 
ARTÍCULO 1. OBJETO. El presente acuerdo tiene como propósito regular la inscripción, el 
registro y el funcionamiento de los establecimientos públicos y privados que prestan el servicio 
educativo en el marco de la educación inicial bajo el enfoque de Atención Integral a la Primera 
Infancia -AIPI-.  
 
ARTÍCULO 2. Créese un artículo nuevo, el cual quedará de la siguiente manera: 
 
ARTÍCULO 2. DEFINICIONES: Para efectos del presente Acuerdo y su reglamentación se 
tendrán en cuenta las siguientes definiciones:  
 

Educación inicial: La educación inicial es un derecho de los niños y niñas menores de 
seis (6) años de edad. Se concibe como un proceso educativo y pedagógico intencional, 
permanente y estructurado, a través del cual los niños y las niñas desarrollan su 
potencial, capacidades y habilidades en el juego, el arte, la literatura y la exploración del 
medio, contando con la familia como actor central de dicho proceso. Su orientación 
política y técnica, así como su reglamentación está a cargo del Ministerio de Educación 
Nacional y se hará de acuerdo con los principios de la Política de Estado para el 
Desarrollo Integral de la Primera Infancia de Cero a Siempre. 
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Educación formal: Aquella que se imparte en establecimientos educativos aprobados, 
en una secuencia regular de ciclos lectivos, con sujeción a pautas curriculares 
progresivas, y conducente a grados títulos. La educación formal se integra por tres 
niveles: Preescolar, educación básica (primaria y secundaria) y educación media. 

  
Educación Preescolar: La educación preescolar corresponde a la ofrecida para el 
desarrollo de los niños y niñas en los aspectos biológico, cognoscitivo, psicomotriz, 
socio-afectivo y espiritual, a través de experiencias de socialización pedagógicas y 
recreativas. 

 
Enfoque Atención Integral a la Primera Infancia -AIPI-:  Es aquel dirigido a niños y 
niñas entre los cero y los seis años, que tiene por objeto garantizar las condiciones para 
fortalecer sus procesos de desarrollo integral a través de los estructurantes de la 
atención integral: el cuidado y la crianza, la salud, la alimentación y la nutrición; la 
educación inicial; la recreación; el ejercicio de la ciudadanía y la participación. 

 
Sistema de Información y Registro de los Servicios Sociales (SIRSS): Es la 
herramienta para el registro de los establecimientos que tengan a su cargo o deseen 
prestar servicios sociales que han sido reglamentados por el Distrito Capital.  

  
Certificado de calidad: Se entenderá como certificado de calidad aquel que se obtiene 
por parte de un establecimiento que presta el servicio de educación inicial bajo el enfoque 
de Atención Integral a la Primera Infancia -AIPI-, al cumplir la totalidad de los requisitos 
indispensables y básicos para su funcionamiento. 
 
Inspección: Es la facultad de solicitar y/o verificar información o documentos en poder 
de las entidades sujetas a control.  

 
Vigilancia: Seguimiento y evaluación de las actividades de la entidad vigilada.  
 
Control: Corresponde a la posibilidad de que la autoridad ponga en marcha correctivos, 
lo cual puede producir la revocatoria de la decisión del controlado o la imposición de 
sanciones. 

 
ARTÍCULO 3. Modifíquese el artículo 2 del Acuerdo Distrital 138 de 2004, el cual quedará de 
la siguiente manera: 
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ARTÍCULO 2.  INSCRIPCIÓN, LICENCIA Y FUNCIONAMIENTO. Para la adecuada operación 
de los establecimientos que prestan el servicio de educación inicial bajo el enfoque de Atención 
Integral a la Primera Infancia -AIPI- del que trata el artículo 1º del presente acuerdo, la 
Administración Distrital, a través de la Secretaría Distrital de Integración Social, llevará a cabo 
las siguientes acciones: 
 

i) Expedir y cancelar el número de inscripción en el Sistema de Información y Registro 
de Servicios Sociales -SIRSS-.  
 
ii) Expedir y revocar el Certificado de Calidad en la Atención Integral a la Primera Infancia 
-AIPI-. 
 
iii) Expedir y revocar la licencia de funcionamiento y controlar la adecuada operación de 
las instituciones de que trata el artículo primero del presente acuerdo. 
 
iv) Expedir y revocar el Certificado de Alta Calidad en la Atención Integral a la Primera 
Infancia -AIPI-. 
 

Parágrafo 1. La Secretaría Distrital de Integración Social será la encargada de definir los 
estándares de calidad básicos e indispensables para la operación del servicio. Así mismo, 
determinará los estándares requeridos para lograr la certificación de calidad y de alta calidad a 
corto, mediano y largo plazo.  
 
Parágrafo 2. Conforme con lo dispuesto en el Decreto 1075 de 2015, la Secretaría de 
Educación del Distrito expedirá las licencias de funcionamiento para las instituciones y/o 
establecimientos que presten sus servicios bajo el ámbito de educación formal en el nivel 
preescolar.  
 
Parágrafo 3. Las instituciones o establecimientos que presten simultáneamente el servicio de 
educación inicial bajo el enfoque de Atención Integral a la Primera Infancia -AIPI- y bajo la 
educación formal en uno o más grados del preescolar, serán regulados y vigilados de manera 
conjunta y articulada por la Secretaría de Educación del Distrito y la Secretaría Distrital de 
Integración Social. 
 
ARTÍCULO 4. Se propone suprimir el Artículo 4 del Acuerdo Distrital 138 de 2004, toda vez que 
la regulación aquí definida es para estricto cumplimiento de instituciones o establecimientos 
tanto públicos como privados que presten el servicio de educación inicial en el Distrito Capital. 
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ARTÍCULO 5. Modifíquese el artículo 5 del Acuerdo Distrital 138 de 2004, el cual quedará así: 
 
ARTÍCULO 5. RÉGIMEN DE TRANSICIÓN. Los establecimientos que actualmente prestan el 
servicio de educación inicial bajo el enfoque Atención Integral a la Primera Infancia -AIPI- 
tendrán un plazo máximo de 12 meses a partir de la expedición del presente acuerdo para 
obtener el certificado de Calidad y de Alta Calidad. Los establecimientos nuevos que entren en 
operación a partir de la expedición del presente acuerdo y que presten el servicio de educación 
inicial bajo el enfoque AIPI tendrán un plazo de 18 meses, contados a partir de su inscripción 
en el SIRSS, para obtener el certificado de Calidad y de Alta Calidad. 
 
ARTÍCULO 6. Créese un artículo nuevo, el cual quedará de la siguiente manera: 
 
ARTÍCULO 6. INSPECCIÓN, VIGILANCIA Y CONTROL. Para efectos del seguimiento en la 
calidad del servicio de educación inicial en Bogotá D.C., las funciones de inspección, vigilancia 
y control se ejercerán de la siguiente forma:  

● La Secretaría Distrital de Integración Social ejercerá las funciones de inspección, 
vigilancia y control para servicios con el enfoque exclusivo de Atención Integral para la 
Primera Infancia –AIPI. 

● La Secretaría de Educación del Distrito ejercerá las funciones de inspección, vigilancia y 
control para las instituciones que atiendan bajo el enfoque de Educación Formal. 

● Ambas secretarías ejercerán la inspección, vigilancia y control conjunta a los 
establecimientos que presten simultáneamente el servicio de educación inicial con 
enfoque AIPI y educación formal en los grados de preescolar y más niveles. 

 
 
 

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE 
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PROYECTO DE ACUERDO Nº 177 DE 2024 
 

PRIMER DEBATE 

 
“POR EL CUAL SE PROMUEVE E INCENTIVA LA MOVILIDAD URBANA 

SOSTENIBLE MEDIANTE EL TRÁNSITO GRADUAL A ENERGÍA ELÉCTRICA NO 
CONTAMINANTE PARA VEHÍCULOS, TAXIS, SERVICIO PÚBLICO ESPECIAL, 
MOTOS Y DEMÁS MEDIOS DE TRANSPORTE TERRESTRE DE CARÁCTER 
OFICIAL Y PARTICULAR EN EL DISTRITO CAPITAL Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES” 
 
 

 
I. EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
 

1. OBJETO DEL PROYECTO 
 
El presente proyecto de acuerdo pretende promover e incentivar el tránsito a una movilidad urbana 
sostenible en el Distrito Capital, cumpliendo las disposiciones de la Ley 1964 de 2019, “Por medio de 
la cual se promueve el uso de vehículos eléctricos en Colombia y se dictan otras disposiciones”, con 
el propósito de minimizar la contaminación ambiental y las enfermedades respiratorias de los 
ciudadanos de Bogotá, producidas por la contaminación generada por los vehículos de combustión; 
asimismo, lograr las metas de los ODS exigidos a Colombia en el Acuerdo de París de 2015. 

 
2. ANTECEDENTES 
 

El presente proyecto tiene como antecedente el proyecto 239 del 2021 con ponencia positiva por las 
honorables concejales María Clara Name Ramírez y María Susana Muhamad González, actual ministra 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible. No se contó con comentarios de la administración y el proyecto 
fue archivado.  

 
En primer lugar, mediante la Ley 164 de 1994, el Congreso de la República de Colombia aprobó 
la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio Climático, cuyo objetivo es la 
estabilización de concentraciones de gases efecto invernadero-GEI en la atmósfera, a un nivel que 
impida interferencias antropógenos peligrosos en el sistema climático. 

 
De otro lado, uno de los primeros antecedentes sobre esta materia se encuentra en la Declaración de 
Rio sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, la cual se celebró del 3 al 14 de junio de 1992. En esta se 
reafirmó la  Declaración de la Conferencia de las Naciones  Unidas  sobre  el Medio  Ambiente, 
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aprobada en Estocolmo el 16 de junio de 1972, cuyo objetivo fue el de establecer una alianza mundial 
nueva y equitativa, mediante la creación de nuevos niveles de cooperación entre los Estados, los 
sectores claves de las sociedades y las personas, procurando alcanzar acuerdos internacionales en 
los que se respeten los intereses de todos y se proteja la integridad del sistema ambiental y de desarrollo 
mundial. 

 
De otra parte, se reconoció “la naturaleza integral e interdependiente de la Tierra, nuestro hogar”, 
esbozando entre sus principios:  

 

Principio 1: Los seres humanos constituyen el centro de las preocupaciones relacionadas con el 
desarrollo sostenible. Tienen derecho a una vida saludable y productiva en armonía con la naturaleza. 

 
Principio 4: A fin de alcanzar el desarrollo sostenible, la protección del medio ambiente deberá 
constituir parte integrante del proceso de desarrollo y no podrá considerarse en forma aislada. 

 
Principio 8: Para alcanzar el desarrollo sostenible y una mejor calidad de vida para todas las personas, 
los estados deberían reducir y eliminar las modalidades de producción y consumo insostenibles y 
fomentar políticas demográficas apropiadas. 

 
Principio 15: Con el fin de proteger el medio ambiente, los estados deberán aplicar ampliamente 
el criterio de precaución conforme a sus capacidades. Cuando haya peligro de daño grave o 
irreversible, la falta de certeza científica absoluta no deberá utilizarse como razón para postergar la 
adopción de medidas eficaces en función de los costos para impedir la degradación del medio ambiente. 

 
Principio 17: Deberá emprenderse una evaluación del impacto ambiental respecto de cualquier 
actividad propuesta que probablemente haya de producir un impacto negativo considerable en el 
medio ambiente. 

 
Principio 21: Deberá movilizarse la creatividad, los ideales y el valor de los jóvenes del mundo para 
forjar una alianza mundial orientada a lograr el desarrollo sostenible y asegurar un mejor futuro para 
todos. 

 
Principio 25: La paz, el desarrollo y la protección del medio ambiente, son interdependientes e 
inseparables. 

 
Años después, en septiembre del año 2000, 189 países adoptaron la Declaración del Milenio, en el 
marco de la Asamblea General de Naciones Unidas, en la cual se comprometieron a alcanzar, en un 
plazo de quince años, ocho objetivos orientados a solucionar los principales problemas del desarrollo 
global, conocidos como los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM). El balance en cuanto a su 
cumplimiento fue positivo y marcó un punto de partida para elaborar una agenda de desarrollo 
sostenible. 
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La Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Desarrollo Sostenible (Rio+20), celebrada en junio de 
2012, identificó la necesidad de ampliar la visión de desarrollo contemplada en la Declaración del 
Milenio. También se entendió la importancia de establecer metas más ambiciosas a nivel mundial, 
para mejorar la calidad de vida de la población. Colombia jugó un papel protagónico, al proponer la 
estructuración de esta nueva agenda global de desarrollo, orientada a solucionar los principales 
obstáculos identificados en los años de implementación de los ODM. 

 
En septiembre de 2015, se logró la adopción de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, con 17 
Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), participando 193 países miembros de la ONU. La nueva 
agenda adopta una visión transformadora del desarrollo, planteando retos importantes en términos 
institucionales y de política necesarios para su implementación. En el caso de Colombia, los desafíos 
pueden ejemplificarse en la necesidad de fortalecer la coordinación interinstitucional para promover 
acciones transversales, la capacidad del Gobierno (en todos los niveles) para cuantificar los avances 
de las metas propuestas, la alineación de la agenda con los instrumentos de política territorial y la 
coordinación de acciones con diferentes actores sociales. 

 
Los ODS constituyen un elemento integrador de todas las agendas que actualmente adelanta el país 
en materia de desarrollo y un marco que permite alinear de manera coherente acciones tanto públicas 
como privadas, alrededor de un objetivo común. En este sentido, el Gobierno nacional ha aunado 
esfuerzos con diferentes sectores de la sociedad para el alistamiento y efectiva implementación de la 
Agenda 2030 y la articulación de los ODS con los Planes de Desarrollo; el proceso de ingreso a la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE); el Acuerdo de París para la 
lucha contra el cambio climático y la estrategia de Crecimiento Verde. Lo anterior, como apuesta 
transversal para el desarrollo de las políticas del país. 

 
El Documento CONPES 3918 define un conjunto de indicadores y metas para el seguimiento a la 
implementación de los ODS, sus respectivos responsables, el plan de fortalecimiento estadístico 
necesario para robustecer los sistemas de información, la estrategia de territorialización de los ODS y 
los lineamientos para la interlocución con actores no gubernamentales. 

 
Es así como el presente proyecto de acuerdo pretende alinearse dentro de los objetivos del CONPES 
3918, al apoyar, de manera directa o indirecta, al cumplimiento de los objetivos 1, 2, 3, 7, 8 11, 13 y 
17 de los ODS. En este orden de ideas, se puede observar una paridad con el Plan de Desarrollo 
Distrital 2020-2024 “Un Nuevo Contrato Social y Ambiental Para el Siglo XXI”, cuyas metas se 
relacionan directamente en un 67% con las del CONPES 3918.  
 
Este proyecto no registra antecedentes en el Concejo de Bogotá; no obstante, aborda e involucra 
varios propósitos del Plan de Desarrollo Distrital 2020-2024, a saber: el Propósito 2: “Cambiar nuestros 
hábitos de vida para reverdecer a Bogotá y adaptarnos y mitigar el cambio climático”; el Propósito 4: 
“Hacer de Bogotá-Región un modelo de movilidad, creatividad y productividad incluyente y sostenible; 
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y el Propósito 5: “Construir Bogotá- Región con gobierno abierto, transparente y ciudadanía 
consciente”. Es así que, para el caso  del  Propósito  2,  el  presente proyecto se adhiere a 4  de los 
8 Logros de Ciudad establecidos, como son el logro 1: “Formular y ejecutar estrategias concertadas 
de adaptación y mitigación de la crisis climática”; el logro 3: “Intervenir integralmente áreas estratégicas 
de Bogotá, teniendo en cuenta las dinámicas patrimoniales, ambientales, sociales y culturales”; el logro 
5: “Reconocer y proteger todas las formas de vida, en particular la fauna urbana”; y el logro 6: ”Reducir 
la contaminación ambiental atmosférica, visual y auditiva y el impacto en morbilidad y mortalidad por 
esos factores”. 
  

3. JUSTIFICACIÓN 
 
Bogotá, como epicentro del país, albergando alrededor del 17% de la población nacional e 
involucrando entre el 40% y 60% del tránsito industrial y comercial, además de ser una de las capitales 
más importantes de América Latina, genera gran impacto y repercusiones de diferente índole en el 
país y la región con sus acciones, razón por la cual debería ser referente nacional e internacional 
en estos asuntos de Gestión de Calidad Ambiental. Según la “Tercera Comunicación Nacional Sobre 
el Cambio Climático”, en la ciudad capital circulan alrededor de 2,2 millones de vehículos. De esa cifra, 
52.400 son taxis, los cuales, a pesar de representar solamente el 2,38% del total de unidades, en 
cuanto al consumo de combustibles, su participación sube al 12,3%. En consecuencia, los taxis en 
Bogotá emiten diariamente más de 2 toneladas de CO2 al aire de Bogotá. El resto de los vehículos 
emiten más de 12.000 toneladas de CO2 al día: cuando se implementa en la ciudad el Día sin Carro, 
se reducen en 12.000 toneladas las emisiones de CO2 en Bogotá. 

 
Bogotá cuenta con equipos de monitoreo de material particulado, así como 16 estaciones –una móvil- 
que registran datos de óxidos de nitrógeno, monóxido de carbono, dióxido de azufre y ozono y material 
particulado. Con esto se pretende suministrar la información analizada en forma regular y eficiente, 
para de esta manera conocer, en tiempo real, el estado de la calidad del aire de la ciudad. 

 
Según la Convención Marco de Las Naciones Unidas Sobre el Cambio Climático, Colombia tiene una 
meta de reducir el 20% de los GEI (y hasta el 30%, con ayuda internacional), como aporte a la meta 
de evitar llegar a un incremento de 2 grados en la temperatura media global, y se constituye en un 
avance hacia el cumplimento de los ODS, de madera articulada al Acuerdo de París, que plantean 
desafíos en el largo plazo, los cuales tienen como fin atender las bases estructurales de la 
problemática global que impiden el desarrollo y el crecimiento económico. 
  

Por lo anterior, se espera que para el año 2030, tanto los ODS como las metas de reducción GEI del 
Acuerdo de París se encuentren articuladas y apunten a un mismo objetivo final, que es alcanzar las 
bases para un verdadero Desarrollo Sostenible. 

 
Los principales factores que contaminan el aire son: Material Particulado, Ozono, Óxidos de Azufre, 
Nitrógeno y Monóxido de carbono, siendo este último, un agente extremadamente tóxico y en 
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constante aumento en nuestra ciudad. Un automóvil genera alrededor de 20 libras de CO2 por galón 
de gasolina, -depende de la tecnología, calidad del combustible, mantenimiento, 
velocidad/aceleración-. Pero la contaminación producida por los motores de combustión no sólo es 
CO2; un taxi a gasolina de más de 6 años, que recorra 230 km al día –promedio en Bogotá-, le aporta 
a la atmósfera, además de unos 92 kg. de CO2, unos 460 gr. de Óxido Nitroso (N2O), 46 gr. de Metano 
(CH4), 1.380 gr. de compuestos volátiles, 9,2 Kg. De Monóxido de Carbono (CO). A esto se le sumaría 
la contaminación producida por los buses y vehículos de carga que operan con combustible fósil. 

 
Enfermedades ligadas a la contaminación 

 
Estudios de la Secretaría Distrital de Ambiente, con entidades gubernamentales e internacionales, han 
mostrado resultados preocupantes para Bogotá, al observar que las enfermedades respiratorias 
agudas (ERA) son la principal causa de morbilidad de la población vulnerable. Estas enfermedades 
tuvieron un aumento significativo del año 2011, 25,470 casos/año, a 31,529 casos/año en el 2012. 
Haciendo un análisis más detallado de los casos, se observan coincidencias entre las localidades más 
afectadas (Ciudad Bolívar, San Cristóbal, Bosa, Kennedy, Suba), con las localidades que presentan 
una mayor concentración de PM10. 
 
Esta relación indica que el principal motivo para la presencia de estas enfermedades es la 
contaminación del aire. Con respecto a los demás contaminantes, todos generan problemas a la salud, 
sin embargo, el PM2.5 es uno de los más dañinos. En Bogotá, a pesar de haber alcanzado unos niveles 
por debajo de la norma de calidad del aire, estudios de la Organización Mundial de la Salud (OMS) 
indican una mayor peligrosidad que el PM10, porque pueden alcanzar las zonas periféricas de los 
bronquiolos y alterar el intercambio de gases en los pulmones. 

 
Es por esto que hoy en día es urgente, y debería ser prioritaria, la elaboración –y pronta ejecución- de 
un plan de sustitución total del parque automotor operado por gasolina y diésel, en la ciudad de Bogotá, 
comenzando por los vehículos de servicio público, a través del cual, la Alcaldía trabajaría en alianza 
con el gobierno, el sector bancario (créditos Verdes, entre otros) y las empresas de transporte y demás 
involucradas, buscando la adjudicación de subsidios y créditos de bajo costo a los propietarios de los 
vehículos de combustión que realicen la transformación a eléctricos. 

 
¿Cuál sería la solución a esta situación? 

 
Es indiscutible que los automotores que funcionan por combustión serán desplazados por aquellos 
que no generen emisiones contaminantes al ambiente. Es una realidad que va a pasos acelerados en 
todo el mundo, por lo que debe comenzar en Bogotá de inmediato, con los vehículos de transporte 
público, asimismo incentivar al resto de la ciudadanía a transformar sus hábitos de movilidad a otras 
formas de energía más limpia –por ahora a eléctrica y luego a hidrógeno-, de igual forma incentivar la 
venta de estos vehículos en el Distrito. 
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¿Se deberían reemplazar los taxis y demás vehículos operados por gasolina, diésel y/o gas, por 
vehículos eléctricos –o híbridos-? 

 
La respuesta es afirmativa, pero se enfrenta a dos “obstáculos”: el primero, es que en Colombia este 
tipo de automóviles tiene precios muy elevados; el segundo es que, si no salen de circulación los 
vehículos reemplazados, se incrementarían enormemente los problemas de movilidad, y la 
contaminación seguiría incrementándose con el uso y desgaste de los vehículos de combustión. 

 
¿Cuál podría ser, entonces, la solución? 

 
Existen en Bogotá y Medellín, empresas dedicadas a la conversión de vehículos de combustión a 
vehículos eléctricos. Si bien este trabajo es costoso, su precio es mucho menor que el de un vehículo 
eléctrico nuevo, pues oscila entre 22 y 29 millones; pero representaría grandes beneficios. Ahora bien, 
es de esperarse que con la implementación de políticas e incentivos para la transformación se 
incremente el número de empresas dedicadas a esto, lo que reduciría considerablemente los costos. 

 
De otra parte, si el SENA se involucra desarrollando talleres especializados para este trabajo, 
ocasionaría una mayor reducción de los costos de transformación, y generaría un buen número de 
puestos de trabajo adicionales. 

 
Otros beneficios de realizar la conversión de los vehículos 

 

Además de la eliminación de emisión de Gases de Efecto Invernadero (cada vehículo dejaría de emitir 
unos 51 gramos diarios de CO2), se eliminan los altísimos niveles de contaminación auditiva y las 
emisiones de calor que genera la combustión. 

 
Autonomía de un vehículo eléctrico 

 
Gracias a los rápidos avances tecnológicos en esta área, hoy en día la autonomía de un vehículo 
eléctrico puede ser de 350 kilómetros y más. Ahora bien, como no es recomendable descargar por 
completo la batería, ni recargarla al 100%, la autonomía real disminuiría al 80% de la teórica, es decir, 
280 kilómetros, lo cual sigue siendo un rango bastante amplio, para desplazamientos dentro del Distrito 
Capital. Si se tiene en cuenta que un taxi en Bogotá recorre entre 230 y 250 kilómetros cada día, podría 
trabajar con una sola carga en un día, disminuyendo o, incluso, eliminando los tiempos de parada por 
recarga. De otra parte, los avances tecnológicos permiten contar con “Centros de Carga” que recargar 
una batería en apenas 15 minutos. 

 
La red de recarga 

 
No obstante, y pensando en que el proyecto genere sensibilización de los particulares, se deberá 
contar con una red de recarga rápida extendida, capaz de dar servicio a una gran cantidad de 
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vehículos. Se estima que la mayor presencia de vehículos eléctricos haría que las redes de recarga 
rápida en la ciudad (para aquellos que no dispongan de un punto de recarga en su casa, oficina o 
empresa) se desarrollen enormemente, convirtiéndose en un negocio rentable para la industria. 

 
La vida útil de la batería de un carro híbrido 

 
Hoy en día, la durabilidad de una batería para un vehículo es de alrededor de 150.000 kilómetros. 
Valga decir que la autonomía de los vehículos híbridos es mayor que la de los vehículos eléctricos, e 
irá en aumento con la aparición de nuevos avances tecnológicos, que, por cierto, vienen acelerados a 
este respecto. Es así como las baterías modernas son muy fiables y es muy poco probable que en 
menos de 10 años hayan perdido mucha capacidad de carga. Algo adicional para tener en cuenta es 
que, a diferencia de los vehículos de combustión, los vehículos eléctricos gastan mucho “combustible” 
en el tránsito en ciudad que en carretera.  

 

El costo 

 

Hoy en día, el principal obstáculo para comprar un vehículo eléctrico o convertir uno de combustión a 
eléctrico, es el costo. Pero es importante tener presente el costo total de propiedad a lo largo de la 
vida útil de un carro, que es mucho más favorable en el caso del eléctrico, por el menor costo del 
combustible, mantenimiento, revisiones, etc. 

 
Reciclaje y contaminación de las baterías de los vehículos eléctricos 

 
En la actualidad, en el proceso de tratamiento de las baterías de ion de litio como residuo (reciclaje), 
se recuperan entre el 50% y el 80%. Debido a esto, la mayoría de los fabricantes ha apostado por la 
reutilización de estas baterías, en lugar de su reciclaje. Cuando las baterías ya no son utilizables como 
reserva de energía para los vehículos eléctricos se destinan a otros usos, como sistemas de 
alimentación de emergencia, para iluminar campos de fútbol o para estaciones de carga, entre otros 
usos. Cuanto más se recicle, menos costos hay que asumir para la minería de los metales que las 
forman. El proceso de reciclaje es refinado y minimiza el impacto medioambiental, ahorra en costos 
de extracción del metal, optimiza el consumo de energía y se tratan de forma adecuada todos los 
residuos tóxicos. 

 
II. FUNDAMENTO JURÍDICO 

 
1. CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA 

 
Artículo 2. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y 
garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución. 

 
Artículo 11. El derecho a la vida es inviolable. 
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Sobre este artículo, la sentencia C – 595 incluye la siguiente referencia a la sentencia T- 411 de 
1992: “La persona es el sujeto, la razón de ser y fin último del poder político, por lo que se constituye 
en norte inalterable en el ejercicio del poder y su relación con la sociedad. Es a partir del respeto por la 
vida humana que adquiere sentido el desarrollo de la comunidad y el funcionamiento del Estado”. 
Artículo 49. Modificado. A.L. 2/09, art. 1º. La atención de la salud y el saneamiento ambiental son 
servicios públicos a cargo del Estado. Se garantiza a todas las personas el acceso a los servicios de 
promoción, protección y recuperación de la salud.  

 

Artículo 58. Se garantizan la propiedad privada y los demás derechos adquiridos con arreglo a las leyes 
civiles, los cuales no pueden ser desconocidos ni vulnerados por leyes posteriores. Cuando de la 
aplicación de una ley expedida por motivos de utilidad pública o interés social, resultaren en conflicto 
los derechos de los particulares con la necesidad por ella reconocida, el interés privado deberá ceder 
al interés público o social. 

 
La propiedad es una función social que implica obligaciones. Como tal, le es inherente una función 
ecológica. 

 
Artículo 67. La educación es un derecho de la persona y un servicio público que tiene una función 
social; con ella se busca el acceso al conocimiento, a la ciencia, a la técnica, y a los demás bienes y 
valores de la cultura. 

 
La educación formará al colombiano en el respeto a los derechos humanos, a la paz y a la democracia; 
y en la práctica del trabajo y la recreación, para el mejoramiento cultural, científico, tecnológico y para 
la protección del ambiente. 

 
Artículo 79. Todas las personas tienen derecho a gozar de un ambiente sano. La ley garantizará la 
participación de la comunidad en las decisiones que puedan afectarlo. 

 
Es deber del Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar las áreas de especial 
importancia ecológica y fomentar la educación para el logro de estos fines. 

 
Artículo 80. El Estado planificará el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales, para 
garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restauración o sustitución. 

 
Además, deberá prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental, imponer las sanciones legales 
y exigir la reparación de los daños causados. 

 
Artículo 88. La ley regulará las acciones populares para la protección de los derechos e intereses 
colectivos, relacionados con el patrimonio, el espacio, la seguridad y la salubridad públicos, la moral 
administrativa, el ambiente, la libre competencia económica y otros de similar naturaleza que se 
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definen en ella. También regulará las acciones originadas en los daños ocasionados a un número 
plural de personas, sin perjuicio de las correspondientes acciones particulares. 

 
Artículo 95. La calidad de colombiano enaltece a todos los miembros de la comunidad nacional(…). 

 
Son deberes de la persona y del ciudadano:  

 

8. Proteger los recursos culturales y naturales del país y velar por la conservación de un ambiente 
sano; 

 
9. Contribuir al financiamiento de los gastos e inversiones del Estado dentro de conceptos de justicia 
y equidad. 

 
Artículo 267. El control fiscal es una función pública que ejercerá la Contraloría General de la 
República, la cual vigila la gestión fiscal de la administración y de los particulares o entidades que 
manejen fondos o bienes de la Nación… 

 
La vigilancia de la gestión fiscal del Estado incluye el ejercicio de un control financiero, de gestión y de 
resultados, fundado en la eficiencia, la economía, la equidad y la valoración de los costos ambientales. 
En los casos excepcionales, previstos por la ley, la Contraloría podrá ejercer control posterior sobre 
cuentas de cualquier entidad territorial(…). 

 
Artículo 268. El Contralor General de la Republica tendrá las siguientes atribuciones: 

 

7. Presentar al Congreso de la República un informe anual sobre el estado de los recursos naturales 
y del ambiente. 

 
Artículo 277. El Procurador General de la Nación, por sí o por medio de sus delegados y agentes, 
tendrá las siguientes funciones: 
 

4. Defender los intereses colectivos, en especial el ambiente. 
 
Artículo 300. Modificado. A.L. 1/96, art. 2º. Corresponde a las asambleas departamentales, por medio 
de ordenanzas: 
 

2. Expedir las disposiciones relacionadas con la planeación, el desarrollo económico y social, el apoyo 
financiero y crediticio a los municipios, el turismo, el transporte, el ambiente, las obras públicas, las vías 
de comunicación y el desarrollo de sus zonas de frontera. 

 
Artículo 313. Corresponde a los concejos: 
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9. Dictar las normas necesarias para el control, la preservación y defensa del patrimonio ecológico y 
cultural del municipio. 

 
Artículo 317. Sólo los municipios podrán gravar la propiedad inmueble. Lo anterior no obsta para que 
otras entidades impongan contribución de valorización.  

 

La ley destinará un porcentaje de estos tributos, que no podrá exceder del promedio de las sobretasas 
existentes, a las entidades encargadas del manejo y conservación del ambiente y de los recursos 
naturales renovables, de acuerdo con los planes de desarrollo de los municipios del área de su 
jurisdicción. 

 
Artículo 333. La actividad económica y la iniciativa privada son libres, dentro de los límites del bien 
común(…). 

 
La empresa, como base del desarrollo, tiene una función social que implica obligaciones. 

 
La ley delimitará el alcance de la libertad económica cuando así lo exijan el interés social, el ambiente 
y el patrimonio cultural de la Nación. 

 
Artículo 334. La dirección general de la economía estará a cargo del Estado. Este intervendrá, por 
mandato de la ley, en la explotación de los recursos naturales, en el uso del suelo, en la producción, 
distribución, utilización y consumo de los bienes, y en los servicios públicos y privados, para 
racionalizar la economía con el fin de conseguir el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, 
la distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios del desarrollo y la preservación de un 
ambiente sano. 

 
Artículo 339. Habrá un plan nacional de desarrollo conformado por una parte general y un plan de 
inversiones de las entidades públicas del orden nacional. En la parte general se señalarán los 
propósitos y objetivos nacionales de largo plazo y las estrategias y orientaciones generales de la 
política económica, ambiental y social, en especial las estrategias gubernamentales de lucha contra 
la pobreza. El plan de inversiones públicas contendrá los presupuestos plurianuales de los principales 
programas, estrategias, y proyectos de inversión pública nacional y la especificación de los recursos 
financieros requeridos para su ejecución. 

 
Las entidades territoriales elaborarán y adoptarán de manera concertada entre ellas y el Gobierno 
Nacional, Planes de Desarrollo con el objeto de asegurar el uso eficiente de sus recursos, desarrollar 
estrategias de lucha contra la pobreza, y el desempeño adecuado de las funciones que les hayan sido 
asignadas por la Constitución y la ley. 
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Artículo 340. Habrá un Consejo Nacional de Planeación integrado por representantes de las entidades 
territoriales y de los sectores económicos, sociales, ecológicos, comunitarios y culturales. El Consejo 
tendrá carácter consultivo y servirá de foro para la discusión del Plan Nacional de Desarrollo.  

 

Artículo 361. Modificado. A.L. 5/2011, art. 2 Los ingresos del Sistema General de Regalías se 
destinarán al financiamiento de proyectos para el desarrollo social, económico y ambiental de las 
entidades territoriales. 

 
Artículo 366. El bienestar general y el mejoramiento de la calidad de vida de la población son 
finalidades sociales del Estado. Será objetivo fundamental de su actividad la solución de las 
necesidades insatisfechas de salud, de educación, de saneamiento ambiental y de agua potable. 

 
La Constitución muestra, en conclusión, la relevancia del medio ambiente como bien a proteger 
por sí mismo y su relación estrecha con los seres que habitan la tierra. 

 
“La conservación y la perpetuidad de la humanidad dependen del respeto incondicional al entorno 
ecológico, de la defensa a ultranza del medio ambiente sano, en tanto factor insustituible que le permite 
existir y garantizar una existencia y vida plenas. Desconocer la importancia que tiene el medio 
ambiente sano para la humanidad es renunciar a la vida misma, a la supervivencia presente y futura 
de las generaciones”. 

 
Con fundamento en lo anterior, es que, en el contexto constitucional y jurídico colombiano, el 
Medio Ambiente no solo reviste el carácter de objetivo de principio dentro del Estado Social de 
Derecho, el de Derecho Colectivo y el de deber constitucional (en cuanto a su protección), sino, 
además, el de Derecho Fundamental, dada su imperiosa conexión con el derecho a la vida y a 
la salud de las personas. 

 
2. NORMATIVIDAD AMBIENTAL Y SANITARIA  
 
LEYES 

 

LEY 23 DE 1973. POR LA CUAL SE CONCEDEN FACULTADES EXTRAORDINARIAS AL 
PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA PARA EXPEDIR EL CÓDIGO DE RECURSOS NATURALES Y DE 
PROTECCIÓN AL MEDIO AMBIENTE Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES. 

 
Artículo 1. Es objeto de la presente ley prevenir y controlar la contaminación del medio 
ambiente, y buscar el mejoramiento, conservación y restauración de los recursos naturales 
renovables, para defender la salud y el bienestar de todos los habitantes del territorio nacional. 

 
LEY 1450 DE 2011. POR LA CUAL SE EXPIDE EL PLAN NACIONAL DE DESARROLLO, 2010-2014.  
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Artículo 90. Recursos locales para proyectos y programas de infraestructura vial y de 
transporte. Los municipios o distritos mayores a 300.000 habitantes, podrán establecer tasas 
por uso de áreas de alta congestión, de alta contaminación, o de infraestructura construida 
para evitar congestión urbana. El Gobierno Nacional reglamentará los criterios para determinar 
dichas áreas. 

 
Los recursos obtenidos por concepto de las tasas adoptadas por las mencionadas entidades 
territoriales, se destinarán a financiar proyectos y programas de infraestructura vial, transporte 
público y programas de mitigación de contaminación ambiental vehicular. 

 
LEY 1964 DE 2019. POR MEDIO DE LA CUAL SE PROMUEVE EL USO DE VEHICULOS 
ELECTRICOS EN COLOMBIA Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES. 

 
Artículo 1. Objeto. La presente Ley tiene por objeto generar esquemas de promoción al uso de 
vehículos eléctricos y de cero emisiones, con el fin de contribuir a la movilidad sostenible y a 
la reducción de emisiones contaminantes y de gases de efecto invernadero. 

 
Artículo 3. Impuesto sobre Vehículos Automotores. Adiciónese el parágrafo 5° al artículo 145 
de la Ley 488 de 1998 el cual quedará así: 

 
Parágrafo 5. Para los vehículos eléctricos, las tarifas aplicables no podrán superar en ningún 
caso, el uno por ciento (1%) del valor comercial del vehículo. 

 
Artículo 5. Incentivos al uso de vehículos eléctricos y de cero emisiones otorgados por parte 
de las entidades territoriales. Las entidades territoriales podrán desarrollar, promover y ofertar 
la adopción de esquemas de incentivos económicos para impulsar la movilidad eléctrica a nivel 
territorial tales como, descuentos sobre el registro o impuesto vehicular, tarifas diferenciadas 
de parqueaderos o exenciones tributarias. 

 
Artículo 6. Restricción a la circulación vehicular. Los vehículos eléctricos y de cero emisiones 
estarán exentos de las medidas de restricción a la circulación vehicular en cualquiera de sus 
modalidades que la autoridad de tránsito local disponga, (pico y placa, día sin carro, 
restricciones por materia ambiental entre otros), excluyendo aquellas que se establezcan por 
razones de seguridad. 

 
Artículo 7. Parqueaderos preferenciales. Las entidades públicas y los establecimientos 
comerciales que ofrezcan al público sitios de parqueo, en los municipios de categoría 
especial y los de primera y segunda categoría de acuerdo con lo establecido en la Ley 617 de 
2000, deberán destinar un porcentaje mínimo del dos por ciento (2%) del total de plazas de 
parqueo habilitados, para el uso preferencial de vehículos eléctricos. 
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El Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Transporte, dentro de los doce (12) meses 
siguientes a la entrada en vigencia de la presente Ley, deberá reglamentar vía decreto, la 
identificación de los parqueaderos preferenciales a los que se refiere el presente artículo, 
incluyendo un logotipo y color para los mismos. 

 
En ningún caso, el inciso anterior podrá atentar contra las plazas de parqueo para personas 
de movilidad reducida que consagra la Ley 1287 de 2009 ni la prioridad a los ciclo parqueaderos 
que contempla la Ley 1811 de 2016. 

 
Artículo 9. Estaciones de carga rápida. Dentro de los tres (3) años siguientes a la entrada en 
vigencia  de la  presente ley,  los municipios  de  categoría especial, excluyendo de estos a 
Buenaventura y Tumaco, podrán garantizar que existan en su territorio, como mínimo, cinco 
(5) estaciones de carga rápida en condiciones funcionales. Para la construcción de la 
infraestructura de las estaciones de que trata el presente artículo, los municipios podrán realizar 
asociaciones público privadas. 

 
Parágrafo 1. En el mismo período de tiempo, Bogotá, D. C., deberá garantizar que existan  
como  mínimo,  veinte  (20)  estaciones de  carga  rápida  en  condiciones funcionales. 

 
Parágrafo 2. La baja oferta de vehículos eléctricos no podrá ser una causal que exima a los 
municipios de cumplir la anterior disposición. 

 
Parágrafo 3. La instalación de las estaciones de carga rápida es responsabilidad de los 
municipios. Sin embargo, el funcionamiento de las mismas será garantizado por las respectivas 
empresas de energía que prestan el servicio a cada municipio. 

 
Parágrafo 4. En concordancia con el objeto de la presente ley, los municipios 3 quedarán 
facultados para desarrollar infraestructura de recarga de vehículos eléctricos en espacio 
público. 

 
Artículo 10. Disposiciones urbanísticas. Las autoridades de planeación de los distritos y 
municipios de categoría especial, a, 1”,,2 y 3 T junto con el Ministerio de Vivienda, Ciudad y 
Territorio, reglamentarán los lineamientos técnicos necesarios para garantizar que los edificios 
de uso residencial y comercial, cuya licencia de construcción se radique en legal y debida 
forma, a partir de la entrada en vigencia de la presente Ley, cuenten con una acometida de 
electricidad para carga o el repostaje de vehículos eléctricos:, Los accesos a la carga deberán 
contar con las medidas de seguridad necesarias orientadas a que sea el respectivo propietario 
quien acceda para efectos de asumir el costo del consumo. 

 
Parágrafo 1. Para efectos del cumplimiento de la obligación establecida en el presente artículo, 
el constructor deberá dejar la infraestructura de soporte cercana al lugar de parqueo, sin incluir 
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cableado, equipos de conexión para la recarga o repostaje correspondiente Por su parte, el 
Ministerio de Minas y Energía establecerá las obligaciones y responsabilidades de las empresas 
prestadoras del servicio público de energía y del propietario del inmueble  con  respecto a 
la  presente obligación. 

 
Parágrafo 2. Los proyectos de Vivienda de Interés Social y de Interés Prioritario estarán 
exceptuados del cumplimiento de la obligación contemplada en el presente artículo. 

 
LEY 09 DEL 24 DE ENERO DE 1979. POR LA CUAL SE DICTAN MEDIDAS SANITARIAS. 

 
TÍTULO I. DE LA PROTECCIÓN DEL MEDIO AMBIENTE DE LAS 
EMISIONES ATMOSFÉRICAS 

 
Artículo 41. El Ministerio de Salud fijara las normas sobre calidad del aire, teniendo en cuenta 
los postulados de la presente ley y los artículos 73 a 76 del Decreto-Ley 2811 de 1974. 

 
Artículo 45. Cuando las emisiones a la atmosfera de una fuente, sobrepasen o puedan 
sobrepasar los límites establecidos en las normas, se procederá a aplicar los sistemas de 
tratamiento que le permitan cumplirlos. 

 
Artículo 48. En cumplimiento de las normas de emisiones atmosféricas, el Ministerio de Salud 
podrá: 
a) Exigir el cambio, modificación o adición de los elementos que, a su juicio, contribuyan a 
mejorar la calidad de las descargas provenientes de fuentes móviles; b) Impedir la circulación 
de fuentes móviles, cuando por las características del modelo, combustible o cualquier factor, 
exista la posibilidad de ser inoperante cualquier medida correctiva; c) Condicionar la circulación 
de fuentes móviles, cuando ello sea necesario, en atención a las características atmosféricas y 
urbanísticas de las zonas de tránsito.  

 

TÍTULO III SALUD OCUPACIONAL 
 

Artículo 84. Todos los empleadores están obligados a: 

d) Adoptar medidas efectivas para proteger y promover la salud de los trabajadores(…) para 
prevenir enfermedades y accidentes de trabajo. 

g) Realizar programas educativos sobre los riesgos para la salud a que estén los trabajadores 
y sobre los métodos de prevención y control. 

 
LEY 99 DEL 22 DE DICIEMBRE DE1993. POR LA CUAL SE CREA EL MINISTERIO DEL MEDIO 
AMBIENTE, SE REORDENA EL SECTOR PÚBLICO ENCARGADO DE LA GESTIÓN Y 
CONSERVACIÓN DEL MEDIO AMBIENTE Y LOS RECURSOS NATURALES RENOVABLES, SE 
ORGANIZA EL SISTEMA NACIONAL AMBIENTAL, SINA Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES. 
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Exige la Planificación de la gestión ambiental de proyectos. 

 
 

Artículo 1º. Principios Generales Ambientales. La política ambiental colombiana seguirá los 
siguientes principios generales: 

 
1. El proceso de desarrollo económico y social del país se orientará según los principios 
universales y del desarrollo sostenible contenidos en la Declaración de Rio de Janeiro de junio 
de 1992 sobre Medio Ambiente y Desarrollo. 

 
10. La acción para la protección y recuperación ambientales del país, es una tarea conjunta y 
coordinada entre el Estado, la comunidad, las organizaciones no gubernamentales y el sector 
privado. El Estado apoyará e incentivará la conformación de organismos no gubernamentales 
para la protección ambiental y podrá delegar en ellos algunas de sus funciones. 

 
14. Las instituciones ambientales del Estado se estructurarán teniendo como base criterios de 
manejo integral del medio ambiente y su interrelación con los procesos de planificación 
económica, social y física. 

 
Artículo 3º. Del Concepto de Desarrollo Sostenible. Se entiende por desarrollo sostenible el 
que conduzca al crecimiento económico, a la elevación de la calidad de la vida y al bienestar 
social, sin agotar la base de recursos naturales renovables en que se sustenta, ni deteriorar el 
medio ambiente o el derecho de las generaciones futuras a utilizarlo para la satisfacción de sus 
propias necesidades. 

 
Artículo 5º. Funciones del Ministerio. Corresponde al Ministerio del Medio Ambiente:  

 

10. Determinar las normas ambientales mínimas y las regulaciones de carácter general sobre 
medio ambiente a las que deberán sujetarse los centros urbanos y asentamientos humanos y 
las actividades mineras, industriales, de transporte y en general todo servicio o actividad que 
pueda generar directa o indirectamente daños ambientales; 

 
11. Dictar regulaciones de carácter general tendientes a controlar y reducir las contaminaciones 
geosférica, hídrica, del paisaje, sonora y atmosférica, en todo el territorio nacional; 

 
25. Establecer los límites máximos permisibles de emisión, descarga, transporte o depósito de 
substancias, productos, compuestos o cualquier otra materia que pueda afectar el medio 
ambiente o los recursos naturales renovables… 
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33. Promover(…) la realización de programas de sustitución de los recursos naturales no 
renovables, para el desarrollo de tecnologías de generación de energía no contaminantes ni 
degradantes. 

 
LEY 388 DE 1997. “LEY DE DESARROLLO TERRITORIAL” 
 

Artículo 1. Objetivos. La presente Ley tiene por objetivos: Garantizar que la utilización del suelo 
por parte de sus propietarios se ajuste a la función social de la propiedad y permita hacer 
efectivos los derechos constitucionales a la vivienda y a los servicios públicos domiciliarios, y 
velar por la creación y la defensa del espacio público, así como por la protección del medio 
ambiente y la prevención de desastres. 

 
Artículo 3º. Función pública del urbanismo. El ordenamiento del territorio constituye en su 
conjunto, una función pública, para el cumplimiento de los siguientes fines: (…) 
2. Atender los procesos de cambio en el uso del suelo y adecuarlo en aras del interés común, 
procurando su utilización racional en armonía con la función social de la propiedad a la cual le 
es inherente una función ecológica, buscando el desarrollo sostenible. 

 
LEY 629 DE 2000. POR MEDIO DE LA CUAL SE APRUEBA EL “PROTOCOLO DE KYOTO DE LA 
CONVENCIÓN MARCO DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE EL CAMBIO CLIMÁTICO”. 

 
DECRETOS 

 

DECRETO 2811 DE 1974. POR EL CUAL SE DICTA EL CÓDIGO NACIONAL DE RECURSOS 
NATURALES RENOVABLES Y DE PROTECCIÓN AL MEDIO AMBIENTE. 

 
Artículo 1.- El ambiente es patrimonio común. El Estado y los particulares deben participar en 
su preservación y manejo, que son de utilidad pública e interés social. 

 
La preservación y manejo de los recursos naturales renovables también son de utilidad pública 
e interés social. 

 
Artículo 2.- Fundado en el principio de que el ambiente es patrimonio común de la humanidad 
y necesario para la supervivencia y el desarrollo económico y social de los pueblos, este Código 
tiene por objeto: 

 
1. Lograr la preservación y restauración del ambiente y la conservación, mejoramiento y 
utilización racional de los recursos naturales renovables, que aseguren el desarrollo armónico 
del hombre y de dichos recursos, la disponibilidad permanente de estos y la máxima 
participación social, para beneficio de la salud y el bienestar de los presentes y futuros 
habitantes del territorio nacional. 
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3. Regular la conducta humana, individual o colectiva y la actividad de la administración pública, 
respecto del ambiente y de los recursos naturales renovables y las relaciones que surgen del 
aprovechamiento y conservación de tales recursos y de ambiente. 

 
Artículo 3.- De acuerdo con los objetivos enunciados, el presente Código regula: 

 
a) El manejo de los recursos naturales renovables, a saber: 1. La atmósfera y el espacio aéreo 
nacional(…). 3. La tierra, el suelo y el subsuelo(…). 6. Las fuentes primarias de energía no 
agotables(…). 

 
c) Los demás elementos y factores que conforman el ambiente o influyan en él, denominados 
en este Código elementos ambientales, como: 1. Los residuos, basuras, desechos y 
desperdicios. 2. El ruido…4. Los bienes producidos por el hombre, o cuya producción sea 
inducida o cultivada por él, en cuanto incidan o puedan incidir sensiblemente en el deterioro 
ambiental. 

 
Artículo 4.- Se reconocen los derechos adquiridos por particulares con arreglo a la ley sobre 
los elementos ambientales y los recursos naturales renovables. En cuanto a su ejercicio, tales 
derechos estarán sujetos a las disposiciones de este Código.  

 

Artículo 6.- La ejecución de la política ambiental de este Código será función del gobierno 
nacional, que podrá delegarla en los gobiernos seccionales o en otras entidades públicas 
especializadas. 

 
Artículo 7.- Toda persona tiene derecho a disfrutar de ambiente sano. Artículo 8.- Se 
consideran factores que deterioran el ambiente entre otros: 

a). La contaminación del aire, de las aguas, del suelo y de los demás recursos naturales 
renovable. 
l) La acumulación o disposición inadecuada de residuos, basuras, desechos y desperdicios; 

 
Artículo 9.- El uso de elementos ambientales y de recursos naturales renovables, debe hacerse 
de acuerdo con los siguientes principios: 

 
a). Los recursos naturales y demás elementos ambientales deben ser utilizados en forma 
eficiente, para lograr su máximo aprovechamiento con arreglo al interés general de la 
comunidad. 
b) Los recursos naturales y demás elementos ambientales son interdependientes. c) La 
utilización de los elementos ambientales… debe hacerse sin que lesione el interés general 
de la comunidad, o el derecho de terceros; 
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e) Los recursos naturales renovables no se podrán utilizar por encima de los límites permisibles 
que, al alterar las calidades físicas, químicas o biológicas naturales, produzcan el agotamiento 
o el deterioro grave de esos recursos o se perturbe el derecho a ulterior utilización en cuanto 
esta convenga al interés público; 

 
PARTE III 

MEDIOS DE DESARROLLO DE LA POLÍTICA AMBIENTAL TÍTULO I 
INCENTIVOS Y ESTÍMULOS ECONÓMICOS 

 
Artículo 13.- Con el objeto de fomentar la conservación, mejoramiento y restauración del  
ambiente y de los recursos naturales renovables, el gobierno establecerá incentivos 
económicos. 

 
DECRETO 02 DEL 11 DE ENERO DE 1982. POR EL CUAL SE REGLAMENTAN PARCIALMENTE 
EL TÍTULO I DE LA LEY 09 DE 1979 Y EL DECRETO LEY 2822 DE 1974, EN CUANTO A EMISIONES 
ATMOSFÉRICAS.  
 

Artículo 3. Definición de contaminación del aire. De conformidad con el artículo 8º., literal b), 
del Decreto-Ley 2811 de 1974, entiéndese por contaminación del aire, la presencia o acción la 
presencia de los contaminantes, en condiciones tales de duración, concentración o intensidad, 
que afe3cten la vida y la salud humana, animal o vegetal, los bienes materiales del hombre o de 
la comunidad, o interfieran su bienestar. 

 
Artículo 4. Definición de fuente móvil de contaminación del aire. Denominase fuente móvil de 
contaminación del aire, a aquella que, habilitada para desplazarse, pueda generar o emitir 
contaminantes. 

 
Artículo 14. Definición norma de calidad del aire. Denominase norma de calidad del aire al nivel 
permisible de contaminantes presentes en él, establecido para determinar su calidad y 
contribuir y mantener la salud humana, animal o vegetal, y su bienestar. 

 
DECRETRO 948 DEL 05 DE JUNIO 1995. POR EL CUAL SE REGLAMENTAN, PARCIALMENTE, 
LA LEY 23 DE 1973, LOS ARTÍCULOS 33, 73, 74, 75 Y 76 DEL DECRETO LEY 2811 DE 1974; LOS 
ARTÍCULOS 41, 42, 43, 44, 45, 48 Y 49 DE LA LEY 9 DE 1979; Y LA LEY 99 DE 1993, EN RELACIÓN 
CON LA PREVENCIÓN Y CONTROL DE LA CONTAMINACIÓN ATMOSFÉRICA Y LA PROTECCIÓN 
DE LA CALIDAD DEL AIRE. 

 
RESOLUCIONES 
 

• RESOLUCIÓN 005 DEL 09 DE ENERO DE 1996. POR LA CUAL SE REGLAMENTAN LOS 
NIVELES PERMISIBLES DE EMISIÓN DE CONTAMINANTES PRODUCIDOS POR 
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FUENTES MÓVILES TERRESTRES A GASOLINA O DIESEL, Y SE DEFINEN LOS EQUIPOS 
Y PROCEDIMIENTOS DE MEDICIÓN DE DICHAS EMISIONES Y SE ADOPTAN OTRAS 
DISPOSICIONES. 

 
• RESOLUCIÓN 909 DE 1996. POR LA CUAL SE MODIFICA PARCIALMENTE LA 

RESOLUCIÓN 005 DE 1996 QUE REGLAMENTA LOS NIVELES PERMISIBLES DE EMISIÓN 
DE CONTAMINANTES PRODUCIDOS POR FUENTES MÓVILES TERRESTRES A 
GASOLINA O DIESEL, Y SE DEFINEN LOS EQUIPOS Y PROCEDIMIENTOS DE MEDICIÓN 
DE DICHAS EMISIONES Y SE ADOPTAN OTRAS DISPOSICIONES. 

 
• RESOLUCIÓN 453 DEL 27 DE ABRIL DE 2004. POR LA CUAL SE ADOPTAN LOS 

PRINCIPIOS, REQUISITOS Y CRITERIOS, Y SE ESTABLECE EL PROCEDIMIENTO PARA 
LA APROBACIÓN NACIONAL DE PROYECTOS DE REDUCCIÓN DE EMISIONES DE 
GASES DE EFECTO INVERNADERO QUE OPTAN AL MECANISMO DE DESARROLLO 
LIMPIO, MDL. 

 
JURISPRUDENCIA 

 

• SENTENCIA C- 449 DEL 16 DE JULIO DE 2015. Por medio de la cual, la Corte 
Constitucional avaló la constitucionalidad de la facultad conferida al Ministerio del Ambiente y 
Desarrollo Sostenible, para definir las bases de depreciación y los costos sobre cuya base se fija 
el monto de las tarifas de las tasas retributivas y compensatorias por contaminación ambiental. 

 
III. COMPETENCIA 

 

• Decreto Ley 1421 de 1993. 

 

El Concejo Distrital de Bogotá D.C. es competente de conformidad con el artículo 12: Artículo 12º. 
Atribuciones. Corresponde al Concejo Distrital, de conformidad con la Constitución y la ley: 
 

1. Dictar las normas necesarias para garantizar el adecuado cumplimiento de las funciones y la 
eficiente prestación de los servicios a cargo del Distrito. 
7. Dictar las normas necesarias para garantizar la preservación y defensa del patrimonio ecológico, los 
recursos naturales y el medio ambiente. 
25. Cumplir las demás funciones que le asignen las disposiciones vigentes. 
 

• Acuerdo 741 de 2019 
 
Artículo 65.- INICIATIVA. 

Los proyectos de acuerdo pueden ser presentados por Concejales individualmente, a través de las 
Bancadas de manera integrada con otros Concejales o Bancadas y por el Alcalde Mayor, por medio 
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de sus Secretarios, Jefes de departamento administrativo o representantes legales de las entidades 
descentralizadas. 
(…) 

 
IV. IMPACTO FISCAL 

 
En cumplimiento con lo establecido en el artículo 7º de la Ley 819 de 2003, y, conforme a lo establecido 
por el Decreto Ley 1421 de 1993 y el reglamento interno del Concejo Distrital; la presente iniciativa no 
genera un impacto fiscal que implique una modificación en el marco fiscal de mediano plazo, toda 
vez que no se incrementará el Presupuesto del Distrito, ni ocasionará la creación de una nueva fuente 
de financiación. 

 
La financiación será a través de la implementación de Asociaciones Público-Privadas (APP) para el 
desarrollo del presente proyecto de acuerdo. El objetivo principal de estos proyectos es compartir 
costos, riesgos e ingresos entre socios públicos y privados. El socio público a menudo es responsable 
de asignar terrenos adecuados, integrar de las estaciones con la plataforma de cobro en línea, las 
tarifas a los usuarios y la obtención de los permisos de construcción. El socio privado generalmente 
tiene la responsabilidad de la ejecución técnica del proyecto, la financiación, la operación y los 
mantenimientos mayores.  

 
No obstante, En este punto es de resaltar, que la Honorable Corte Constitucional mediante Sentencia 
C- 911 de 2007, puntualizó que el impacto fiscal de las normas, no puede convertirse en óbice, para 
que las corporaciones públicas ejerzan su función legislativa y normativa. 

 

 

 

 
Cordialmente, 
 

 
 
 
 
ARMANDO GUTIÉRREZ GONZÁLEZ                          

 Concejal de Bogotá D.C.                                           
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PROYECTO DE ACUERDO Nº 177 DE 2024 
 

PRIMER DEBATE 

 

“POR EL CUAL SE PROMUEVE E INCENTIVA LA MOVILIDAD URBANA 
SOSTENIBLE MEDIANTE EL TRÁNSITO GRADUAL A ENERGÍA ELÉCTRICA NO 

CONTAMINANTE PARA VEHÍCULOS, TAXIS, SERVICIO PÚBLICO ESPECIAL, 
MOTOS Y DEMÁS MEDIOS DE TRANSPORTE TERRESTRE DE CARÁCTER 
OFICIAL Y PARTICULAR EN EL DISTRITO CAPITAL Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES” 
 

 
EL CONCEJO DE BOGOTÁ 

 
 

En uso de sus facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas por el 

Decreto Ley 1421 de 1993, artículo 12 numerales 1, 5 y 25 . 
 
 

ACUERDA 

 
 
ARTÍCULO 1°. OBJETIVOS. El presente acuerdo se rige por los siguientes objetivos: 

 
Objetivo General: Promover e incentivar el tránsito a una movilidad urbana sostenible en el Distrito 
Capital mediante el transito gradual a energía eléctrica no contaminante para vehículos, taxis, servicio 
público especial, motos y demás medios de transporte de carácter oficial y particular que circulan por 
el distrito capital, cumpliendo las disposiciones de la Ley 1964 de 2019, “POR MEDIO DE LA CUAL 
SE PROMUEVE EL USO DE VEHICULOS ELECTRICOS EN COLOMBIA Y SE DICTAN OTRAS 
DISPOSICIONES”, con el propósito de minimizar la contaminación ambiental y las enfermedades 
respiratorias de los ciudadanos de Bogotá, producidas por la contaminación generada por los vehículos 
de combustión. 

 
Objetivos específicos: 

 
1. Disminuir considerablemente los niveles de contaminación producidos por  la combustión de 

gasolina y diésel de vehículos en el Distrito Capital. 
2. Disminuir las tasas de afección y muerte ocasionadas por enfermedades respiratorias en los 

habitantes del Distrito Capital. 
3. Alcanzar y sobrepasar las metas de los ODS exigidos a Colombia en el Acuerdo de 
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París. 

4. Posicionar a Bogotá-Región como líder mundial en protección del medio ambiente y 

“Ciudad Verde”. 

5. Crear conciencia y cultura ciudadana en torno del uso extensivo de energías renovables 
no contaminantes.  

 

6. Lograr reducción sustancial de los costos de conversión, mediante el incentivo al consumo de 
estos servicios. 

7. Lograr un incremento considerable de la conversión y adquisición de vehículos amigables con 
el medio ambiente. 

8. Incentivar la reactivación económica y el empleo en el Distrito Capital, a través de la creación de 
talleres de conversión gasolina-eléctrico. 

 
ARTÍCULO 2°. DEFINICIONES. Para el presente Acuerdo se tendrán en cuenta los siguientes 
conceptos: 

 
Movilidad Urbana Sostenible: Se refiere a un modelo de movilidad urbana que atenúa su impacto 
sobre el medio ambiente y que opera en armonía con la naturaleza; al tiempo que se enfoca en resaltar 
el bienestar y la calidad de vida de los ciudadanos. Como fin último de este tipo de movilidad está la 
satisfacción de las necesidades de transporte de la población con calidad y eficiencia, sin sacrificar el 
medio ambiente ni los recursos que necesitarán las generaciones futuras. 
 
Vehículo Eléctrico: Vehículo automotor impulsado por tecnología de motorización eléctrica, que, en 
virtud de la generación de su energía para propulsión, no emite emisiones contaminantes al aire ni 
gases de efecto invernadero. 
 
Estación de carga rápida: Sistema que provee energía para la carga rápida de las baterías de 
vehículos eléctricos y que cuenta con una potencia de salida superior a 50 kilovatios.  
 
Estación de carga lenta: Equipo que provee energía para la carga lenta de baterías de vehículos 
eléctricos y que tiene una potencia de salida entre ‘7 kilovatios y 49 kilovatios. 
 

Zona de Parquímetro: Zonas debidamente demarcadas y señalizadas, destinadas para el 
estacionamiento de vehículos en las vías públicas, previo pago de una tasa de uso a la administración 
distrital. 

 
ARTÍCULO 3°. ESTRATEGIAS. La Administración Distrital, en cabeza de la Secretaría Distrital de 
Movilidad, la Secretaría Distrital de Planeación, la Secretaría Distrital de Hacienda y las demás 
entidades responsables y corresponsables en la materia, en coordinación con el Ministerio de Minas 
y Energía deberán adoptar las siguientes estrategias para lograr la implementación del presente 
Acuerdo: 
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a. Regular los vehículos de tracción limpia, en términos de las exenciones de las medidas de 

restricción a la circulación vehicular en cualquiera de sus modalidades dispuestas por autoridad 
de tránsito (pico y placa, día sin carro, restricciones por materia ambiental, entre otros). 

 
b. Contar como mínimo con 20 estaciones de carga rápida. Se entregará al Concejo de Bogotá un 

informe de gestión y avance de las instalaciones de estas estaciones de carga rápida al término 
de los seis (6) meses siguientes  de aprobado el presente Acuerdo, procurando cumplir con la 
meta dispuesta por la Ley.  

 
c. Aplicar criterios territoriales para las distintas formas de energía renovable, con mapas de 

sensibilidad y políticas de zonificación para orientar de forma clara el desarrollo del sector. 
 

d. Garantizar el uso adecuado de los fondos públicos, en cuanto a la coherencia entre los objetivos 

energéticos, climáticos y de biodiversidad de las inversiones que se financien con ellos.   
 

e. Implementar medidas que permitan disponer de los recursos humanos suficientes para todo el 
trabajo asociado a la movilidad urbana sostenible.  

 
f. Establecer directrices con criterios de capacidad que garanticen que la  implementación de las 

energías renovables se haga de forma responsable en todas las localidades  del Distrito Capital.  
 

g. Impulsar los criterios de carácter técnico y financiero para la implementación de las disposiciones 
establecidas en el presente Acuerdo, desarrollando la adopción de los  modelos de Asociaciones 
Público- Privadas (APP) establecidas por la Ley, para el desarrollo de las inversiones en 
infraestructura, equipos y actores necesarios para la adaptabilidad de la ciudad a la movilidad 
eléctrica. 

 
ARTÍCULO 4°. ESTACIONES DE CARGA. 
 
La Administración Distrital, en cabeza de la Secretaría Distrital de Planeación y las demás entidades 
responsables y corresponsables en la materia, en coordinación con el Ministerio de Vivienda, Ciudad 
y Territorio, impulsarán de forma general las actuaciones y proyectos necesarios para adecuar a la 
normatividad de construcción de la ciudad, las disposiciones necesarias para las instalaciones de 
autoconsumo de energías renovables en los edificios públicos y las zonas edificadas, y de uso 
comercial o industrial, en virtud de lo dispuesto en el artículo 10 de la ley 1964 de 2019. 
 
Asimismo, deberá definir la normativa del uso de suelo para el despliegue de estaciones de carga 
pública y delimitar las necesidades en infraestructura de soporte a los planes de expansión a los 
sistemas de transporte eléctrico. 
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ARTÍCULO 5°. PARQUEADEROS SOSTENIBLES. 
 
Las entidades públicas del distrito y los establecimientos comerciales que ofrezcan al público sitios de 
parqueo deberán destinar un porcentaje mínimo del dos por ciento (2%) del total de plazas de parqueo 
habilitados para el uso preferencial de vehículos eléctricos, y contar por lo menos con un punto o 
estación de carga rápida. La Administración Distrital, con apoyo de la Secretaría de Movilidad y el 
Departamento Administrativo de la Defensoría Del Espacio Público (DADEP), dentro de los 6 meses 
siguientes a la entrada en vigencia del presente acuerdo, deberá reglamentar vía decreto, la 
identificación de los parqueaderos preferenciales a los que se refiere el presente artículo, incluyendo 
un logotipo y color para los mismo; sin perjuicio de lo  dispuesto  sobre las plazas  de parqueo para 
personas con movilidad reducida que consagra la Ley 1287 de 2009 ni la prioridad a los ciclo 
parqueaderos que contempla la Ley 1811 de 2016. 

 
ARTÍCULO 6°. INCENTIVOS. La secretaria Distrital de Hacienda implementará medidas para priorizar, 
incentivar y premiar el ahorro y la eficiencia en todos los sectores de la ciudad, en aras de reducir la 
demanda de la energía fósil y mejorar el medio ambiente en virtud del artículo 5 de la ley 1964 de 
2019, el cual determina que las entidades territoriales podrán desarrollar, promover y ofertar la 
adopción de esquemas de incentivos económicos para impulsar la movilidad eléctrica a nivel territorial 
tales como, descuentos sobre el registro o impuesto vehicular, tarifas diferenciadas de parqueaderos 
o exenciones tributarias. 

 
ARTÍCULO 7°. INICIATIVA PÚBLICA EN EL USO DE VEHÍCULOS ELÉCTRICOS. Dentro de los 6 
años posteriores de entrada en vigencia del presente acuerdo, la Administración Distrital deberá 
cumplir en todas sus entidades con una cuota mínima del 30% (Treinta por ciento) de vehículos 
eléctricos en los vehículos que anualmente sean comprados o contratados para sus funciones 
misionales y administrativas, teniendo en cuenta las necesidades de cada entidad, en consonancia en 
lo dispuesto para las entidades del orden nacional por la ley 1964 de 2019, Así mismo se aplicaran 
las mismas disposiciones de este artículo para los vehículos adquiridos por el Concejo de Bogotá. 

 
ARTÍCULO 8°. VIGENCIA. El presente Acuerdo rige a partir de la fecha de su publicación y deroga 
las disposiciones que le sean contrarias. 

 
 

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE 
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PROYECTO DE ACUERDO Nº 178 DE 2024 
 

PRIMER DEBATE 

 

 
“POR MEDIO DEL CUAL SE ESTABLECEN LOS LINEAMIENTOS PARA LA 

FORMULACIÓN DE LA POLÍTICA PÚBLICA DE PREVENCIÓN DEL RECLUTAMIENTO, 
UTILIZACIÓN, USO Y VIOLENCIA SEXUAL EN CONTRA DE NIÑOS, NIÑAS Y 

ADOLESCENTES POR PARTE DE LOS GRUPOS ARMADOS ORGANIZADOS Y LOS 
GRUPOS DELINCUENCIALES ORGANIZADOS EN EL DISTRITO CAPITAL” 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

1. OBJETOS DE LA INICIATIVA  

Objetivo general 

Dictar los lineamientos para la formulación de la “Política Pública de Prevención del 
Reclutamiento, Utilización, Uso y Violencia Sexual en contra de Niños, Niñas, Adolescentes y 
Jóvenes por parte de los Grupos Armados Organizados y los Grupos Delincuenciales 
Organizados en el Distrito Capital”, en concordancia con el Decreto Nacional 1434 de 2018 y 
las normas que lo modifiquen o adicionen.  
 
Busca adoptar la "Línea de política pública de prevención del reclutamiento, utilización, uso y 
violencia sexual en contra de Niños, Niñas, Adolescentes y Jóvenes (NNAJ) por parte de los 
grupos armados organizados y los grupos delincuenciales organizados" y sus anexos en el 
Distrito Capital, garantizando, i) la prevalencia y goce efectivo de los derechos y la protección 
integral por parte del Estado, la sociedad y la familia, en el marco de los compromisos 
internacionales asumidos por Colombia;  ii) avanzar en el cumplimiento del Objetivo de 
Desarrollo Sostenible ODS 16. Promover sociedades justas, pacíficas e inclusivas, en especial 
la meta 16.2. Poner fin al maltrato, la explotación, la trata y todas las formas de violencia y 
tortura contra los niños y iii) el derecho a la paz, como un derecho y un deber de obligatorio 
cumplimiento, y el derecho a la tranquilidad, como derecho inherente a la persona, que debe 
ser protegido por el Estado de tal forma que permita un ambiente propicio para la convivencia 
humana, de manera que los individuos puedan realizar sus actividades en un ambiente sano y 
exento de cualquier molestia que tienda a vulnerar la paz y el sosiego. 
 
Al mismo tiempo, contribuir con el cumplimiento del propósito de ciudad contemplado en el Plan 
de Desarrollo Distrital 2020-2024, que estableció: 
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“Propósito 3.Inspirar confianza y legitimidad para vivir sin miedo y ser epicentro de 
cultura, ciudadana, paz y reconciliación” 

 
Objetivos específicos:  
 
a) Brindarle a Bogotá un marco normativo propio que permita una mayor asignación 

presupuestal y herramientas para establecer metas y su posterior evaluación para la 

prevención del reclutamiento forzado de NNAJ en el Distrito Capital.  

b) Mejorar el nivel de denuncia a nivel distrital y local frente a casos de reclutamiento forzado 

de NNAJ en el Distrito Capital.  

c) Implementar acciones dirigidas a contrarrestar los factores de riesgo y vulnerabilidad que 

afectan a la población de NNAJ que los hace susceptibles al posible reclutamiento forzado, 

que complementen las estrategias ya existentes en el Distrito y la Nación.  

d) Brindar herramientas para hacer más eficiente la respuesta de las autoridades frente a casos 

de reclutamiento forzado de NNAJ en la capital. 

e) Fortalecer la articulación interinstitucional de las entidades distritales y nacionales, así como 

por parte de la Fuerza Pública para la prevención del reclutamiento forzado de NNAJ.  

f) Mejorar la focalización de los barrios periféricos y asentamientos subnormales en donde se 

presenten amenazas de reclutamiento forzado de NNAJ en el Distrito Capital, para mejorar 

las acciones emprendidas que respondan a las dinámicas y particularidades locales. 

g) Establecer un banco de información sobre acciones implementadas por entidades tanto 

distritales como nacionales, así como de organizaciones no gubernamentales, con el fin de 

establecer las acciones promovidas para abordar los factores de vulnerabilidad presentes 

en los escenarios de riesgo de reclutamiento forzado de NNAJ.  

h) Coordinar y articular acciones con las entidades competentes para la prevención y atención 

integral y oportuna a las víctimas de reclutamiento forzado, uso y utilización de NNAJ en las 

localidades de alta vulnerabilidad en el Distrito Capital3. 

 
2. JUSTIFICACIÓN  

 
“El ingreso de los niños, niñas y adolescentes del campo y las zonas marginales colombianas 
a las guerrillas y los grupos paramilitares es el resultado de la manipulación perversa y 

                                                           
3Tomada de las recomendaciones emitidas por la Defensoría del Pueblo en la Alerta Temprana N° 010 de 

2021 
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engañosa, por parte de los miembros de estas estructuras criminales, de diversos y complejos 
factores de vulnerabilidad y presión materiales y psicológicos a los que tales menores de edad 
están sujetos(…)”4 
 
Hoy en día Bogotá enfrenta un contexto de inseguridad sin precedentes, cuyas raíces se 
encuentran en las profundas desigualdades sociales del país, alimentado por los efectos 
colaterales de la pandemia por SARS-CoV-2 y por un interminable conflicto armado que ha 
generado desplazamiento forzado, desmovilizaciones de insurgentes sin atención ni 
oportunidades, el aumento del tráfico de sustancias psicoactivas, entre otros factores, como la 
presencia de grupos delincuenciales trasnacionales y la lucha por el control territorial.   
 
La Defensoría del Pueblo mediante la Alerta Temprana N° 010 de 2021, afirmó que Bogotá y 
sus municipios vecinos (Bogotá – Región) se enfrentan a dos escenarios de riesgo:  

El primero de ellos, por la expansión y disputa por el control de corredores de movilidad entre 
el grupo armado de crimen organizado Los Paisas, presumiblemente subordinados o 
articulados al actor armado no estatal parte del conflicto armado, autodenominado AGC, contra 
el grupo armado de crimen organizado Los Boyacos. Estos últimos al parecer, con acuerdos y 
apoyo de organizaciones de crimen transnacional. Estos corredores se cimientan sobre las 
bases que permitieron conformar y mantener el Bloque Capital de las AUC en la ciudad de 
Bogotá D.C., y la conformación de una red criminal en la ciudad para ejecutar diferentes 
actividades como sicariato, producción, distribución y comercialización de 
estupefacientes, compra venta ilegal de predios, préstamos de usura, imposición de 
tributos ilegales a cambio de “seguridad”, extorsiones a comerciantes y hurto a personas 
como mecanismo de auto sostenimiento de las estructuras criminales y de los grupos 
armados de crimen organizado.  

El segundo de estos escenarios tiene que ver con la presencia de actores armados no estatales 
parte del conflicto armado como el ELN y las facciones disidentes de las ex FARC-EP, 
agrupadas en los sedimentos del bloque Oriental, los cuales realizan en los territorios 
advertidos, acciones como: reclutamiento forzado, uso, utilización y constreñimiento para 
realizar actividades ilícitas de NNAJ, además de amenazas, extorsiones y restricciones a 
la movilidad de la población civil. Igualmente, siempre está latente el riesgo por la 
activación de artefactos explosivos en la ciudad de Bogotá (D.C.) y en la provincia de 
Soacha (Cundinamarca). 

Asimismo, la Defensoría señala que los NNAJ son un grupo poblacional que presenta un 
alto grado de vulnerabilidad frente a la violencia, presentándose en la Región un aumento 
                                                           
44 Auto No. 251 de 2008 
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de las conductas vulneratorias en su contra, tales como amenazas, homicidios, 
reclutamiento forzado, violencia sexual y violencia intrafamiliar. 

De acuerdo con las denuncias presentadas en la Alerta Temprana citada, se presenta una 
especial afectación hacia los NNAJ que habitan la ciudad de Bogotá y sus municipios 
circundantes, por el incremento en el uso y utilización de esta población en actividades 
delictivas, pues representan mano de obra asequible para las bandas criminales, 
especialmente en los últimos dos años como consecuencia de las dificultades 
económicas derivadas de la pandemia. En este sentido, la Defensoría ha encontrado que, 
mediante ofertas económicas, de víveres, e incluso alojamiento, se ha logrado la 
instrumentalización de esta población vulnerable para la realización de acciones de 
comercialización y distribución de estupefacientes, campaneo y sicariato, entre otros. 

Desde el 2019 la Defensoría del Pueblo venía advirtiendo del riesgo en el que se encontraban 
los NNAJ. En la Alerta Temprana No. 46-19, del 8 de noviembre de 2019, se alerta sobre el 
riesgo en el que se encuentran las localidades de Santa Fe, La Candelaria, Los Mártires y 
Puente Aranda, por hacer parte de uno de los corredores de movilidad y zonas de control 
utilizadas por Grupos de Delincuentes Locales articulados, cooptados o tercerizados por 
Grupos Armados Ilegales. Por tal razón, la defensoría del Pueblo instó a las autoridades locales 
y nacionales para que, en el marco de la respuesta rápida a que hace referencia el Decreto 
2124 de 2017, focalicen las acciones concretas en los 67 barrios que se ven afectados por la 
delincuencia. 

Tras la desarticulación y el desmantelamiento de la “olla” más grande de la ciudad, el 
“Bronx”, los grupos del crimen organizado que ejercían su dominio en este sector, se 
dispersaron por varias zonas de la ciudad, reubicándose en lo territorial, expandiendo y 
disputando su poder, dando lugar a situaciones que ponen en riesgo la vida e integridad 
de las personas que viven o trabajan en las diferentes localidades, es especial la de Santa 
Fe, Los Mártires y Puente Aranda. 

En las tres localidades mencionadas, el SAT identificó los siguientes grupos poblacionales con 
mayor exposición ante el riesgo: Mujeres cisgénero y transgénero que realizan Actividades 
Sexuales en Contextos de Prostitución (ASCP) de calle; NNAJ, especialmente aquellos que se 
encuentran en riesgo o situación de calle y/o desplazamiento forzado, principalmente 
pertenecientes a las etnias Embera Chamí y Katío; servidores/as públicos/as que realizan 
actividades en territorio; periodistas, miembro de ONG´s y organizaciones sociales que realizan 
trabajo con poblaciones en riesgo en la localidad, y población migrante forzada internacional de 
origen venezolano. 
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La Defensoría señaló que el escenario de riesgo es las localidades señaladas obedece a que 
en estas se articulan estructuras y bandas delincuenciales locales, las cuales se dedican a 
actividades como el sicariato, el microtráfico, la extorción, amenazas y actos violentos contra 
lideres/as y defensores de derechos humanos. 

Resulta muy preocupante la situación de vulnerabilidad en la que se encuentran los 
NNAJ que habitan o permanecen en estas localidades, ya que son en su mayoría hijos e 
hijas de personas que realizan ASCP, así como de personas dedicadas al reciclaje y de 
personas migrantes forzadas de origen venezolano en situación de vulnerabilidad 
socioeconómica, quienes están inmersos en contextos de mendicidad o inclusive, 
estarían siendo víctimas de explotación para fines de mendacidad. Esta condición, 
representa un alto grado de vulnerabilidad a riesgos relacionados con el uso de 
Sustancias Psicoactivas (SPA), posible vinculación a grupos armados ilegales, abuso y 
explotación sexual comercial infantil, entre otros. Estos NNAJ son vinculados a las 
estructuras de crimen organizado para realizar las actividades a las cuales se dedican. 

Dentro de las recomendaciones contempladas en la Alerta Temprana No. 046, se resalta 
aquella dirigida al Concejo de Bogotá, que consiste en evaluar la posibilidad de aumentar 
el presupuesto destinado al fortalecimiento de la cobertura de los servicios sociales en 
las localidades objeto de la alerta, con el objeto de incrementar la capacidad de la 
atención de personas habitantes de calle en las diferentes modalidades de servicios con 
enfoque diferencial con las que cuenta el Distrito. Adicionalmente, fortalecer medidas de 
prevención dirigidas a NNAJ en riesgo o en alta permanencia en calle, entre ellas, la 
implementación de la jornada extendida a través del Programa CREA, la disponibilidad de 
Jardines Infantiles del Distrito con coberturas suficientes en la modalidad nocturna para los 
niños y niñas en primera infancia de los barrios objeto de advertencia que así lo requieran, entre 
otros servicios. 

Adicionalmente, la defensoría del Pueblo sugiere evaluar el impacto de los servicios disponibles 
para la atención de personas con personas con orientación sexual e identidad de género diversa 
(OSIGD), y realizar los ajustes que correspondan con el fin de que éstos aumenten su 
capacidad de cobertura y de garantía efectiva de derechos. 

Asimismo, en 2020 fue emitida la Alerta Temprana de Inminencia Nº 022–2020, debido a la 
situación de riesgo de vulneraciones a los Derechos Humanos (DDHH) e infracciones al 
Derecho Internacional Humanitario (DIH) de los habitantes de las Unidades de Planeación 
Zonal– UPZ: Verbenal, La Uribe, San Cristóbal Norte y Toberín (localidad de Usaquén), 
ubicadas en la ciudad de Bogotá, Distrito Capital Existe el riesgo para NNAJ que habitan las 



 
 
 
EDICIÓN  3653 ENERO 29 DEL AÑO 2024                 ANALES DEL CONCEJO DE BOGOTÁ, D.C. 
 
 
 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 
 

3268 

             

UPZ relacionadas; el cual se configura por la vinculación, uso y utilización por parte de grupos 
armados de delincuencia organizada – GADO, y puede derivar incluso en homicidios, 
desapariciones forzadas, desplazamientos forzados, tratos inhumanos y degradantes, 
restricciones a la movilidad, ataques indiscriminados, entre otras violencias en su contra. 

Estos hechos pueden explicar el aumento en un 46% de los homicidios en la localidad de 
Usaquén, donde se evidenció que durante los primeros cuatro meses de 2020 se presentaron 
16 homicidios, mientras que para el mismo periodo del 2019 se presentaron 11 homicidios, 
síntoma que puede dar cuenta de una posible dinámica de expansión o dispersión de grupos 
de delincuencia organizada - GADO, tales como “Los Paisas” y la disputa por el control de los 
corredores de movilidad que conectan a la ciudad de Bogotá con el Nororiente de Colombia. 
Los grupos sucesores del paramilitarismo, incluyendo GADO, al incursionar en un “nuevo” 
territorio, intentan someter los grupos de delincuencia locales y buscan el apoyo o silencio de 
los habitantes, a través del despliegue de diferentes formas de violencia; así, en estas zonas 
aumentan las violaciones a los derechos humanos, en especial a la vida, la integridad, la 
seguridad y la libertad. 

Frente a esta problemática es preocupante el bajo nivel de atención de las poblaciones 
afectadas para prevenir esta situación que violenta los derechos fundamentales de la 
ciudadanía, dado que ya son 11 localidades las que se encuentran en riesgo inminente al día 
de hoy. Desde junio de 2020 la Procuraduría General de la Nación denunció ante la Fiscalía 
General, el reclutamiento y uso de menores en la comisión de delitos durante la pandemia, al 
servicio de actores armados como el ELN y las Autodefensas Gaitanistas, así como por parte 
de grupos de delincuencia organizada.    

Por otro lado, cabe resaltar que la población de NNJA representan una ventaja para las 
organizaciones criminales a la hora de cometer actos delictivos, en la medida en que generan 
confianza frente a las autoridades, facilitando la comercialización de sustancias psicoactivas, 
sumado a la flexibilidad en las consecuencias legales que recaen a esta población.  

Es importante señalar que el reclutamiento forzado es un fenómeno que históricamente 
se ha presentado en la zona rural de Colombia, dadas las lógicas propias del conflicto 
armado. No obstante, tras los tratados de paz  y la desmovilización de los grupos 
paramilitares y, posteriormente, de la guerrilla de las FARC en el 2016, el conflicto sufrió 
una metamorfosis que ocasionó que algunos grupos armados se trasladaran a las 
principales ciudades, dando lugar a la conformación de nuevas estructuras criminales, 
generando nuevas formas de reclutamiento. Esto se ha visto reflejado en un aumento del 
reclutamiento en las ciudades del país, afectando especialmente a la población de NNJA, 
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dado su alto grado de vulnerabilidad. En el caso de Bogotá, las denuncias presentadas 
por la Defensoría del Pueblo “han evidenciado la presencia de camionetas de alta gama 
que, sin importar que sea a plena luz del día, han sido relacionadas con reclutamientos 
y desapariciones.” 5  

La anterior hipótesis se sustenta en los datos reportados por la Coalición contra la vinculación 
de niños, niñas y jóvenes al conflicto armado en Colombia (COALICO), quien reportó 190 casos 
de reclutamiento y uso de niños y niñas, incluidos venezolanos, por parte de grupos armados 
ilegales entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2021, en comparación con 38 casos en el mismo 
período en 2019, lo cual representa un aumento significativo y que genera gran preocupación. 

Hay que mencionar, además, que el cierre de establecimientos y entornos protectores, sociales 
y comunitarios ha exacerbado la exposición de los NNAJ a las prácticas criminales de las 
estructuras ilegales, el reclutamiento forzado, y la utilización y uso de esta población para 
diferentes actividades que van desde el campaneo hasta el sicariato. 

Como consecuencia del contexto descrito, en diferentes localidades de la ciudad capital los 
NNJA han venido siendo víctimas de diferentes actividades por parte de los grupos armados 
ilegales como: grupos sucesores del paramilitarismo, disidencias de las ex FARC-EP y ELN. 
Son los mismos NNAJ quienes refieren diferentes casos de reclutamiento forzado por parte de 
los grupos armados ilegales que hacen presencia en la ciudad. 

Cabe señalar que no sólo la población de NNJA se encuentra en riesgo. También se encuentran 
en especial situación de vulnerabilidad quienes realizan trabajo social enfocado a la prevención 
del reclutamiento forzado, uso y utilización de NNAJ, y a la defensa de derechos humanos, así 
como los miembros de organizaciones de víctimas y finalmente, aquellos grupos sociales 
vinculados a la protesta social, tales como sindicatos, estudiantes, movimientos y partidos 
políticos, entre otros. 

 

Retos de la prevención del reclutamiento de NNAJ en Bogotá 

Si bien se han dado importantes avances para la prevención del reclutamiento forzado de 
NNAJ, avances que han incidido positivamente en la prevención de violaciones a los derechos 
humanos por parte de los grupos armados que hacen presencia u operan en la ciudad, tales 
como la implementación de la Mesa Técnica de prevención de Reclutamiento, Uso y Utilización 
de NNAJ, estas acciones no han transformado factores estructurales de la violencia, tales 

                                                           
5 Tomada de las recomendaciones emitidas por la Defensoría del Pueblo en la Alerta Temprana N° 010 

de 2021 
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como como las múltiples vulnerabilidades de la población, las economías ilegales, la 
disputa por el control de las mismas; ni los mecanismos para evitar la impunidad de 
quienes participan de estas. De hecho, se presenta un agravamiento de la violencia, 
resultado de disputas territoriales y consolidación de la presencia y control de 
estructuras armadas en estos territorios. 

Para la Defensoría de Pueblo resulta preocupante que, a pesar del tan elevado número de 
amenazas que se vienen presentando en las localidades, especialmente dirigidas a líderes 
sociales, defensores de derechos humanos, organizaciones de víctimas, y miembros de la 
comunidad, hasta la fecha no existan resultados concretos en términos de las investigaciones 
sobre los autores de los panfletos. Adicionalmente, la Defensoría sostiene su preocupación por 
la desestimación por parte de la Fuerza Pública de la información que evidencia la presencia y 
el accionar de grupos armados ilegales en las localidades, a través de la articulación y 
cooptación de estructuras delincuenciales locales, y la disputa por el control de economías 
ilegales. El desconocimiento y la negación sistemática por parte de diferentes 
instituciones ha repercutido en el incremento de los factores de riesgo, así ha generado 
consecuencias negativas en las medidas adoptadas por las demás entidades para la 
mitigación del riesgo. Adicionalmente, la negación institucional frene a las amenazas 
emitidas por grupos armados ilegales profundiza la desconfianza de la ciudadanía ante 
las autoridades.  

La Defensoría del Pueblo ha manifestado también su preocupación por el aumento de casos 
de reclutamiento forzado, uso y utilización de NNAJ para labores ligadas a economías ilícitas 
por parte de los grupos armados ilegales que hacen presencia en las localidades advertidas en 
la Alerta Temprana No. 010-21, la concentración de las amenazas y homicidios en población 
joven entre 0 y 28 años, y las amenazas sobre organizaciones que intentan generar entornos 
protectores frente al uso, utilización y reclutamiento de esta población. Cabe señalar que este 
fenómeno implica también el aumento del consumo de sustancias psicoactivas y de personas 
en situación de calle, lo cual hace aún más preocupante el alto grado de vulnerabilidad de este 
grupo poblacional.  

Asimismo, la Defensoría señala que los programas como “Entornos Protectores y sus 
estrategias de Entornos Escolares y Parques Seguros" y “Abre tus Ojos” del Plan Integral de 
Seguridad, Convivencia y Justicia, pueden contribuir a mitigar el reclutamiento forzado, uso y 
utilización de NNAJ de las localidades advertidas, evitar su exposición a dinámicas de violencia 
o su vinculación a la cadena del narcotráfico. No obstante, es necesario el acompañamiento de 
otras acciones dirigidas a contrarrestar los factores de riesgo y vulnerabilidad que se ciernen 
sobre esta población. Con relación a la prevención del fenómeno de instrumentalización de 
NNAJ, no son claras las estrategias para prevenir y reducir esta problemática. Por tal razón, es 
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necesaria una mayor articulación por parte de las diferentes entidades distritales, así como 
nacionales y de la Fuerza Pública.  

Uno de los principales obstáculos que se presenta tiene que ver con el hecho de que las 
diversas entidades de la Administración Distrital no han logrado focalizar los barrios periféricos, 
en especial los asentamientos subnormales mencionados en la Alerta Temprana No. 010-21. 
La Defensoría afirma que la mayoría de acciones emprendidas se orientan a la protección 
y atención de conductas vulneratorias una vez consumadas, pero el componente de 
prevención sigue siendo insuficiente. En este sentido, es necesario implementar 
estrategias y acciones dirigidas a transformar las dinámicas de control social y los 
factores de vulnerabilidad relacionadas con la capacidad de control que tienen los 
grupos armados ilegales en las 10 localidades de la ciudad que hace referencia la citada 
Alerta.    

En virtud de lo anterior, y siguiendo las recomendaciones de la Defensoría del Pueblo, en el 
proyecto se plantea la necesidad de contar con un sistema de información que dé cuenta de las 
acciones implementadas por entidades como la Fiscalía General de la Nación, el Alto 
Comisionado para la Paz, en su rol de secretaría técnica de la Comisión Nacional de Garantías 
de Seguridad y la Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas, pero, además por 
parte de las demás organizaciones de derechos humanos, organizaciones sin ánimo de lucro, 
organizaciones multilaterales, entre otras. La Defensoría señala que la falta de información 
detallada emitida por parte de estas entidades dificulta establecer las acciones para abordar los 
factores de vulnerabilidad y de riesgo en los escenarios advertidos por esta entidad.     

El Consejo de Estado se pronunció al respecto en la Sentencia 00463 de 2018 señalando que 
“corresponde a las autoridades estatales que toman conocimiento de la situación de riesgo 
especial, identificar o valorar si la persona objeto de amenazas y hostigamientos requiere de 
medidas de protección o remitir a la autoridad competente para hacerlo, así como ofrecer a la 
persona en riesgo información oportuna sobre las medidas disponibles. La valoración sobre si 
una persona requiere medidas de protección y cuáles son las medidas adecuadas es una 
obligación que corresponde al Estado y no puede restringirse a que la propia víctima lo solicite 
a ‘las autoridades competentes’, ni que conozca con exactitud cuál es la autoridad en mejor 
capacidad de atender su situación, ya que corresponde al Estado establecer medidas de 
coordinación entre sus entidades y funcionarios para tal fin.”6 

La Fundación Ideas para la Paz sostiene que el reclutamiento y la utilización de NNAJ es un 
delito persistente al que no se le ha dado la prioridad que merece en las políticas nacionales y 
locales que pretenden garantizar los derechos de la población más vulnerable. El Estado 

                                                           
6 Defensoría del Pueblo (2021) “ALERTA TEMPRANA N° 010-21”  
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colombiano sigue estando en deuda con cientos de NNAJ reclutados así como con sus familias 
y las comunidades que viven atemorizadas.7 

Por las razones expuestas, el proyecto de acuerdo presentado está dirigido a garantizar 
la prevalencia y goce efectivo de los derechos y la protección integral de NNAJ por parte 
del Estado, la sociedad y la familia, en el marco de los compromisos internacionales 
asumidos por Colombia; Asimismo, busca la garantía del derecho a la paz, como un 
derecho y un deber de obligatorio cumplimiento; el derecho a la tranquilidad, como 
derecho inherente a la persona, que debe ser protegido por el Estado de tal forma que 
permita un ambiente propicio para la convivencia humana, de manera que los individuos 
puedan realizar sus actividades en un ambiente sano y exento de cualquier molestia que 
tienda a vulnerar la paz y el sosiego. 

Lo anterior en virtud por lo expuesto en la Ley 1098 de 2006 “Por la cual se expide el Código 
de la Infancia y la Adolescencia”, la cual se sustenta en el principio constitutivo de Protección 
Integral de la niñez, definida en cinco ejes:  

a) El reconocimiento de los niños, niñas y adolescentes como sujetos de derechos.  

b) La garantía y cumplimiento de todos sus derechos de prestación y de protección,  

c) La prevención de que dichos derechos no sean amenazados ni vulnerados.  

d) El restablecimiento inmediato cuando han sido transgredidos o inobservados.  

e) El diseño y ejecución de políticas públicas de infancia y adolescencia en todos los niveles 

territoriales. 

 
Dichas cinco obligaciones deberán materializarse en cada uno de los municipios del país, por 
lo cual, es obligación del Estado Colombiano y de sus entes territoriales velar por la garantía de 
los derechos de los menores, en especial, en contra de toda acción individual o colectiva que 
vulnere s 

us derechos fundamentales a la vida y al desarrollo integral.  

                                                           
7 Fundación Ideas para la Paz (2021) “Que no nos distraigan: prevenir el reclutamiento forzado es una 

deuda pendiente”. Recuperado de:  https://www.ideaspaz.org/publications/posts/1981  

https://www.ideaspaz.org/publications/posts/1981
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Estrategias para la prevención del reclutamiento forzado en NNAJ  

Para algunos expertos, la prevención del fenómeno del reclutamiento en NNAJ 
representa varios retos, los cuales deben ser abordados con diferentes estrategias. Por 
un lado, es necesario implementar una estrategia comunicativa que dé cuenta que los 
NNAJ son sujetos de derechos, con el fin de que la comunidad tome conciencia de que 
esta población es sujeto de especial protección. Por otro lado, es importante garantizar el 
acceso a la educación, a la recreación y a la cultura, lo cual implica hacer una revisión tanto de 
las políticas públicas dirigidas a estos sectores, como de las estrategias contenidas en los 
planes de desarrollo distrital, para hacer una correcta asignación de recursos con el fin de 
ampliar la cobertura de programas en esta materia. 

De ese modo, resulta necesario fortalecer los programas sociales y económicos dirigidos a las 
familias de las localidades y asentamiento subnormales de alto riesgo de reclutamiento, pues 
la pobreza, la falta de acceso a oportunidades educativas, y de oportunidades laborales 
productivas para los padres son un caldo de cultivo para la presencia de grupos armados al 
margen de la ley en determinados sectores de la ciudad. 

Otros expertos recomiendan fortalecer los espacios escolares y que en las instituciones 
educativas se incluya la formación en temas de prevención, de violencia intrafamiliar y 
situaciones que impliquen algún tipo de violencia contra NNAJ. Asimismo, recomiendan el 
fortalecimiento de rutas de atención que puedan visibilizar toda la capacidad que pueda tener 
el Distrito para atender situaciones de riesgo de incremento de reclutamiento de los NNAJ8. 

3. MARCO NORMATIVO 

Internacional 

• Convenio de Ginebra - Derecho Internacional Humanitario (1949) y protocolos 

adicionales I y II protección de las víctimas de los conflictos armados (1997)  

• Convención de los Derechos del Niño (1989) - Protocolo facultativo de la Convención 

sobre los Derechos del Niño relativo a la participación de niños en los conflictos armados  

• Derecho Penal Internacional – Estatuto de Roma (1998) 

                                                           
8 RCN Radio (2021) ¿Cómo prevenir el reclutamiento de menores? Recuperado de: 

https://www.rcnradio.com/recomendado-del-editor/como-prevenir-el-reclutamiento-de-menores  

https://www.rcnradio.com/recomendado-del-editor/como-prevenir-el-reclutamiento-de-menores
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• Organización Internacional para las Migraciones (OIM). Programa de Atención a Niños y 

Niñas Desvinculados.  

Constitución Política de la República de Colombia 

• Artículo 22. La paz es un derecho y un deber de obligatorio cumplimiento. 

• Artículo 44. Son derechos fundamentales de los niños: la vida, la integridad física, la 

salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener 

una familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, la 

recreación y la libre expresión de su opinión. Serán protegidos contra toda forma de 

abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, explotación laboral o 

económica y trabajos riesgosos. Gozarán también de los demás derechos consagrados 

en la Constitución, en las leyes y en los tratados internacionales ratificados por Colombia. 

La familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de asistir y proteger al niño para 

garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos. 

Cualquier persona puede exigir de la autoridad competente su cumplimiento y la sanción 

de los infractores. Los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los 

demás.  

• Artículo 45. El adolescente tiene derecho a la protección y a la formación integral. El 

Estado y la sociedad garantizan la participación activa de los jóvenes en los organismos 

públicos y privados que tengan a cargo la protección, educación y progreso de la 

juventud. 

• Artículo. 313, Numeral 1: “Reglamentar las funciones y la eficiente prestación de los 

servicios a cargo del municipio”. (...) 

Jurisprudencia  

• Sentencia C-007 de 2018 al revisar la constitucionalidad de la Ley 1820 de 2016 “Por 

medio de la cual se dictan disposiciones sobre Amnistía, Indulto y Tratamientos Penales 

Espaciales y Otras Disposiciones” recordó que “las víctimas menores de edad tienen 

derecho a conocer la verdad, acceder a ña justicia y obtener una reparación adecuada 

por este hecho. Pero además por su condición de vulnerabilidad al momento del 

reclutamiento, los órganos de la JEP deberán asumir como una obligación reforzada, la 

garantía de las personas menores de 18 años que se vieron obligadas a participar en el 
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conflicto como una garantía de no repetición de una conducta que debe der erradicada 

de cualquier conflicto armado.” 

• Sentencia T-459 de 1998. DERECHO A LA TRANQUILIDAD-Carácter fundamental por 

relación con la dignidad humana. Es el derecho a la tranquilidad, inherente a la persona 

humana, que le permite al individuo desarrollar una vida digna y sosegada. El derecho a 

la tranquilidad, lo ha dicho esta Sala, asume el carácter de fundamental por su estrecha 

relación con la dignidad humana que, necesariamente, conlleva a la paz individual la cual 

es necesaria para vivir adecuadamente. Como derecho inherente a la persona, el 

derecho a la tranquilidad debe ser protegido por el Estado de tal forma que permita un 

ambiente propicio para la convivencia humana, de manera que los individuos puedan 

realizar sus actividades en un ambiente sano y exento de cualquier molestia que tienda 

a vulnerar la paz y el sosiego. 

Leyes 

• Ley 12 de 1991 “Convención Internacional de los Derechos del Niño”. Artículo 39 ordena 

a los Estados tomar todas las medidas para promover la recuperación física y psicológica 

y la reintegración social de todo niño víctima de cualquier forma de abandono, 

explotación o abuso; tortura u otra forma de tratos o penas crueles, inhumanos o 

degradantes; o conflictos armados;  

• Ley 704, “Por medio de la cual se aprueba el ‘Convenio 182 sobre la prohibición de las 

peores formas de trabajo infantil y la acción inmediata para su eliminación’”. Consagra 

como una de las peores formas de trabajo infantil el reclutamiento forzoso u obligatorio 

de niños menores de 18 años para utilizarlos en conflictos armados. Así mismo ordena 

a los Estados tomar todas las medidas para impedir ese reclutamiento, y utilización, con 

inclusión de la adopción de las medidas legales necesarias para prohibir y castigar esas 

prácticas;  

• Ley 833 de 2003, por medio de la cual se ratifica el Protocolo Facultativo a la Convención 

de los Derechos del Niño relativo a la Participación de Niños en los Conflictos Armados, 

norma que ordena a los Estados adoptar las medidas posibles para que los grupos 

armados distintos de las Fuerzas Armadas de un Estado no recluten o utilicen bajo 

ninguna circunstancia menores de 18 años;  

• Ley 418 de 1997 Instrumentos para la búsqueda de la convivencia y la eficacia de la 

Justicia Política Nacional de Prevención del Reclutamiento.  

• Ley 1098 (2006) Código de Infancia y Adolescencia, los niños, niñas y adolescentes 

menores de 18 años tienen derecho a ser protegidos contra las guerras, contra los 
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conflictos armados, contra la utilización y reclutamiento por parte de grupos armados al 

margen de la ley y contra las peores formas de trabajo infantil, como lo consagra el 

artículo 20 de la citada ley, derechos de protección que deben ser preservados en 

programas de atención especializada;  

• Ley 1448 (2011) Capítulo de niños y niñas en materia de reparación integral en medidas 

de No repetición y reparación.  

• Ley 1106 de 2006, por la cual se consagran unos instrumentos para la búsqueda de la 

convivencia y la eficacia de la justicia, que prorroga la vigencia de la Ley 782 de 2002 y 

418 de 1997, se entiende por víctima de la violencia política toda persona menor de edad 

que tome parte en las hostilidades y en tal virtud se ordena al Instituto Colombiano de 

Bienestar Familiar poner en marcha un programa de atención especializada. 

• Ley 1719 de 2014, que Garantiza el acceso a la justicia de las víctimas de violencia 

sexual, en especial cuando se da con ocasión del conflicto armado.  

•  Ley 599 de 2000 o Código Penal consagra un tipo penal autónomo denominado 

reclutamiento ilícito para castigar a quien reclute menores de dieciocho (18) años o los 

obligue a participar directa o indirectamente en las hostilidades o en acciones armadas; 

• Ley 2294 de 2023 “Por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2022 -2026” 

Colombia potencia mundial de la vida”, en el capítulo VIII - Actores Diferenciales para el 

Cambio, Sección II “Niñas, niños y adolescentes armados, protegidos e impulsados en 

sus proyectos de vida con propósito”, se encuentra el artículo 348, el cual dispone: 

Artículo 348. Creación del programa nacional jóvenes en paz. Créese el Programa 
Nacional de Jóvenes en Paz, que tendrá como objeto la implementación de una ruta de 
atención integral a la juventud entre los 14 y 28 años de edad que se encuentra en 
situación de extrema pobreza, jóvenes rurales, explotación sexual, vinculados a 
dinámicas de criminalidad y en condiciones de vulnerabilidad en territorios afectados por 
la violencia y el conflicto armado que han sido históricamente marginados y excluidos, 
que será implementado en todo el territorio nacional, mediante acciones en los ámbitos 
de la salud emocional, mental y física, educación, familiar, comunitario, deporte, empleo, 
emprendimiento, arte, cultura y formación de la ciudadanía.  

El Programa Nacional de Jóvenes en Paz contemplará los enfoques territoriales, de 
seguridad humana y justicia social, de derechos, diferencial, étnico racial, campesino, de 
género e interseccional, con los siguientes componentes, sin perjuicio de otros que se 
consideren necesarios:  
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1. Transferencias monetarias condicionadas al trabajo social en su municipio y a un plan 
de formación educativa que el Ministerio de Educación junto con las Secretarías de 
Educación municipales y distritales, coordinarán.  
2. Acceso a mecanismos de asistencia técnica, financiación y comercialización de 
Iniciativas de emprendimiento individuales y/o colectivas, entre otras.  
3. Acceso y gratuidad en programas de educación y formación para el trabajo.  
4. Planes y programas para la garantía de derechos con énfasis en salud mental.  
 
La Nación asignará los recursos destinados a cubrir el Programa Nacional de Jóvenes 
en Paz. La proyección de recursos se hará sobre la base de las metas de cobertura y 
gestión que se definan. El componente de transferencias monetarias estará a cargo del 
Departamento Administrativo para la Prosperidad Social (DPS) en coordinación y 
articulación con el Departamento Nacional de Planeación, quien estará a cargo de la 
metodología de focalización territorial, e individual de los potenciales beneficiarios del 
programa. El sector comercio, trabajo, inclusión social e igualdad y equidad, deberán 
concurrir con la oferta necesaria para el componente de emprendimiento. El sector 
Trabajo y Educación, propenderán por garantizar el acceso, permanencia y graduación 
de los jóvenes beneficiarios del programa. El Ministerio de la Igualdad y la Equidad, 
realizará la articulación, coordinación, concurrencia y complementariedad de acciones 
que permitan superar la vulneración de derechos en la que se encuentren los jóvenes 
beneficiarios del programa.  

Para el desarrollo e implementación del Programa Nacional de Jóvenes en Paz, se 
podrán destinar recursos de las entidades públicas del orden nacional y territorial en el 
marco de su autonomía, de organismos multilaterales, de cooperación internacional y de 
organizaciones privadas.(...) 

 

Decretos Nacionales  

• DECRETO 4690 DE 2007 “Por el cual se crea la Comisión Intersectorial para la 

prevención del reclutamiento y utilización de niños, niñas, adolescentes y jóvenes por 

grupos organizados al margen de la ley” 

• DECRETO 1434 DE 2018 “Por el cual se adopta la línea de política pública de prevención 

del reclutamiento, utilización, uso y violencia sexual en contra de niños, niñas y 
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adolescentes por parte de los grupos armados organizados y los grupos delincuenciales 

organizados. 

• Decreto 2081 de 2019 “Por medio del cual se modifica el Decreto 4690 de 2007, 

modificado por los decretos 0552 de 2012, 1569 de 2016 y 1833 de 2017 por el cual se 

crea la Comisión Intersectorial para la prevención del reclutamiento, la utilización y la 

violencia sexual contra niños, niñas y adolescentes por grupos armados al margen de la 

ley y por grupos delictivos organizados” 

Decretos leyes 

• Decreto – Ley 4633 “Por medio del cual se dictan medidas de asistencia, reparación 

integral y de restitución de derechos territoriales a las víctimas pertenecientes a los 

pueblos y comunidades indígenas.” 

• Decreto – Ley 4635 “Por el cual se dictan medidas de asistencia, atención, reparación 

integral y de restitución a las víctimas pertenecientes a comunidades negras, 

afrocolombianas, raizales y palenqueras.” 

Documentos CONPES 

• Documento CONPES 3673 (2010) “Política de prevención del reclutamiento y utilización 

de niños, niñas, adolescentes por parte de los grupos armados organizados al margen 

de la ley y de los grupos delictivos organizados” 

 
 

4. IMPACTO FISCAL  

Siguiendo lo ordenado por la Ley 819 de 2003 que establece en su Artículo 7 que “…en todo 
momento, el impacto fiscal de cualquier proyecto de ley, ordenanza o acuerdo, que ordene 
gasto o que otorgue beneficios tributarios, deberá hacerse explícito y deberá ser compatible 
con el Marco Fiscal de Mediano Plazo”. Es de señalar que el presente Proyecto de Acuerdo no 
tiene impacto fiscal. 

Es relevante mencionar, para el caso en concreto, que no obstante la Corte Constitucional en 
Sentencia C-911 de 2007, puntualizó que el impacto fiscal de las normas, no puede convertirse 
en obstáculo para que las corporaciones públicas ejerzan su función legislativa y normativa, 
afirmando: 

“En la realidad, aceptar que las condiciones establecidas en el art. 7° de la Ley 819 de 2003 
constituyen un requisito de trámite que le incumbe cumplir única y exclusivamente al Congreso 
reduce desproporcionadamente la capacidad de iniciativa legislativa que reside en el Congreso 
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de la República, con lo cual se vulnera el principio de separación de las Ramas del Poder 
Público, en la medida en que se lesiona seriamente la autonomía del Legislativo”. 

“(…) Precisamente, los obstáculos casi insuperables que se generarían para la actividad 
legislativa del Congreso de la República conducirían a concederle una forma de poder de veto 
al Ministro de Hacienda sobre las iniciativas de ley en el Parlamento. Es decir, el mencionado 
artículo debe interpretarse en el sentido de que su fin es obtener que las leyes que se dicten 
tengan en cuenta las realidades macroeconómicas, pero sin crear barreras insalvables en el 
ejercicio de la función legislativa ni crear un poder de veto legislativo en cabeza del Ministro de 
Hacienda”. 

 

5. COMPETENCIA DEL CONCEJO DE BOGOTA 

Es el Concejo de Bogotá competente para estudiar y aprobar el presente proyecto de acuerdo 
en virtud de lo establecido por el artículo 12 del Decreto Ley 1421 de 1993, principalmente en 
el numeral 1, que faculta a la Corporación para dictar normas, así:  

 “DECRETO LEY 1421 de 1993 “Estatuto Orgánico de Bogotá”.  

Art. 12. Atribuciones. Corresponde al Concejo Distrital, de conformidad con la 
Constitución y la ley: (…) 

1. Dictar las normas necesarias para garantizar el adecuado cumplimiento de las 

funciones y la eficiente prestación de los servicios a cargo del Distrito. 

 
Artículo 65. Iniciativa. Los proyectos de acuerdo pueden ser presentados por los 
Concejales individualmente a través de las Bancadas de manera integrada con otros 
Concejales o Bancadas y por el Alcalde Mayor, por medio de sus Secretarios, Jefes de 
Departamento Administrativo o Representantes Legales de las Entidades 
Descentralizadas. 

 

Cordialmente, 

 
 
 
ARMANDO GUTIÉRREZ GONZÁLEZ  
Concejal de Bogotá 
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PROYECTO DE ACUERDO Nº 178 DE 2024 
 

PRIMER DEBATE 

 
“POR MEDIO DEL CUAL SE ESTABLECEN LOS LINEAMIENTOS PARA LA 

FORMULACIÓN DE LA POLÍTICA PÚBLICA DE PREVENCIÓN DEL RECLUTAMIENTO, 
UTILIZACIÓN, USO Y VIOLENCIA SEXUAL EN CONTRA DE NIÑOS, NIÑAS Y 

ADOLESCENTES POR PARTE DE LOS GRUPOS ARMADOS ORGANIZADOS Y LOS 
GRUPOS DELINCUENCIALES ORGANIZADOS EN EL DISTRITO CAPITAL” 

 
 
ARTÍCULO  1- OBJETO. Establecer los lineamientos, enfoques y principios para la formulación de 
la “Política Pública de Prevención del Reclutamiento, Utilización, Uso y Violencia Sexual en contra 
de Niños, Niñas y Adolescentes (NNAJ) por parte de los Grupos Armados Organizados y los Grupos 
Delincuenciales Organizados en el Distrito Capital”, dando cumplimiento a lo establecido en el 
Decreto Nacional 1434 DE 2018.  
 
 
ARTÍCULO  2- OBJETIVOS ESPECÍFICOS.  
 

a) Brindarle a Bogotá un marco normativo propio que permita una asignación presupuestal y 

herramientas para establecer una Política Pública de prevención del reclutamiento de Niños, 

Niñas, Adolescentes y Jóvenes en el Distrito Capital y su posterior evaluación.  

b) Mejorar y fortalecer los canales de comunicación para realizar y recibir las denuncias con 

oportunidad, confidencialidad y calidad en el Distrito y sus localidades frente a casos de 

reclutamiento forzado de Niños, Niñas, Adolescentes y Jóvenes en el Distrito Capital.  

c) Implementar acciones dirigidas a contrarrestar los factores de riesgo y vulnerabilidad que 

afectan a la población de Niños, Niñas, Adolescentes y Jóvenes que los hace susceptibles 

al posible reclutamiento forzado. 

d) Brindar herramientas para hacer más eficiente la respuesta de las autoridades frente a casos 

de reclutamiento forzado de Niños, Niñas, Adolescentes y Jóvenes.  

e) Fortalecer la articulación interinstitucional de las entidades distritales y nacionales para la 

prevención del reclutamiento forzado de Niños, Niñas, Adolescentes y Jóvenes.  

f) Mejorar la focalización de los barrios periféricos y asentamientos subnormales en donde se 

presenten amenazas de reclutamiento forzado de Niños, Niñas, Adolescentes y Jóvenes en 

el Distrito Capital, para mejorar las acciones emprendidas que respondan a las dinámicas y 

particularidades locales. 
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g) Establecer un sistema de información sobre acciones implementadas por entidades tanto 

distritales como nacionales, así como de organizaciones no gubernamentales, con el fin de 

establecer las acciones promovidas para abordar los factores de vulnerabilidad presentes 

en los escenarios de riesgo de reclutamiento forzado de Niños, Niñas, Adolescentes y 

Jóvenes.  

h) Coordinar y articular acciones con las entidades competentes para la prevención y atención 

integral y oportuna a las víctimas de reclutamiento forzado, uso y utilización de Niños, Niñas, 

Adolescentes y Jóvenes, en las localidades de alta vulnerabilidad del Distrito Capital. 

 
ARTÍCULO 3- COORDINACIÓN. La Dirección de Derechos Humanos, en el marco de sus 
funciones, en coordinación con la Comisión Intersectorial de Acción Integral en Seguridad, 
Convivencia y Acceso a la Justicia; la Mesa de Prevención del Reclutamiento, Uso y Utilización de 
Niños, Niñas y Adolescentes; la Secretaría Distrital de Integración Social; y la Secretaría de 
Educación del Distrito; con la asistencia técnica de la Secretaría de Seguridad Convivencia y 
Justicia, serán las entidades encargadas de formular, dirigir, coordinar, evaluar y supervisar la 
Política Pública de Prevención del Reclutamiento, Utilización, Uso y Violencia Sexual en Contra de 
Niños, Niñas y Adolescentes por parte de los Grupos Armados Organizados y los Grupos 
Delincuenciales Organizados en el Distrito Capital. 
 
ARTÍCULO 4- LINEAMIENTOS. La “Política Pública de Prevención del Reclutamiento, Utilización, 
Uso y Violencia Sexual en contra de Niños, Niñas y Adolescentes por parte de los Grupos Armados 
Organizados y los Grupos Delincuenciales Organizados en el Distrito Capital” se basará en los 
siguientes lineamientos: 
 

a) Territorialización: La territorialización debe garantizar una aproximación integral de la política 

pública al facilitar la comprensión de las interrelaciones entre la inclusión social, el desarrollo 

económico y la promoción del diálogo intersectorial y multi actor que contribuya a una 

definición colectiva de las prioridades de las localidades. El ejercicio de la territorialización 

debe fortalecer las capacidades en las localidades para identificar problemas, dificultades  y 

retos; así como, impulsar acciones a nivel local que apunten al cumplimiento de la política. 

 
b) Acción Sin Daño: Se interpreta como una herramienta para desarrollar alternativas de 

manera que las acciones de cualquier organización o institución en lugar de aumentar las 

tensiones contribuyeran a generar condiciones de paz. Se enmarca en la sensibilidad a los 

conflictos y propone incluir también un análisis organizacional desde el punto de vista de las 

visiones y misiones que las orientan, y de los efectos de su labor en determinados contextos. 
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c) Transversalización: Se debe promover la sinergia, la gestión, sistematización, reporte y 

articulación de la información, como su retroalimentación oportuna entre entidades de orden 

nacional y distrital, tales como la Defensoría del Pueblo, la Personería Distrital, el Sistema 

Nacional de Bienestar Familiar para el desarrollo de acciones de protección integral y 

prevención del reclutamiento, la utilización y la violencia sexual contra niños, niñas y 

adolescentes por grupos armados al margen de la ley y grupos delictivos organizados.   

 
ARTÍCULO 5- PRINCIPIOS Y ENFOQUES. La política de Prevención del Reclutamiento se guiará 
bajo los siguientes principios y enfoques: 
 

a) Prevalencia de derechos. 

b) Interés superior de los niños, niñas y adolescentes. 

c) Protección integral. 

d) Principio pro infans. 

e) Corresponsabilidad.  

f) Autonomía territorial, concurrencia y subsidiariedad. 

 
Parágrafo. La política de Prevención del reclutamiento tendrá en cuenta los enfoques establecidos 
en la Línea de política pública de prevención del reclutamiento, utilización, uso y violencia sexual 
contra niños, niñas y adolescentes por parte de grupos armados organizados (GAO) y grupos 
delictivos organizados (GDO), adoptada por el Decreto 1434 de 2018. 
 
ARTÍCULO 6- SISTEMA DE INFORMACIÓN: Se implementará un sistema de información sobre 
las acciones adelantadas por entidades tanto distritales como nacionales, así como de 
organizaciones no gubernamentales, con el fin de establecer las acciones promovidas para abordar 
los factores de vulnerabilidad presentes en los escenarios de riesgo de reclutamiento forzado de 
Niños, Niñas, Adolescentes y Jóvenes. 
 
ARTÍCULO 7- ESTRATEGIA COMUNICATIVA: Se promoverán, articularán y fortalecerán 
estrategias de comunicación para la prevención del reclutamiento, la utilización y la violencia sexual 
de niños, niñas y adolescentes por grupos armados al margen de la ley y por grupos delictivos 
organizados.   
 
ARTÍCULO 8- ESTRATEGIA EDUCATIVA: Se fortalecerán los espacios escolares, en los 
cuales se incluirá la formación en temas de prevención, de violencia intrafamiliar y situaciones 
que impliquen algún tipo de violencia contra las niñas, niños, y adolescentes. 
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ARTÍCULO 9- ESTRATEGIA SOCIOECONÓMICA: Se fortalecerá la promoción de programas 
sociales, económicos, culturales y recreativos dirigidos a Niños, Niñas, Adolescentes y Jóvenes y 
sus familias con alto grado de vulnerabilidad y riesgo de reclutamiento forzado en el Distrito Capital.  
 
ARTÍCULO 10- FORTALECIMIENTO DE LA RUTA DISTRITAL DE ATENCIÓN. La Administración 
Distrital creará las estrategias y ejecutará las acciones correspondientes que fortalezcan y/o 
complementen las Rutas que se han diseñado para la prevención del Reclutamiento Utilización, 
Uso y Violencia Sexual en contra de Niños, Niñas,  Adolescentes y Jóvenes por parte de los Grupos 
Armados Organizados y los Grupos Delincuenciales Organizados en el Distrito Capital.  
 

1. Ruta de prevención en protección: Cuando un niño, niña, adolescente o infante intersexual 

es víctima de amenazas directas por reclutamiento y/o utilización por parte de grupos 

armados o estructuras organizadas ilegales. 

2. Ruta de prevención temprana: identificación de factores de riesgo que indiquen amenaza 

para las comunidades como: tránsito de actores armados, adolescentes en actividades 

delincuenciales, violencia intrafamiliar, y consumo de sustancias psicoactivas, entre otras. 

3. Ruta de prevención urgente: cuando las personas de la comunidad, particulares o de 

instituciones públicas o privadas, identifican en algún barrio de la localidad casos de censo 

a escuelas (personas extrañas), amenazas colectivas, panfletos, volanteo y/o nuevo informe 

de riesgo emitido por el Sistema de Alertas Tempranas. 

 
Parágrafo. Se implementarán estrategias para el fortalecimiento de las rutas de atención a nivel a 
nivel nacional en el Distrito Capital.  
 
ARTÍCULO 11- ESTRATEGIA PSICOSOCIAL: Se fortalecerá la promoción e implementación de 
programas de salud mental que atiendan de manera integral a los Niños, Niñas, Adolescentes, 
Jóvenes y sus entornos familiares con alto grado de vulnerabilidad y riesgo de reclutamiento forzado 
en el Distrito Capital. 
 
ARTÍCULO 12- VIGENCIA. El presente acuerdo rige a partir de su aprobación.  
 
 

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE 
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PROYECTO DE ACUERDO Nº 179 DE 2024 
 

PRIMER DEBATE 

 

 
"POR MEDIO DEL CUAL SE DICTAN LINEAMIENTOS PARA PROMOVER EL 

TELETRABAJO Y EL EMPLEO EN MODALIDAD HÍBRIDA Y SUPLEMENTARIA” 

  

 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

Colombia, es el lugar donde más horas se trabaja entre los países miembros de la 

OCDE, en promedio, los colombianos laboran alrededor de 2.405 horas al año9. Por su 

parte, Bogotá es la ciudad más congestionada en hora pico en el mundo y además, la 

capital se ubica en el puesto 53 de las ciudades más contaminadas del mundo10, por 

ello, se deben considerar alternativas encaminadas a superar la situación ambiental 

de contaminación y el caos en materia movilidad.  

Como una posible solución a lo anterior, es viable considerar alternativas al trabajo 

convencional, como, por ejemplo: los modelos híbridos de trabajo, que ofrecen a los 

empleados flexibilidad y apoyo al combinar trabajo presencial y remoto. En un lugar 

de trabajo híbrido, suele haber más autonomía y un mejor equilibrio entre la vida 

personal y laboral. Los modelos híbridos también ofrecen beneficios en términos de 

movilidad, protección del medio ambiente y reducción de la contaminación por 

material particulado. 

                                                           
9https://www.infobae.com/colombia/2023/12/26/colombia-es-el-pais-con-mas-horas-trabajadas-del-mundo-segun-la-

ocde/#:~:text=Colombia%20es%20el%20pa%C3%ADs%20con,como%20M%C3%A9xico%20y%20Costa%20Rica. 

 
10https://www.portafolio.co/sostenibilidad/las-tres-ciudades-de-latinoamerica-con-peor-calidad-del-aire-hay-una-colombiana-

595210 

 

https://www.infobae.com/colombia/2023/12/26/colombia-es-el-pais-con-mas-horas-trabajadas-del-mundo-segun-la-ocde/#:~:text=Colombia%20es%20el%20pa%C3%ADs%20con,como%20M%C3%A9xico%20y%20Costa%20Rica
https://www.infobae.com/colombia/2023/12/26/colombia-es-el-pais-con-mas-horas-trabajadas-del-mundo-segun-la-ocde/#:~:text=Colombia%20es%20el%20pa%C3%ADs%20con,como%20M%C3%A9xico%20y%20Costa%20Rica
https://www.infobae.com/colombia/2023/12/26/colombia-es-el-pais-con-mas-horas-trabajadas-del-mundo-segun-la-ocde/#:~:text=Colombia%20es%20el%20pa%C3%ADs%20con,como%20M%C3%A9xico%20y%20Costa%20Rica
https://www.portafolio.co/sostenibilidad/las-tres-ciudades-de-latinoamerica-con-peor-calidad-del-aire-hay-una-colombiana-595210
https://www.portafolio.co/sostenibilidad/las-tres-ciudades-de-latinoamerica-con-peor-calidad-del-aire-hay-una-colombiana-595210
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Las empresas se benefician de una fuerza laboral productiva, saludable y estable. 

Según Gartner, "dónde y cuándo se haga el trabajo estará determinado por aquello que 

impulse la máxima productividad y compromiso".11 

Un lugar de trabajo híbrido que aplica un enfoque people-first (es decir, contempla una 

serie de acciones encaminadas a reducir los factores que pueden llegar a afectar de 

forma importante a los trabajadores, tanto su salud física como mental y financiera) 

aprovecha la evolución de las tecnologías para ser flexible, ágil y productivo. Según 

Gartner, "en las organizaciones típicas donde el personal trabaja un estándar de 40 

horas semanales en el lugar, solo el 36% del personal tuvo un alto desempeño. Cuando 

las organizaciones pasan de ese entorno a uno muy flexible, donde el personal puede 

elegir dónde, cuándo y cuánto trabaja, el 55% tuvo un alto desempeño".12 

Por ejemplo, el modelo de trabajo híbrido, ha sido implementado en diferentes países 

y logró demostrar diferentes ventajas en comparación al modelo de trabajo 

convencional, siendo así, una alternativa de trabajo más cómoda y productiva, que se 

puede aplicar a diferentes actividades económicas, y distintos modelos de empresa. 

Son varios los factores que contribuyen a aumentar la productividad, cuando se 

implementa un modelo de trabajo híbrido, por ejemplo: 

1. Se cuenta con mayor autonomía para elegir horario y lugar de trabajo;  

2. Se presentan menos interrupciones en casa que en la oficina; 

3. Hay reutilización del tiempo de traslado. 

Por ejemplo, en una ciudad como Bogotá, donde según un estudio realizado por 

Probogota: en promedio los ciudadanos tardan dos horas diarias para trasladarse a 

sus empleos, considero que esta alternativa puede ser fundamental para la utilización 

efectiva de los tiempos muertos de los trabajadores sin cerrarle la puerta a la 

posibilidad de asistir presencialmente a sus empleos algunos días de la semana.13 

                                                           
11 Recuperado de https://www.gartner.com/en/newsroom/press-releases/2020-10-13-gartner-identifies-three-dimensions-that-

define-the-new-employer-employee-relationship 

 

 
12 Recuperado de https://www.gartner.com/en/newsroom/press-releases/2020-10-13-gartner-identifies-three-dimensions-that-

define-the-new-employer-employee-relationship 
13 https://www.probogota.org/post/trabajadores-tardan-en-promedio-dos-horas-diarias-para-llegar-a-trabajos-en-

bogot%C3%A1#:~:text=23%20mar%202022-

https://www.gartner.com/en/newsroom/press-releases/2020-10-13-gartner-identifies-three-dimensions-that-define-the-new-employer-employee-relationship
https://www.gartner.com/en/newsroom/press-releases/2020-10-13-gartner-identifies-three-dimensions-that-define-the-new-employer-employee-relationship
https://www.gartner.com/en/newsroom/press-releases/2020-10-13-gartner-identifies-three-dimensions-that-define-the-new-employer-employee-relationship
https://www.gartner.com/en/newsroom/press-releases/2020-10-13-gartner-identifies-three-dimensions-that-define-the-new-employer-employee-relationship
https://www.probogota.org/post/trabajadores-tardan-en-promedio-dos-horas-diarias-para-llegar-a-trabajos-en-bogot%C3%A1#:~:text=23%20mar%202022-,Trabajadores%20tardan%20en%20promedio%20dos%20horas%20diarias%20para%20llegar%20a,dos%20horas%20en%20transporte%20p%C3%BAblico
https://www.probogota.org/post/trabajadores-tardan-en-promedio-dos-horas-diarias-para-llegar-a-trabajos-en-bogot%C3%A1#:~:text=23%20mar%202022-,Trabajadores%20tardan%20en%20promedio%20dos%20horas%20diarias%20para%20llegar%20a,dos%20horas%20en%20transporte%20p%C3%BAblico


 
 
 
EDICIÓN  3653 ENERO 29 DEL AÑO 2024                 ANALES DEL CONCEJO DE BOGOTÁ, D.C. 
 
 
 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 
 

3286 

             

Este tipo de modelo mejora la experiencia de los empleados y el equilibrio entre la vida 

personal y laboral. La flexibilidad y la autonomía aumentan la eficiencia y mejoran el 

desempeño de los empleados y el bienestar general. Un enfoque integrado para el 

equilibrio entre la vida personal y laboral  ayuda a crear un lugar de trabajo híbrido 

exitoso(SAP 2022)14. 

Así pues, en Colombia, actualmente, el trabajo remoto en general, está regulado por la 
LEY 2121 DE 2021 "por medio de la cual se crea el régimen de trabajo remoto y se 
establecen normas para promoverlo, regularlo y se dictan otras disposiciones" 

 

El objeto de esta ley es: “crear una nueva forma de ejecución del contrato de trabajo, 

denominada trabajo remoto, la cual será pactada de manera voluntaria por las partes y 

podrá ser desarrollada a través de las tecnologías existentes y nuevas, u otros medios 

y mecanismos que permitan ejercer la labor contratada de manera remota” 

La norma en mención, definió el trabajo remoto, su forma de ejecución y al trabajador 

remoto, en los siguientes términos: 

“Trabajo remoto: Es una forma de ejecución del contrato de trabajo en la cual 

toda la relación laboral, desde su inicio hasta su terminación, se debe realizar de 

manera remota mediante la utilización de tecnologías de la información y las 

telecomunicaciones u otro medio o mecanismo, donde el empleador y trabajador, 

no interactúan físicamente a lo largo de la vinculación contractual.  

Nueva forma de ejecución del contrato remota. Es aquella por la cual una 

persona natural, vinculada por un contrato laboral, se obliga a prestar una 

actividad remota a través de las tecnologías disponibles u otro medio o 

mecanismo, en favor de otra persona, natural o jurídica, bajo la continuada 

dependencia o subordinación de la segunda y mediante la obtención de un salario, 

lo cual puede constar en medios digitales. Las partes podrán manifestar su 

                                                           

,Trabajadores%20tardan%20en%20promdio%20dos%20horas%20diarias%20para%20llegar%20a,dos%20horas%20en%20tr

ansporte%20p%C3%BAblico. 

 
14 https://www.sap.com/latinamerica/products/hcm/what-is-a-hybrid-workplace-model.html 

 

https://www.probogota.org/post/trabajadores-tardan-en-promedio-dos-horas-diarias-para-llegar-a-trabajos-en-bogot%C3%A1#:~:text=23%20mar%202022-,Trabajadores%20tardan%20en%20promedio%20dos%20horas%20diarias%20para%20llegar%20a,dos%20horas%20en%20transporte%20p%C3%BAblico
https://www.probogota.org/post/trabajadores-tardan-en-promedio-dos-horas-diarias-para-llegar-a-trabajos-en-bogot%C3%A1#:~:text=23%20mar%202022-,Trabajadores%20tardan%20en%20promedio%20dos%20horas%20diarias%20para%20llegar%20a,dos%20horas%20en%20transporte%20p%C3%BAblico
https://www.sap.com/latinamerica/products/hcm/what-is-a-hybrid-workplace-model.html
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consentimiento y/o aceptación mediante el uso de la firma electrónica digital y a 

través de mensajes de datos.  

Trabajador remoto: Persona natural, cubierta por los principios mínimos del 

trabajo y vinculado mediante un contrato de trabajo, desarrollando actividades de 

manera remota a través de las tecnologías existentes y nuevas u otro medio o 

mecanismo.” 

 

Por su parte, el Decreto Distrital 050 de 2023, define en su artículo 5, las modalidades 

de Teletrabajo de la siguiente manera: 

  

a. Teletrabajadores en modalidad suplementaria: Son aquellos que laboran dos (2) 

o tres (3) días a la semana en su propio domicilio o un lugar autorizado y el resto de los 

días en las instalaciones de las entidades u organismos distritales, la entidad u 

organismo distrital podrá de mutuo acuerdo, determinar los días de presencialidad y 

teletrabajo que podrán ser fijos o variables. 

  

b. Teletrabajadores en modalidad autónoma: Son aquellos que laboran siempre 

desde su propio domicilio o un lugar autorizado y sólo acuden a la entidad u organismo 

distrital en algunas ocasiones. En casos especiales, se podrá autorizar esta modalidad 

de teletrabajo para servidores/as públicos/as, empleados/as o trabajadores/as 

oficiales individualmente identificados y considerados, situación que debe ser revisada 

y evaluada por el Equipo Técnico de Apoyo en teletrabajo del organismo o entidad 

Distrital. 

  

c. Teletrabajadores en modalidad móvil: Son aquellos que no tienen un lugar de 

trabajo establecido y cuyas herramientas primordiales para desarrollar sus actividades 

profesionales son las tecnologías de la información y la comunicación -TIC, en 

dispositivos móviles. En casos especiales, se podrá autorizar esta modalidad de 

teletrabajo para servidores/as públicos/as, empleados/as o trabajadores/as oficiales 
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individualmente identificados y considerados, situación que debe ser revisada y 

evaluada por el Equipo Técnico de Apoyo en teletrabajo del organismo o entidad Distrital. 

  

Con todo, la anterior, es claro que en Colombia es fundamental la implementación y 

adaptación del trabajo híbrido (también llamado trabajo en modalidad suplementaria) 

en todos los sectores de la economía, en los cuales por su actividad se pueda 

implementar ya que genera grandes beneficios para las organizaciones, aumento de 

productividad, disminución de ausentismo laboral, competitividad frente a las otras 

empresas, incorporación de nuevas personas. Entre otros beneficios conexos a la 

movilidad y al medio ambiente. 

 

 

 

I. OBJETO DEL PROYECTO 

 

El presente proyecto de acuerdo, tiene por objeto dictar lineamientos para promover el 

teletrabajo y el empleo en modalidad híbrida o suplementaria en las entidades del 

distrito, con el fin de propender por una mejor calidad de vida de los empleados, una 

mejora en la movilidad en el distrito capital y una mitigación del impacto vehicular en 

el medio ambiente. 

   

 

II. CONSIDERACIONES Y JUSTIFICACIÓN 
 

Beneficios para la salud 

 

● Disminuye los niveles de estrés. Está claro que trabajar en un ambiente 

laboral estresante puede afectar la salud física y mental. Por ejemplo, según un 

estudio de la Universidad Cooperativa de Colombia “Las consecuencias del estrés 

laboral se dan con mayor frecuencia en los trabajos que producen alta tensión 



 
 
 
EDICIÓN  3653 ENERO 29 DEL AÑO 2024                 ANALES DEL CONCEJO DE BOGOTÁ, D.C. 
 
 
 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 
 

3289 

             

debido a la presión de los superiores o lo demandante de las tareas...”15 En ese 

sentido, implementando este modelo de trabajo se pueden reducir los efectos 

negativos de la exposición a ciertas condiciones limitando la frecuencia de la 

asistencia al lugar de trabajo. 

 

● Optimización del tiempo. Según el portal Workplace. El trabajo híbrido permite 

a los empleados gestionar de manera más efectiva sus responsabilidades 

laborales y personales, lo que contribuye a un mejor equilibrio entre trabajo y 

vida personal, esto conlleva a que mejoren su salud mental.16  

 

● Menor exposición a enfermedades contagiosas. En situaciones que impliquen 

riesgos de salud pública, el trabajo híbrido puede reducir la exposición de los 

empleados a entornos de oficina concurridos, disminuyendo el riesgo de 

propagación de enfermedades contagiosas. Por ejemplo, en un estudio realizado 

por la Universidad de la Salle en méxico se indica que: (…) “el teletrabajo llegó 

para quedarse, siendo el COVID-19 un acelerador, provocando un aumento 

involuntario del teletrabajo para millones de personas. El teletrabajo ha permitido 

seguir operando y garantizar la salud y la seguridad de sus empleados a muchas 

empresas…”17 

 

En general, el impacto del trabajo híbrido en la salud depende en gran medida de cómo 

se implementa y gestiona. Es fundamental que las empresas adopten medidas para 

promover un entorno de trabajo saludable, brinden apoyo a la salud mental y física de 

los empleados, y fomenten una cultura que equilibre la productividad con el bienestar. 

 

                                                           
15 Recuperado de chrome-

extension://efaidnbmnnnibpcajpcglclefindmkaj/https://repository.ucc.edu.co/server/api/core/bitstreams/9eebe86e-7cb7-4630-

9156-b34104afaba6/content 

 
16 https://es-la.workplace.com/blog/trabajo-hibrido 

 
17 Recuperado de 

https://repositorio.lasalle.mx/bitstream/handle/lasalle/2565/Ruy%20Minoru%20Kaneko%20Fuerte_estudio%20de%20caso.p

df?sequence=1&isAllowed=y 

 

https://repository.ucc.edu.co/server/api/core/bitstreams/9eebe86e-7cb7-4630-9156-b34104afaba6/content
https://repository.ucc.edu.co/server/api/core/bitstreams/9eebe86e-7cb7-4630-9156-b34104afaba6/content
https://es-la.workplace.com/blog/trabajo-hibrido
https://repositorio.lasalle.mx/bitstream/handle/lasalle/2565/Ruy%20Minoru%20Kaneko%20Fuerte_estudio%20de%20caso.pdf?sequence=1&isAllowed=y
https://repositorio.lasalle.mx/bitstream/handle/lasalle/2565/Ruy%20Minoru%20Kaneko%20Fuerte_estudio%20de%20caso.pdf?sequence=1&isAllowed=y
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Beneficios en la movilidad 

 

Según el Diario la República (2023) La movilidad es uno de los principales problemas 

que enfrentan las grandes ciudades como Bogotá, en 2022: “la capital se posicionó 

como el lugar con más congestión en el mundo durante la hora pico, según un informe 

de TomTom Traffic Index publicado por el Financial Times, señaló que los ciudadanos de 

la capital pierden 132 horas en el año debido a los trancones”. 18 

 

En los últimos años, el trabajo híbrido ha surgido como una solución a este problema 

de movilidad, ya que permite a las personas mantenerse conectadas con su lugar de 

trabajo sin afectar su calidad de vida al pasar mucho tiempo atrapados en el tráfico. 

 

La implementación del trabajo híbrido puede tener varios impactos positivos en la 

movilidad de una ciudad, mejorando la eficiencia y reduciendo la congestión. Aquí 

podemos ver algunos ejemplos en las que el trabajo híbrido puede contribuir a mejorar 

la movilidad urbana: 

 

● Reducción del tráfico diario. Al permitir que los empleados trabajen desde casa 

parte del tiempo, se reduce la cantidad de personas que necesitan desplazarse 

diariamente hacia y desde la oficina. Según Sciencedirect “… el teletrabajo puede 

ser muy útil para conseguir reducir sustancialmente el número de desplazamientos por 

los núcleos urbanos y contribuir de esta manera a la mejora ya la sostenibilidad de la 

movilidad en las ciudades…”19. Esto puede disminuir la congestión del tráfico en 

las horas pico, mejorando la fluidez del tráfico para aquellos que aún necesitan 

desplazarse. 

 

● Menor demanda de transporte público. Entre menos personas utilicen el 

transporte, se reduce la demanda sobre los sistemas de transporte masivo, por 

                                                           
18 Recuperado de https://www.larepublica.co/globoeconomia/bogota-es-la-ciudad-del-mundo-donde-mas-se-pierde-tiempo-

en-el-trafico-en-hora-pico-3655783 

 
19 https://www.sciencedirect.com/science/article/pii/S1135252313000154#sec0015 

 

https://www.larepublica.co/globoeconomia/bogota-es-la-ciudad-del-mundo-donde-mas-se-pierde-tiempo-en-el-trafico-en-hora-pico-3655783
https://www.larepublica.co/globoeconomia/bogota-es-la-ciudad-del-mundo-donde-mas-se-pierde-tiempo-en-el-trafico-en-hora-pico-3655783
https://www.sciencedirect.com/science/article/pii/S1135252313000154#sec0015
https://www.sciencedirect.com/science/article/pii/S1135252313000154#sec0015
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ejemplo según la CEPAL, El efecto post pandemia del Covid- 19, genero un 

impacto en el manejo del transporte público en las diferentes ciudades de 

América Latina, disminuyendo su utilización al contar con la implementación de 

trabajos remotos.20 

 

● Facilitación de desplazamientos fuera de las horas pico. El trabajo híbrido 

permite a los empleados tener mayor flexibilidad en sus horarios laborales. Esto 

puede llevar a una distribución más uniforme de los desplazamientos a lo largo 

del día, evitando las congestiones asociadas con las tradicionales horas pico de 

entrada y salida de la oficina. Por ejemplo, según el Ministerio de Tecnologías de 

la Información y las Comunicaciones, el teletrabajo también contribuye con la 

movilización en una ciudad en la que el tráfico en horas pico es cada vez más 

complejo, y en la que se han presentado altos índices de contaminación.21 

 

 

● Mayor eficiencia en el uso del espacio urbano. Menos personas viajando 

diariamente a la oficina significa menos necesidad de espacio para 

estacionamientos y estructuras asociadas, incluso podrían llevar a replantear el 

ordenamiento territorial que podría incluso llegar a impulsar el teletrabajo, 

veamos como lo enmarca Universidad Nacional de San Luis Proyecto "Culturas 

Juveniles": 

 

“El planeamiento del uso del suelo podría impulsar el teletrabajo más 

directamente. Si se impusieran reglas o se ofrecieran incentivos a los nuevos 

desarrollos urbanísticos para que provean a sus habitantes de infraestructuras 

de telecomunicaciones de última generación, se ampliará el número de tareas 

factibles de efectuar desde el hogar. El diseño de las casas podría incluir espacios 

específicos para oficinas hogareñas. Se pueden implementar tele-centros 

                                                           
20 chrome-extension://efaidnbmnnnibpcajpcglclefindmkaj/https://repositorio.cepal.org/server/api/core/bitstreams/1f83229e-

131d-4cfa-bbd7-bf83339f43d0/content 

 
21 https://www.teletrabajo.gov.co/814/w3-article-15726.html 

 

https://repositorio.cepal.org/server/api/core/bitstreams/1f83229e-131d-4cfa-bbd7-bf83339f43d0/content
https://repositorio.cepal.org/server/api/core/bitstreams/1f83229e-131d-4cfa-bbd7-bf83339f43d0/content
https://www.teletrabajo.gov.co/814/w3-article-15726.html
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barriales, locales provistos de equipamiento en telecomunicaciones pagado 

parcialmente por diversas empresas, para ser usados tanto por los 

teletrabajadores como por organizaciones comunitarias locales.”22 

 

 

En resumen, el trabajo híbrido puede contribuir a un transporte urbano más 

sostenible al reducir el número de viajes diarios, reducir la congestión del tráfico y 

fomentar opciones de transporte más eficientes y ecológicas.       

 

Beneficios al medio ambiente.  

 

La implementación del trabajo híbrido no solo cambia la forma en que las personas 

realizan las tareas diarias, sino que también ofrece una oportunidad única para crear 

impactos ambientales positivos.  

 

Considero que al minimizar los desplazamientos diarios y fomentar prácticas 

sostenibles tanto en el hogar como en el trabajo, el trabajo híbrido se convierte en una 

herramienta estratégica para abordar los desafíos ambientales actuales.  

 

Esta revolución en la forma en que trabajamos traerá importantes beneficios para la 

salud del planeta. Reducir el número de viajes diarios a la oficina reduce 

significativamente las emisiones de gases de efecto invernadero asociadas con el 

transporte. Segun Alvarenga(2020) una investigación realizada por Greenpeace y 

Instituto de Estudios Futuros y Evaluación de Tecnología (IZT), indican que el 

teletrabajo puede reducir en 5.4 millones de toneladas al año las emisiones de dióxido 

de carbono (CO2)23. adicional a esto un estudio de Teletrabajo de la Agencia 

Internacional de la Energía (AIE) quien “ha publicado una batería de medidas (como el 

teletrabajo) reducirían el consumo de crudo en 2,7 millones de barriles diarios, cerca del 

                                                           
22 https://revistakairos.org/el-teletrabajo-y-sus-relaciones-con-el-uso-del-espacio-urbano/ 
23 https://notibomba.com/estudio-asegura-que-teletrabajo-tiene-sus-beneficios-ambientales/ 

 

https://notibomba.com/estudio-asegura-que-teletrabajo-tiene-sus-beneficios-ambientales/
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3% de la demanda mundial y el equivalente a lo que gastan todos los coches 

matriculados en China.”24 

 

En este sentido, el camino a seguir parece bastante claro, el trabajo híbrido puede ser 

una medida adicional en la lucha contra el cambio climático y a su vez, ahorrar 

recursos al reducir la necesidad de desplazamientos diarios, reducir el consumo 

energético en las empresas y promover prácticas sostenibles en el lugar de trabajo.  

 

Por ello, adoptar un enfoque híbrido no sólo beneficia a las empresas y a los 

trabajadores en términos de flexibilidad y productividad, sino que también puede tener 

un impacto positivo a largo plazo en la salud de nuestro planeta. 

 

De acuerdo a lo anterior, resulta necesario que el Concejo de Bogotá, como órgano 

competente para dictar las normas necesarias para garantizar la preservación y 

defensa del patrimonio ecológico, los recursos naturales y el medio ambiente, adopte 

medidas para dictar lineamientos sobre la implementación del trabajo híbrido en el 

distrito capital. 

 

 

Participación Ciudadana en el presente Proyecto de Acuerdo. 

 

En el marco del presente proyecto se llevó a cabo una encuesta con la finalidad de 

conocer la opinión de la ciudadanía en relación su percepción sobre el trabajo híbrido 

en Bogotá. Para cumplir con dicho objetivo, se consultaron 364 personas, tanto del 

sector público como del sector privado.  

 

El cuestionario contaba con las siguientes preguntas 

 

1. ¿Estas de acuerdo con un modelo de trabajo híbrido en Bogotá (Unos días en 

casa, otros en la oficina)? 

                                                           
24https://elpais.com/economia/2022-03-18/teletrabajo-tres-dias-a-la-semana-transporte-publico-mas-barato-y-limites-de-

velocidad-estrictos-asi-quiere-la-aie-reducir-el-consumo-de-petroleo.html 

 

https://elpais.com/economia/2022-03-18/teletrabajo-tres-dias-a-la-semana-transporte-publico-mas-barato-y-limites-de-velocidad-estrictos-asi-quiere-la-aie-reducir-el-consumo-de-petroleo.html
https://elpais.com/economia/2022-03-18/teletrabajo-tres-dias-a-la-semana-transporte-publico-mas-barato-y-limites-de-velocidad-estrictos-asi-quiere-la-aie-reducir-el-consumo-de-petroleo.html
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RESULTADO: como podemos apreciar el 94,2% de los encuestados están de 

acuerdo con la implementación de un modelo híbrido en Bogotá, solo el 5,8% de 

encuestados no están de acuerdo.  

 

 

 

2. ¿Crees que el modelo de trabajo híbrido es una alternativa para mejorar los 

problemas de movilidad en la ciudad? 
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RESULTADO: El 95.3% de los encuestados consideran que la implementación 

del trabajo híbrido en Bogotá, puede ser una alternativa para mejorar los 

problemas de movilidad del distrito  

 

3. ¿Crees que el modelo de trabajo híbrido es una alternativa para mejorar la 

contaminación generada por los vehículos en la ciudad? 

 

 
 

RESULTADO: Del mismo modo el 92.5% de las personas encuestadas 

consideran que la implementación de un trabajo híbrido en Bogotá reduciría 

porcentualmente la contaminación emitida por los vehículos de la ciudad    

 

 

4. ¿Actualmente trabajas en una entidad del distrito? 
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RESULTADO: Finalmente la encuesta busca conocer la percepción de la 

ciudadanía independiente del sector en el cual desempeñe sus labores 

económicas por esta razón el 48.2% de los encuestados no se encuentran 

vinculados a ninguna entidad del distrito, y el 51.8% de las personas 

entrevistadas laboran en diferentes entidades del distrito  

 

En conclusión, esta encuesta, permitió apreciar como la implementación de este 

modelo de trabajo sería aceptado de buena manera entre los trabajadores del distrito, 

y generar esta alternativa permitiría a la población pensar en mejoras en la movilidad 

e impacto en el medio ambiente del distrito.  

 

 

Relación del Proyecto con los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) 

 

De acuerdo con los objetivos publicados en la página de la Secretaría de Planeación , 

uno de los objetivos de desarrollo sostenible es, Lograr que las ciudades y los 

asentamientos humanos sean inclusivos, seguros, resilientes y sostenibles; una de las 

metas claras para lograr este objetivo es “Reducir en el 10% como promedio ponderado 

ciudad, la concentración de material particulado PM10 y PM2.5, mediante la 

implementación del Plan de Gestión Integral de Calidad de Aire”25 y teniendo en cuenta 

                                                           
25 Recuperado de https://asivaelplan.sdp.gov.co/ods.php 

 

https://asivaelplan.sdp.gov.co/ods.php
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que según un estudio realizado por la universidad Libre “el flujo vehicular es la principal 

fuente de emisión de PM10, con una tasa promedio de emisión de 596 g PM10/hora”26  

 

Se entiende que implementar un modelo de trabajo híbrido en el distrito puede 

impactar positivamente en el cumplimiento de la meta trazada y a su vez, en el 

cumplimiento del objetivo, ya que, como se explica en el cuerpo del proyecto, una de 

las ventajas de este modelo de trabajo es la reducción de tráfico diario, si se disminuye 

la necesidad de vehículos diarios en la ciudad, se disminuye la emisión de material 

particulado PM10.  

 

RELACIÓN DEL PROYECTO CON EL PLAN DE DESARROLLO VIGENTE 
 
Una de las tareas fundamentales en la formulación de proyectos de acuerdo, es 

que estos guarden relación con el Plan de Desarrollo. 
 
Sobre el particular, encontramos que en Plan de Desarrollo Económico, Social, 

Ambiental y de Obras Públicas del Distrito Capital 2020-2024 “Un nuevo contrato 
social y ambiental para la Bogotá del siglo XXI” se estableció como metas trazadoras 

74 y 75 implementar una estrategia progresiva de teletrabajo en el 100% de los 
organismos y entidades distritales, con enfoque de género, privilegiando a las mujeres 
cabeza de hogar y la inclusión de 5.400 funcionarios en modalidad de teletrabajo al 

finalizar este cuatrienio, en el año 2024. 
 

Por lo tanto, se evidencia la necesidad de fortalecer la normatividad distrital en aras 
de cumplir la meta trazada en dicha norma.  
 

 

 

                                                           
26 Recuperado de chrome-

extension://efaidnbmnnnibpcajpcglclefindmkaj/https://repository.unilibre.edu.co/bitstream/handle/10901/15882/DF%20-

%20Estudio%20del%20PM10%20en%20la%20U%20Libre%20Sede%20Candelaria%20-

%20Caterine%20Caballero%20y%20Daniel%20Valencia.pdf?sequence=1#:~:text=Se%20encontr%C3%B3%20que%20el%

20flujo,%C2%B5g%2Fm%C2%B3%20y%20entre%20la 

 

https://repository.unilibre.edu.co/bitstream/handle/10901/15882/DF%20-%20Estudio%20del%20PM10%20en%20la%20U%20Libre%20Sede%20Candelaria%20-%20Caterine%20Caballero%20y%20Daniel%20Valencia.pdf?sequence=1#:~:text=Se%20encontr%C3%B3%20que%20el%20flujo,%C2%B5g%2Fm%C2%B3%20y%20entre%20la
https://repository.unilibre.edu.co/bitstream/handle/10901/15882/DF%20-%20Estudio%20del%20PM10%20en%20la%20U%20Libre%20Sede%20Candelaria%20-%20Caterine%20Caballero%20y%20Daniel%20Valencia.pdf?sequence=1#:~:text=Se%20encontr%C3%B3%20que%20el%20flujo,%C2%B5g%2Fm%C2%B3%20y%20entre%20la
https://repository.unilibre.edu.co/bitstream/handle/10901/15882/DF%20-%20Estudio%20del%20PM10%20en%20la%20U%20Libre%20Sede%20Candelaria%20-%20Caterine%20Caballero%20y%20Daniel%20Valencia.pdf?sequence=1#:~:text=Se%20encontr%C3%B3%20que%20el%20flujo,%C2%B5g%2Fm%C2%B3%20y%20entre%20la
https://repository.unilibre.edu.co/bitstream/handle/10901/15882/DF%20-%20Estudio%20del%20PM10%20en%20la%20U%20Libre%20Sede%20Candelaria%20-%20Caterine%20Caballero%20y%20Daniel%20Valencia.pdf?sequence=1#:~:text=Se%20encontr%C3%B3%20que%20el%20flujo,%C2%B5g%2Fm%C2%B3%20y%20entre%20la
https://repository.unilibre.edu.co/bitstream/handle/10901/15882/DF%20-%20Estudio%20del%20PM10%20en%20la%20U%20Libre%20Sede%20Candelaria%20-%20Caterine%20Caballero%20y%20Daniel%20Valencia.pdf?sequence=1#:~:text=Se%20encontr%C3%B3%20que%20el%20flujo,%C2%B5g%2Fm%C2%B3%20y%20entre%20la
https://repository.unilibre.edu.co/bitstream/handle/10901/15882/DF%20-%20Estudio%20del%20PM10%20en%20la%20U%20Libre%20Sede%20Candelaria%20-%20Caterine%20Caballero%20y%20Daniel%20Valencia.pdf?sequence=1#:~:text=Se%20encontr%C3%B3%20que%20el%20flujo,%C2%B5g%2Fm%C2%B3%20y%20entre%20la
https://repository.unilibre.edu.co/bitstream/handle/10901/15882/DF%20-%20Estudio%20del%20PM10%20en%20la%20U%20Libre%20Sede%20Candelaria%20-%20Caterine%20Caballero%20y%20Daniel%20Valencia.pdf?sequence=1#:~:text=Se%20encontr%C3%B3%20que%20el%20flujo,%C2%B5g%2Fm%C2%B3%20y%20entre%20la
https://repository.unilibre.edu.co/bitstream/handle/10901/15882/DF%20-%20Estudio%20del%20PM10%20en%20la%20U%20Libre%20Sede%20Candelaria%20-%20Caterine%20Caballero%20y%20Daniel%20Valencia.pdf?sequence=1#:~:text=Se%20encontr%C3%B3%20que%20el%20flujo,%C2%B5g%2Fm%C2%B3%20y%20entre%20la
https://repository.unilibre.edu.co/bitstream/handle/10901/15882/DF%20-%20Estudio%20del%20PM10%20en%20la%20U%20Libre%20Sede%20Candelaria%20-%20Caterine%20Caballero%20y%20Daniel%20Valencia.pdf?sequence=1#:~:text=Se%20encontr%C3%B3%20que%20el%20flujo,%C2%B5g%2Fm%C2%B3%20y%20entre%20la
https://repository.unilibre.edu.co/bitstream/handle/10901/15882/DF%20-%20Estudio%20del%20PM10%20en%20la%20U%20Libre%20Sede%20Candelaria%20-%20Caterine%20Caballero%20y%20Daniel%20Valencia.pdf?sequence=1#:~:text=Se%20encontr%C3%B3%20que%20el%20flujo,%C2%B5g%2Fm%C2%B3%20y%20entre%20la
https://repository.unilibre.edu.co/bitstream/handle/10901/15882/DF%20-%20Estudio%20del%20PM10%20en%20la%20U%20Libre%20Sede%20Candelaria%20-%20Caterine%20Caballero%20y%20Daniel%20Valencia.pdf?sequence=1#:~:text=Se%20encontr%C3%B3%20que%20el%20flujo,%C2%B5g%2Fm%C2%B3%20y%20entre%20la
https://repository.unilibre.edu.co/bitstream/handle/10901/15882/DF%20-%20Estudio%20del%20PM10%20en%20la%20U%20Libre%20Sede%20Candelaria%20-%20Caterine%20Caballero%20y%20Daniel%20Valencia.pdf?sequence=1#:~:text=Se%20encontr%C3%B3%20que%20el%20flujo,%C2%B5g%2Fm%C2%B3%20y%20entre%20la
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ANÁLISIS DE LA COMPETENCIA QUE PUEDEN ASUMIR LOS DIFERENTES 

SECTORES DE LA ADMINISTRACIÓN EN EL SISTEMA DE ATENCIÓN INTEGRAL: 

 

1. Secretaria De Desarrollo Económico  

 

La Secretaría Distrital de Desarrollo Económico tiene por objeto orientar y liderar la 

formulación de políticas de desarrollo económico de las actividades comerciales, 

empresariales y de turismo, que conlleve a la creación o revitalización de empresas, a 

la generación de empleo y de nuevos ingresos para los ciudadanos, en este sentido es 

fundamental su apoyo, en la implementación de un modelo híbrido de trabajo, donde 

no se vea afectado el desarrollo económico de las diferentes organizaciones del distrito. 

 

2.  Secretaría de Ambiente:  

 

La Secretaria Distrital de Ambiente, como autoridad ambiental del Distrito Capital 

propende por el desarrollo sostenible de la ciudad, formulando promoviendo y 

orientando políticas, planes y programas que permitan la conservación, protección y 

recuperación del ambiente y de los bienes y servicios naturales de la Estructura 

Ecológica Principal y de las áreas de interés ambiental; esta entidad, en el marco del 

proyecto, puede analizar el impacto de los modelos de trabajo híbrido y su impacto en 

el desarrollo sostenible de la capital, mediante el impacto en la reducción de la 

contaminación. 

 

3. Secretaría de Movilidad  

 

La Secretaría Distrital de Movilidad es un organismo del Sector Central con autonomía 

administrativa y financiera que tiene por objeto orientar y liderar la formulación de las 

políticas del sistema de movilidad para atender los requerimientos de desplazamiento 

de pasajeros y de carga en la zona urbana, tanto vehicular como peatonal 
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Así las cosas, la SDM, con la implementación de este proyecto de acuerdo tendría un 

papel fundamental en fomentar la movilidad sostenible y determinar el impacto de 

modelos de trabajo híbridos para reducir la congestión vehicular.  

 

4. Secretaria de Gobierno  

 

La SDG como ente interlocutor entre todas las entidades del distrito es fundamental 

para coordinar y asociar a todas las entidades participantes en este proyecto con el fin 

de dar los mejores resultados posibles en el medio ambiente, en la movilidad y en los 

derechos de los trabajadores.  

 

 

III. MARCO JURÍDICO 

 
A. DE ORDEN INTERNACIONAL 

 
A nivel internacional, la Organización Internacional del Trabajo (OIT) emitió el 
"Convenio sobre el trabajo a domicilio" en 1996 (núm. 177), el cual aunque no se 

aborda específicamente el trabajo remoto, se aborda el trabajo realizado en el domicilio 
del trabajador (incluye el teletrabajo). Así mismo, éste contribuye a la eliminación de 
la economía informal y promueve la igualdad de trato con otros trabajadores por 

cuenta ajena.  
 

El convenio estableció que la personas y/o empleados con trabajo deben recibir la misma 
protección que los demás trabajadores, abordando aspectos como la igualdad de trato, la 
seguridad y la salud laboral 
 
Además de ello, la OIT realizó una Recomendación sobre trabajo a domicilio en 1996 (núm. 
184), en la cual expresó que la autoridad del trabajo debería disponer de la misma 
información que llevar un registro de las personas que trabajan en esta modalidad en su 
nómina, y que la relación de trabajo se determinaba de acuerdo a los hechos relativos sin 
perjuicio de la manera en que se caracterice la relación.  
 
 
 



 
 
 
EDICIÓN  3653 ENERO 29 DEL AÑO 2024                 ANALES DEL CONCEJO DE BOGOTÁ, D.C. 
 
 
 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 
 

3300 

             

B. DE ORDEN CONSTITUCIONAL 

 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA: 

 

● Artículo 11. Toda persona tiene derecho al trabajo y goza de libertad para 

escoger profesión u oficio, dentro de las normas prescritas por la Constitución y 

la Ley. 

 

● Artículo 94:  La enunciación de los derechos y garantías contenidos en la 

Constitución y en los convenios internacionales vigentes, no debe entenderse 

como negación de otros que, siendo inherentes a la persona humana, no figuren 

expresamente en ellos. 

 

● Artículo 366. El bienestar general y el mejoramiento de la calidad de vida de la 

población son finalidades sociales del Estado. Será objetivo fundamental de su 

actividad la solución de las necesidades insatisfechas de salud, de educación, 

de saneamiento ambiental y de agua potable. 

 

C. DE ORDEN LEGAL Y NORMATIVO 

● Ley 2121 de 2021“Por la cual se establecen normas para promover y regular 

el Teletrabajo y se dictan otras disposiciones” Estableció una política clara 
sobre el trabajo remoto, definiéndolo como un instrumento de generación de 
empleo y autoempleo mediante la utilización de tecnologías de la información y 

las telecomunicaciones (TIC). (Así mismo, se señaló que el trabajo remoto debe 
estar basado en el respeto y garantía de los derechos mínimos en materia laboral 

y que los trabajadores deben recibir las mismas garantías individuales, garantías 
sindicales y de seguridad social.) 

 

● Ley 2191 de 2022, “Por medio de la cual se regula la desconexión laboral - 
ley de desconexión laboral”, crea, regula y promueve la desconexión laboral 

de los trabajadores en las relaciones laborales dentro de las diferentes 
modalidades de contratación vigentes en el ordenamiento jurídico colombiano y 
sus formas de ejecutarse, así como en las relaciones legales y/o reglamentarias, 



 
 
 
EDICIÓN  3653 ENERO 29 DEL AÑO 2024                 ANALES DEL CONCEJO DE BOGOTÁ, D.C. 
 
 
 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 
 

3301 

             

con el fin de garantizar el goce efectivo del tiempo libre y los tiempos de descanso, 
licencias, permisos y/o vacaciones para conciliar la vida personal, familiar y 
laboral. 

 
● Decreto 884 de 2012, “Por medio del cual se reglamenta la Ley 1221 de 

2008 y se dictan otras disposiciones”, compilado dentro del Capítulo 5 al 

Título 1, Parte 2, Libro 2 del Decreto 1072 de 2015, “Por medio del cual se 
expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Trabajo” que, en su 

artículo 2.2.1.5.1. Estableció las condiciones laborales especiales del teletrabajo 
que regirán las relaciones entre empleadores y teletrabajadores y que se 
desarrollan en el sector público y privado en relación de dependencia. 

 
● Decreto 1083 de 2015, “Por medio del cual se expide el Decreto Único 

Reglamentario del Sector de Función Pública” Que, en el capítulo 2, establece 
las funciones de los empleos según nivel jerárquico; En su artículo 2.2.5.5.54 
indica que los jefes de los organismos y entidades de la Rama Ejecutiva de los 

órdenes nacional y territorial podrán implementar el teletrabajo para los 
empleados públicos 

 

 

● Decreto 1227 de 2022, “Por el cual se modifican los artículos 2.2.1.5.3, 

2.2.1.5.5, 2.2.1.5.8 y 2.2.1.5.9, y se adicionan los artículos 2.2.1.5.15 al 
2.2.1.5.25 al Decreto 1072 de 2015, Único Reglamentario del Sector 

Trabajo, relacionados con el Teletrabajo”, Éste impulsa el teletrabajo como 
una forma de organización laboral y reduce los requisitos y barreras para su 
implementación. En el artículo 2.2.1.5.18., define los parámetros para la 

adopción y publicación de la Política Interna de Teletrabajo en entidades 
públicas. 

 

● Resolución 3192 de 2022 del Ministerio del Trabajo “Por la cual se 
reglamentan los plazos y la metodología para la elaboración de la política 

pública de fomento e implementación del Teletrabajo de que trata la Ley 
1221 de 2008”. Establece la Política Pública de Fomento e Implementación del 
Teletrabajo a cargo del Ministerio del Trabajo, se desarrolla desde la Dirección 

de Derechos Fundamentales; y la supervisión del cumplimiento de las fases y 
plazos del Ciclo de Política Pública, desde el Viceministerio de Relaciones 

Laborales e Inspección. 
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NORMATIVA DISTRITAL 

 

● Decreto Distrital 806 de 2019 “Por medio del cual se dictan disposiciones 

para la implementación, apropiación, adopción, fomento y sostenibilidad 

del Teletrabajo en organismos y entidades Distritales”.Esta norma, permitió 

avanzar en la implementación, apropiación, adopción, fomento y sostenibilidad 

del teletrabajo en la administración distrital. 

  

 
● Documento Conpes Distrital 07 de 2019, Política Pública Distrital de 

Gestión Integral del Talento Humano (PPDGITH) 2019-2030. Incluyó el 
Programa Teletrabajo Distrital en los factores estratégicos que incrementan la 
calidad de vida del talento humano Distrital, definiendo como meta, el número 

de teletrabajadores pertenecientes a entidades y organismos públicos distritales 
en cada vigencia, con un incremento anual hasta alcanzar la meta de 7.237 

teletrabajadores para el año 2030.  
  
 

● Decreto Distrital 492 de 2019 "Por el cual se expiden lineamientos 
generales sobre austeridad y transparencia del gasto público en las 
entidades y organismos del orden distrital y se dictan otras disposiciones”, 

en su artículo 2° indica que los representantes legales de las entidades y 
organismos distritales deberán propender para que las decisiones de gasto 

público se ajusten a criterios de eficiencia, eficacia y economía, con el fin de 
racionalizar el uso de los recursos públicos. Igualmente, adoptarán las medidas 
necesarias tendientes a que las decisiones de gasto público cumplan con los 

principios de planeación, coordinación, cumplimiento, objetividad, orientación a 
resultados, transparencia, legalidad, autocontrol, racionalización y austeridad.   

  

 
● Acuerdo Distrital 761 de 2020, Plan de Desarrollo Económico, Social, 

Ambiental y de Obras Públicas del Distrito Capital 2020-2024 “Un nuevo 
contrato social y ambiental para la Bogotá del siglo XXI” estableció como metas 
trazadoras 74 y 75 implementar una estrategia progresiva de teletrabajo en el 
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100% de los organismos y entidades distritales, con enfoque de género, 
privilegiando a las mujeres cabeza de hogar y la inclusión de 5.400 funcionarios 
en modalidad de teletrabajo al finalizar este cuatrienio, en el año 2024. 

 
 

● Circular 032 del 05 de mayo de 2021 de la Secretaría General de la Alcaldía 

Mayor de Bogotá: “Lineamiento para implementación del modelo de 
teletrabajo distrital con enfoque diferencial”, definió las acciones para 

potencializar el teletrabajo en las entidades y organismos del orden distrital, 
como una modalidad laboral dirigida a todos los servidores/as con enfoque 
diferencial, con el fin de contar con la participación de aquellos servidores/as 

con discapacidad, sean cuidadores/as,  madres o padres cabeza de familia y/o 
en plan de retiro. Adicionalmente, por medio de esta Circular, se optimizó el 

procedimiento a través de un número menor de fases de implementación, se 
establecieron horarios flexibles y se citó el derecho a la desconexión. 

  

 
● Acuerdo Distrital 821 de 2021, “Por medio del cual se establecen 

disposiciones orientadas a la implementación, promoción y continuidad del 

teletrabajo en las entidades del distrito capital”, definió los mecanismos que 
optimizan el desarrollo de las actividades laborales y el cuidado de los servidores 

públicos, así como la eficiencia de las entidades distritales en pro de la 
ciudadanía, conforme a la normativa vigente. En el numeral 5° del artículo 3° 
fueron definidos los criterios que priorizan la inclusión de servidores en 

teletrabajo. 
 

● “Lineamientos respecto de las modalidades de organización del trabajo en 

entidades y organismos de la administración distrital”, de la Directiva 
Conjunta 001 de 2022, la Secretaría General de la Alcaldía Mayor de Bogotá, la 

Secretaría Jurídica Distrital y el Departamento Administrativo del Servicio Civil 
Distrital, presentaron los cuales se aplican en las entidades y organismos 
distritales en todos sus órdenes. 

 

 

IV. COMPETENCIA DEL CONCEJO  
 

La Constitución Política de 1991 consagra en el artículo 313 que: 
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Corresponde a los concejos: 

 

9. Dictar las normas necesarias para el control, la preservación y defensa del 

patrimonio ecológico y cultural del municipio. 

 

El Decreto Ley 1421 de 1993, expresa en el artículo 12, numeral 1, lo siguiente: 

 

“Artículo 12. Atribuciones. Corresponde al Concejo Distrital, de conformidad con la 

Constitución y la ley: 

 

1. Dictar las normas necesarias para garantizar el adecuado cumplimiento de 

las funciones y la eficiente prestación de los servicios a cargo del Distrito. 

(…) 

 

7.  Dictar las normas necesarias para garantizar la preservación y     defensa 

del patrimonio ecológico, los recursos naturales y el medio ambiente. 

 

Por su parte, La Corte Constitucional en sentencia C-535 de 1996, sostuvo que la 

Constitución atribuye a los concejos municipales, como competencia propia, la 

facultad de dictar las normas para la protección del patrimonio ecológico municipal 

(CP art. 313 ord 9°), por lo cual la Corte considera que existen unos fenómenos 

ambientales que terminan en un límite municipal y pueden ser regulados 

autónomamente por el municipio.  

 

Según la Corte en dicho pronunciamiento, estos asuntos ecológicos que se agotan en 

un límite local determinado, y que por su naturaleza guardan una conexidad estrecha 

con la identidad y diversidad cultural de los municipios, constituyen lo que la 

Constitución ha denominado "patrimonio ecológico", y por lo tanto es al concejo 

municipal al que le corresponde de manera prioritaria su regulación.  
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En ese sentido, a partir de La Constitución Política de 1991, artículo 313 numeral 9, 

el Decreto Ley 1421 en el artículo 12, y del desarrollo jurisprudencial en la materia, es 

competente esta corporación para pronunciarse sobre el presente proyecto de acuerdo.  

 

V.  IMPACTO FISCAL  
 

De conformidad con lo anterior y en cumplimiento de la Ley 819 de 2003, “Por la cual 

se dictan normas orgánicas en materia de presupuesto, responsabilidad y 

transparencia fiscal y se dictan otras disposiciones y que en su artículo 7 determina 

que: 

 

“Análisis del impacto fiscal de las normas. En todo momento, el impacto fiscal de 

cualquier proyecto de ley, ordenanza o acuerdo, que ordene gasto o que otorgue 

beneficios tributarios, deberá hacerse explícito y deberá ser compatible con el Marco 

Fiscal de Mediano Plazo. (…)  

  

Los proyectos de ley de iniciativa gubernamental, que planteen un gasto adicional o 

una reducción de ingresos, deberán contener la correspondiente fuente sustitutiva por 

disminución de gasto o aumentos de ingresos, lo cual deberá ser analizado y aprobado 

por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público.” 

 

Aclaramos que la presente iniciativa no genera un impacto fiscal que implique una 

modificación en el marco fiscal de mediano plazo, toda vez que no se incrementará el 

Presupuesto del Distrito, ni ocasionará la creación de una nueva fuente de 

financiación, ya que las acciones deben estar enmarcadas en los proyectos contenidos 

en el Plan de Desarrollo Distrital. 

 
Cordialmente,  

 
______________________________   
MARÍA VICTORIA VARGAS SILVA     

Autora - Concejal de Bogotá     
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ROYECTO DE ACUERDO Nº 179 DE 2024 
 

PRIMER DEBATE 

 

"POR MEDIO DEL CUAL SE DICTAN LINEAMIENTOS PARA PROMOVER EL 

TELETRABAJO Y EL EMPLEO EN MODALIDAD HÍBRIDA Y SUPLEMENTARIA” 

 
EL CONCEJO DE BOGOTÁ 

 

En uso de sus facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas por el 

Decreto Ley 1421 de 1993 artículo 12 numerales 1 y 7, la Constitución Política de 1991 

artículo 313 numeral 9. 

 

ACUERDA 

  

Artículo 1° Objeto.  El Objeto del presente acuerdo es dictar lineamientos para promover 

el teletrabajo y el empleo en modalidad híbrida en las entidades del distrito, con el fin de 

propender por una mejor calidad de vida de los empleados, una mejora en la movilidad en 

el distrito capital y una mitigación del impacto vehicular en el medio ambiente. 

 

Artículo 2° Definiciones.  Para efectos del presente Acuerdo, se tendrán en cuenta las 

definiciones establecidas en la Ley 2121 de 2021 en su Artículo 3, y en el Decreto Distrital 

050 de 2023. 

 

Parágrafo primero: La expresión “trabajo híbrido” se asemeja a la definición de “trabajo 

en modalidad suplementaria” contenida en el Decreto Distrital 050 de 2023, en el 

entendido que comprende a los trabajadores que laboran dos (2) o tres (3) días a la semana 

en su propio domicilio o un lugar autorizado y el resto de los días en las instalaciones de 

las entidades u organismos distritales.  

 

Artículo 3°. Fomento del Teletrabajo y/o del trabajo híbrido. Las entidades distritales 

y sus dependencias  propenderán por el aumento y la inclusión progresiva de los servidores 

públicos en la modalidad de teletrabajo y/o trabajo híbrido, independientemente de su 

nivel jerárquico de empleo, siempre y cuando la naturaleza de su cargo sea teletrabajable 
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y cumpla con los requisitos establecidos por la normativa interna de cada entidad, de 

conformidad con el parágrafo del artículo 4º del Decreto Distrital 050 de 2023 y de las 

demás normas vigentes en la materia. Para este fin, se trazarán unas metas anuales para 

aumentar el número de trabajadores en teletrabajo y/o trabajo híbrido.   

 

Artículo 4º. Mutuo Acuerdo. La implementación del trabajo híbrido siempre será de 

mutuo acuerdo y las partes podrán determinar los días de presencialidad y teletrabajo que 

podrán ser fijos o variables. 

 

Artículo 5° Circunstancias excepcionales o especiales que habilitan trabajo en casa. 

Por razones de orden público, intimidación o amenaza, la declaratoria de los estados de 

excepción a la que se refieren los artículos 212 a 215 de la Constitución Política, casos de 

emergencia sanitaria, calamidad pública o contingencias generadas por desastres 

naturales en la Ciudad de Bogotá, las entidades distritales podrán habilitar de manera 

inmediata la modalidad de trabajo en casa de manera temporal a cualquier funcionario 

que no cuente con dicha prerrogativa.  

 

Parágrafo 1. La entidad competente determinará el término o duración del teletrabajo por 

circunstancias excepcionales y conservará la facultad de dar por terminada de modo 

unilateral la habilitación del trabajo en casa.  

 

Parágrafo 2. Los funcionarios podrán manifestarle al jefe inmediato de su entidad, otras 

circunstancias excepcionales o especiales que habiliten trabajo en casa diferentes a las 

determinadas en este artículo, y la entidad determinará en cada caso concreto la viabilidad 

del trabajo en casa de manera excepcional.  

 

ARTÍCULO 6°. La implementación del trabajo híbrido en las entidades del distrito de 

ninguna manera podrá afectar los derechos de los trabajadores, el derecho al descanso 

efectivo y a la desconexión laboral, ni los consagrados en la Constitución Política, la ley 

2191 de 2022, el Código Sustantivo del Trabajo, los convenios internacionales en materia 

de jornada de trabajo ratificados por Colombia y las normas que adicionen, modifiquen o 

sustituyan. 
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Artículo 7° Sector Privado. La administración distrital propenderá porque en el sector 
privado se aumente la implementación de modelos de teletrabajo y trabajo híbrido, en ese 

sentido, las entidades competentes fomentarán en el sector privado la divulgación y 
promoción del teletrabajo y el trabajo híbrido, junto con sus beneficios en la calidad de 

vida de los empleados, reducción de costos para la empresa, el impacto en la movilidad en 
el distrito capital y las posibles mitigaciones del impacto vehicular en el medio ambiente. 
 

Artículo 8º. Trabajo Escalonado. En los casos donde no sea posible la implementación 
del teletrabajo, el trabajo híbrido, o incluso, en los días en los que el trabajador híbrido 

deba asistir a la oficina, la entidad distrital podrá evaluar de mutuo acuerdo con el 
trabajador la implementación de modelos de trabajo escalonado o de horario flexible en 

donde se permita que los trabajadores laboren en horarios escalonados que habiliten el 
ingreso y salida de trabajadores en horarios diferentes. 

 
Artículo 9º. Informe. La Administración Distrital, en cabeza de la Secretaría General de 

la Alcaldía Mayor de Bogotá D.C., presentará anualmente al Concejo de Bogotá D.C. un 
informe detallando, de manera general, el número de contratistas de prestación de 

servicios de las diferentes entidades que desarrollan su objeto contractual presencialmente 
en las entidades distritales y el motivo de esta situación. 

 
Artículo 10º. Publicación de resultados en materia de teletrabajo y trabajo híbrido. 

La Administración Distrital, en cabeza de la Secretaría General de la Alcaldía Mayor de 
Bogotá D.C., publicará anualmente en su portal web el balance de resultados de la 

implementación del teletrabajo y el trabajo híbrido en cada una de las entidades del distrito 
junto el balance en el cumplimiento de metas en su implementación.  

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Cordialmente, 
  

 
MARÍA VICTORIA VARGAS SILVA                                                                     

Concejal de Bogotá D.C.                                                                                    

Partido Liberal Colombiano 

  


